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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores (as):

--Allamand Zavala, Andrés

--Allende Bussi, Isabel

--Araya Guerrero, Pedro
--Bianchi Chelech, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio
--De Urresti Longton, Alfonso
--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Goic Boroevic, Carolina
--Guillier Álvarez, Alejandro

--Harboe Bascuñán, Felipe
--Horvath Kiss, Antonio

--Lagos Weber, Ricardo

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Montes Cisternas, Carlos
--Moreira Barros, Iván

--Muñoz D´Albora, Adriana
--Navarro Brain, Alejandro

--Orpis Bouchon, Jaime
--Ossandón Irarrázabal, Manuel José
--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime
--Quinteros Lara, Rabindranath
--Rossi Ciocca, Fulvio

--Tuma Zedan, Eugenio
--Van Rysselberghe Herrera, Jacqueline
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros de la Secretaría General de la Presidencia, señora Ximena Rincón González; de Educación, señor Nicolás Eyzaguirre Guzmán, y la Ministra Presidenta del Consejo Nacional  de la Cultura y las Artes, señora Claudia Barattini Contreras. Asimismo, se encontraba presente la asesora legislativa de dicho entidad, señorita Vitalia Puga M. 

Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:19, en presencia de 16 señores Senadores.

La señora ALLENDE (Presidenta).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

La señora ALLENDE (Presidenta).- Las actas de las sesiones 62ª y 63ª, ordinarias, en 11 y 12 de noviembre del presente año, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación. 

IV. CUENTA

La señora ALLENDE (Presidenta).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Quince de Su Excelencia la Presidenta de la República



Con los diez primeros retira la urgencia y la hace presente nuevamente, en el carácter de “suma”, para los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley que regula la exhibición y ejecución artísticas en los bienes nacionales de uso público (boletín N° 8.335-24).



2.- Proyecto de ley que regula la admisión de estudiantes, elimina el financiamiento compartido y prohíbe el lucro en establecimientos educacionales que reciben aportes del Estado (boletín N° 9.366-04).



3.- Proyecto de ley que crea el Ministerio de la Mujer y la Equidad de Género, y modifica normas legales que indica (boletín N° 9.287-06).



4.- Proyecto que establece ley interpretativa que adecua la legislación penal a los tratados internacionales en materia de derechos humanos (boletín N° 6.422-07).



5.- Proyecto de ley respecto de comunicación de órdenes de apremio en juicios de alimentos (boletín N° 7.765-07).



6.- Proyecto de ley que sustituye el sistema electoral binominal por uno de carácter proporcional inclusivo y fortalece la representatividad del Congreso Nacional (boletín Nº 9.326-07).



7.- Proyecto de ley que modifica el régimen de probidad aplicable al Consejo Nacional de Televisión (boletín N° 9.398-04).



8.- Proyecto que modifica la ley N° 19.718, que crea la Defensoría Penal Pública, con el objeto de crear cargos para la defensa penal especializada en adolescentes (boletín N° 9.529-07).



9.- Proyecto que introduce modificaciones a la Ley General de Servicios Eléctricos con el objeto de perfeccionar el sistema de licitaciones de suministro eléctrico para clientes sometidos a regulaciones de precios (boletín Nº 9.515-08).



10.- Proyecto de ley que establece excepción para la pesca artesanal con línea de mano de la especie jurel y modifica regulación para establecimiento de ampliación de régimen de áreas de manejo y explotación de recursos bentónicos (boletín Nº 9.097-21).



Con el undécimo hace presente la urgencia, en el carácter de “simple”, para la tramitación del proyecto de ley que modifica el Código de Procedimiento Civil a fin de establecer la tramitación digital de los procedimientos judiciales (boletín N° 9.514-07). 



Con los cuatro últimos retira la urgencia y la hace presente nuevamente, calificándola de “simple”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley que autoriza erigir un monumento a la ex Diputada señora Gladys Marín Millie (boletín Nº 7.523-24).



2.- Proyecto que declara la nulidad del decreto ley N° 2.191, de 1978 (boletín N° 4.162-07).



3.- Proyecto de ley que tipifica el delito de incitación al odio racial y religioso (boletín N° 7.130-07).



4.- Proyecto de ley que modifica el Código Procesal Penal con el fin de reforzar la protección de las víctimas, mejorar la función que desempeña el Ministerio Público y fortalecer la acción policial y la operatividad del sistema de justicia penal (boletín N° 8.810-07).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Tres de la Honorable Cámara de Diputados



Con los dos primeros informa que dio su aprobación a los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley que efectúa aporte extraordinario al Fondo Común Municipal (boletín Nº 9.596-06) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a la Comisión de Hacienda.



2.- Proyecto que modifica la ley N° 19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, para fortalecer los consejos regionales (boletín Nº 9.691-06) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 2).


--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización y a la de Hacienda, en su caso.



Con el tercero comunica que aprobó las enmiendas propuestas por esta Corporación al proyecto que modifica el artículo 36 de la ley Nº 18.290, de Tránsito, en la forma que indica (boletín Nº 3.823-15).



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto a sus antecedentes.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:


Remite copia de resoluciones dictadas por esa Magistratura en el requerimiento de inconstitucionalidad interpuesto por un grupo de Honorables señores Diputados, representativo de más de la cuarta parte de los miembros en ejercicio de la otra rama del Congreso, con relación al proyecto de ley que crea el Administrador Provisional y Administrador de Cierre de Instituciones de Educación Superior y establece regulaciones en materia de administración provisional de sostenedores educacionales (boletín Nº 9.333-04).



--Se toma conocimiento y se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Envía copia de las resoluciones dictadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los siguientes preceptos legales:



1.- Artículo 67, incisos primero y segundo, de la Ley General de Servicios Eléctricos.



2.- Artículos 289, letra a), y 292, inciso primero, del Código del Trabajo y artículo 4°, inciso primero, parte final, de la ley N° 19.886, de bases sobre contratos administrativos de suministro y prestación de servicios.



--Se toma conocimiento y se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De la señora Contralora General de la República (S):


Contesta solicitud de información, expedida en nombre del Honorable señor Prokurica, relativa al cumplimiento de las medidas disciplinarias aplicadas a funcionarios del Servicio Nacional de Capacitación y Empleo de la Región de Atacama.



Atiende solicitudes de información, enviadas en nombre del Honorable señor Chahuán, atinentes a las situaciones funcionarias que afectan al médico señor Roberto Sepúlveda Hermosilla, dependiente del Servicio de Salud Metropolitano Central, y a la profesional señora Andrea Beatriz Oyarzo Francke, de la Secretaría Regional Ministerial de Salud Metropolitana.



De la señora Ministra de Salud:


Responde solicitud de información, enviada en nombre de la Honorable señora Von Baer, respecto del estado del proyecto Complejo Hospitalario La Unión-Río Bueno, así como de las razones de su retraso.



Da respuesta a solicitud de antecedentes, cursada en nombre del Honorable señor De Urresti, concerniente a las medidas adoptadas para completar la dotación de facultativos en los centros de salud familiar.



De la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo:


Atiende solicitud de información, enviada en nombre del Honorable señor Navarro, acerca del monto de recursos que podrían ser destinados a la construcción de muros de contención para las 210 viviendas nuevas de Villa Horizonte, en la localidad de Dichato, comuna de Tomé.



Informa sobre factibilidad de suplementar los subsidios habitacionales adjudicados en la Región de Atacama, en función de los costos reales de construcción, materia consultada en nombre del Honorable señor Prokurica.



De la señora Ministra de Minería:


Da respuesta a acuerdo del Senado, adoptado a proposición de los Honorables señores De Urresti, Girardi, Quinteros, Rossi y Patricio Walker, en cuanto a considerar en la definición de políticas sectoriales los estudios científicos de diversos países sobre los masivos deshielos y el importante aumento del nivel del mar en la Antártica como consecuencia del alza de temperatura (boletín Nº S 1.714-12).



Del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones:


Contesta solicitud de información, recabada en nombre del Honorable señor Guillier, sobre la política de esa Secretaría de Estado respecto del puerto de Antofagasta.



Del señor Subsecretario de Pesca y Acuicultura:


Responde solicitud de información, enviada en nombre del Honorable señor Matta, tocante a la preocupación del Sindicato de Pescadores de Loanco y de la Federación de Tripulantes de Pesca Artesanal, Buzos, Recolectores de Orilla y Otros por el impacto económico del término de la cuota de la merluza común para este año.



De la señora Subsecretaria de Educación:


Contesta acuerdo del Senado, adoptado a proposición de los Honorables señoras Goic y Von Baer y señores Chahuán, De Urresti y Girardi, con el que se pide el envío de un proyecto de ley que disponga la creación del Ministerio de Ciencia y Tecnología (boletín N° S 1.685-12).



Responde solicitud de información, remitida en nombre del Honorable señor García, referente al estado del proceso de pago de indemnizaciones legales a funcionarios desvinculados de entidades relacionadas con esa Secretaría de Estado, conforme a la nómina elaborada por el Consejo de Alta Dirección Pública.



Da respuesta a solicitud de información, cursada en nombre del Honorable señor Navarro, relativa a estadísticas de casos en que la figura del administrador provisional haya sido utilizada en la educación básica y media.



Del señor Subsecretario del Medio Ambiente:


Atiende petición de antecedentes, hecha en nombre del Honorable señor De Urresti, sobre el convenio de cooperación suscrito con la Junta Nacional de Jardines Infantiles que incorpora programas de enseñanza sobre sustentabilidad en establecimientos administrados por esta.



Contesta acuerdo de la Corporación, adoptado a proposición de los Honorables señores De Urresti, Navarro, Rossi, Tuma y Patricio Walker, en cuanto a la evaluación de estudios científicos de diversos países sobre los masivos deshielos y el importante aumento del nivel del mar en la Antártica para su incorporación en las políticas públicas sectoriales (boletín N° S 1.722-12).



Del señor Secretario General de Carabineros:


Atiende solicitud de información, enviada en nombre de la Honorable señora Allende, acerca del proceso de desvinculación del ex cabo 1° señor Jorge Homero Martínez Alzamora de esa institución.



Del señor Jefe de División de Asuntos Institucionales, Subsecretaría para las Fuerzas Armadas:


Da respuesta a solicitud de información, remitida en nombre del Honorable señor Chahuán, sobre la situación que afecta al ex sargento 2° del Ejército señor Héctor Liborio Silva Caroca.



Del señor Superintendente del Medio Ambiente:


Contesta petición de antecedentes, enviada en nombre del Honorable señor Navarro, acerca de los programas de fiscalización desarrollados en los últimos cinco años en la Región del Biobío, del número de infracciones y del tipo de sanciones aplicadas.



Del señor Intendente de la Región del Maule:


Da respuesta, adjuntando soporte electrónico, a solicitudes de información, cursadas en nombre del Honorable señor Matta, atinentes a diversos aspectos del presupuesto para el Gobierno Regional del Maule y de los proyectos priorizados por el Consejo Regional.



Del señor Alcalde de la Ilustre Municipalidad de Concepción:


Responde solicitud de información, hecha en nombre del Honorable señor Navarro, con relación a los proyectos de esa corporación edilicia para la recuperación del edificio del mercado de la comuna.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes



De la Comisión de Minería y Energía, recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones a la Ley General de Servicios Eléctricos, a fin de perfeccionar el sistema de licitaciones de suministro eléctrico para clientes sometidos a regulación de precio (boletín Nº 9.515-08) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 3).


De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código del Trabajo en lo relativo a la participación de menores en espectáculos públicos (boletín Nº 5.117-13) (Véase en los Anexos, documento 4).


--Quedan para tabla.

Moción



De los Honorables señores Harboe, Pizarro y Tuma, con la que se da inicio a un proyecto que amplía en la ley que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores el catálogo de cláusulas abusivas de uso frecuente en los contratos de adhesión (boletín N° 9.728-03) (Véase en los Anexos, documento 5).


--Pasa a la Comisión de Economía.

Declaración de inadmisibilidad



Moción de la Honorable señora Pérez San Martín, con la que propone un proyecto de ley que establece un fondo nacional de recuperación en casos de daño ambiental.



--Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política de la República.
La señora ALLENDE (Presidenta).- Terminada la Cuenta.

La señora PÉREZ (doña Lily).- ¿Me permite, señora Presidenta, sobre la Cuenta?

La señora ALLENDE (Presidenta).- Sí, Su Señoría.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señora Presidenta, la moción declarada inadmisible apunta a crear la figura de un fideicomiso para casos de emergencia como el del derrame en la comuna de Quintero. Es algo que existe en otros países.



Sé que uno de los artículos podría ser objeto de la consideración que ha hecho la Mesa. Por lo tanto, pido que el proyecto se envíe al Ejecutivo para el efecto de su patrocinio.

La señora ALLENDE (Presidenta).- La Mesa no observa ningún problema en ello.



Si no hay objeciones, se accederá a lo solicitado, con la adhesión de la Sala.



Acordado.

SENADORES INTEGRANTES DE COMISIÓN BICAMERAL DE ARTÍCULOS 66 Y 66 A DE LEY ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DEL CONGRESO NACIONAL
La señora ALLENDE (Presidenta).- Sugiero designar integrantes de la Comisión Bicameral a que se refieren los artículos 66 y 66 A de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional a los Senadores señores Bianchi, Pizarro, Pérez Varela y Tuma.



Si le parece a la Sala, se aprobará la proposición.



--Se aprueba.

)----------------(

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el señor Secretario.

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor LABBÉ (Secretario General).- En sesión celebrada hoy, los Comités adoptaron los siguientes acuerdos:



1.- Que en la presente sesión ordinaria se trate como si fuera de Fácil Despacho el proyecto que modifica la ley N° 20.234, que establece un procedimiento de saneamiento y regularización de loteos y amplía su plazo de vigencia (boletín N° 9.407-14).



2.- Colocar en el primer lugar del Orden del Día de la sesión ordinaria de mañana, miércoles 19, el proyecto que introduce modificaciones a la Ley General de Servicios Eléctricos con el objeto de perfeccionar el sistema de licitaciones de suministro eléctrico para clientes sometidos a regulaciones de precio (boletín N° 9.515-08).



3.- Celebrar sesiones en la mañana y en la tarde de los días martes 25 y miércoles 26 de noviembre a fin de tratar y despachar el proyecto de Ley de Presupuestos para el Sector Público del año 2015 (boletín N° 9.600-05), y fijar plazo para formular indicaciones y solicitar votaciones separadas hasta las 10 del martes 25.



4.- Abrir un nuevo plazo para formular indicaciones, hasta las 12 del martes 4 de diciembre, las que deberán presentarse en la Secretaría de la Comisión de Hacienda, respecto de los siguientes proyectos de ley:



a) El que crea la Subsecretaría de Educación Parvularia, la Intendencia de Educación Parvularia y modifica diversos cuerpos legales (boletín N° 9.365-04), y



b) El que crea la autorización de funcionamiento de jardines infantiles (boletín Nº 8.859-04).

La señora ALLENDE (Presidenta).- Deseo ampliar lo informado con relación al primer acuerdo de Comités, en el sentido de que en la discusión del proyecto al cual se hace referencia se cumplirá el Reglamento, es decir, no deberán verificarse más de dos intervenciones.



Como máximo, se destinarán 20 minutos para su tratamiento. Si en ese tiempo el asunto no ha sido resuelto, quedará para mañana.



Eso es lo acordado unánimemente por los Comités.



Quiero ser bien explícita sobre el particular para que no haya ninguna duda.

)---------------(

La señora ALLENDE (Presidenta).- Saludo a quienes nos acompañan en las tribunas.



La Asociación de Radiodifusores de Chile se encuentra representada por su directiva: el señor Luis Pardo, Presidente, y los señores Jaime Ahumada, Joaquín del Real y Carlos Peñafiel.



Por la Sociedad Chilena del Derecho de Autor asisten, entre otros, los músicos señores Vicente Bianchi, Valentín Trujillo, Palmenia Pizarro, Luis Dimas, Pedro Messone, Patricio Manns y Gloria Simoneti.



A todos y a cada uno de ustedes, muy bienvenidos.


--(Aplausos en la Sala y en tribunas)

V. ORDEN DEL DÍA
AMPLIACIÓN DE VIGENCIA DE PROCEDIMIENTO PARA SANEAMIENTO Y REGULARIZACIÓN DE LOTEOS
La señora ALLENDE (Presidenta).- Corresponde ocuparse en el proyecto, iniciado en moción de los Senadores señores García y Tuma, en primer trámite constitucional, que modifica la ley N° 20.234, que establece un procedimiento de saneamiento y regularización de loteos y amplía su vigencia, con segundo informe de la Comisión de Vivienda y Urbanismo, y urgencia calificada de “suma”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (9.407-14) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley (moción de los Senadores señores García y Tuma):



En primer trámite, sesión 26ª, en 18 de junio de 2014.



Informes de Comisión:



Vivienda y Urbanismo: sesión 32ª, en 15 de julio de 2014.



Vivienda y Urbanismo (segundo): sesión 62ª, en 11 de noviembre de 2014.



Discusión:



Sesión 35ª, en 5 de agosto de 2014 (se aprueba en general).

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- En primer lugar, respecto del artículo 2°, las letras a) y b) del número 1) pasaron a ser b) y c), y no fueron objeto de indicaciones, por lo que corresponde darlas por aprobadas.


--Se dan por aprobadas, conforme al Reglamento.
El señor LABBÉ (Secretario General).- El órgano técnico efectuó diversas enmiendas en el texto, acordadas todas por unanimidad. Mas las recaídas en la letra d) del número 2), la letra c) del número 4) y la letra b) del número 7), en el artículo 2°, deben ser aprobadas con 21 votos por incidir en normas de rango orgánico constitucional.

La señora ALLENDE (Presidenta).- En discusión particular.



Tiene la palabra el Honorable señor Tuma.

El señor TUMA.- Señora Presidenta, aprovecho de saludar a todos los artistas que nos acompañan, ya que después del asunto en examen se va a tratar el que a ellos les interesa.



Determinamos que el proyecto se tramitara como si fuera de Fácil Despacho, aun cuando se encontraba en el segundo lugar del Orden del Día, porque la ley sobre regularización de loteos irregulares vence el 15 de enero próximo. La finalidad es dar un mayor plazo, pero ello tiene que verlo todavía la Cámara, y es posible que no alcancemos a concluir la labor legislativa antes de esa fecha.



Con el Senador señor García presentamos una renovación de dicho término, pero, además, el Ejecutivo ha formulado una indicación sustitutiva en la que recogió un conjunto de perfeccionamientos de la actual legislación. Distintas razones han impedido que la normativa se aplique en plenitud para favorecer a miles de chilenos adquirentes de opciones y derechos en loteos irregulares y que, por ser estos ilegales, no han podido contar con un beneficio de ninguna naturaleza por parte del Estado. De lo que se trata, entonces, es de permitirles obtenerlo con la recepción provisoria y regularizar su situación, y de otorgar un plazo de cinco años adicional a los tres contemplados en la ley vigente.



También se considera una regularización en áreas de riesgo.



En todo caso, los loteos tienen que haberse materializado antes del 31 de diciembre de 2006. No estamos normalizando poblaciones irregulares de los últimos tiempos ni incentivando para que se renueven en contra de la Ley General de Urbanismo y Construcción, lo que se halla absolutamente prohibido.



Reconocemos, sí, que media una realidad que no hay como cambiar, salvo que el Estado ayude a urbanizar predios y loteos, lo que tiene que ver con alcantarillado, electricidad, pavimentación, alumbrado público, agua potable, en fin. Me parece que a estos chilenos les asiste el derecho a mejorar su vida y a recibir la ayuda estatal.



Por estas razones presentamos el proyecto de ley en análisis, que renueva el plazo, mejora las indicaciones y hace más accesible, en el caso de los loteos irregulares, la posibilidad de contar con una vivienda propia, pero también con un entorno de plena dignidad que merecen.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- En votación.



--(Durante la votación).

La señora ALLENDE (Presidenta).- Puede intervenir el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señora Presidenta, el Senador señor Tuma explicó en qué consiste la iniciativa. Si el 15 de enero próximo no contamos con una nueva legislación, vamos a quedar sin una norma que facilite la regularización de loteos.


Me sumo a lo ya dicho y pido a la Sala que otorgue su aprobación.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Honorable señor Harboe.

El señor HARBOE.- Señora Presidenta, solo para que quede en la historia fidedigna de la ley.



Yo entiendo -y me lo puede corroborar el señor Vicepresidente del Senado, autor del proyecto- que cuando se establece que se incorporan a este proyecto de regularización todos los terrenos que forman parte del catastro de campamentos que tiene el Ministerio de Vivienda, eso es algo que ya se cuantificó y que el catastro está cerrado, porque, de lo contrario, podría tratarse de una oferta abierta.

El señor TUMA.- Sí, está cerrado.

El señor PROKURICA.- Está cerrado.

La señora ALLENDE (Presidenta).- ¿Queda resuelta su duda, señor Senador?

El señor HARBOE.- Sí, señora Presidenta.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

La señora ALLENDE (Presidenta).- Terminada la votación.



--Se aprueba en particular el proyecto (23 votos favorables), dejándose constancia de que se cumple el quórum constitucional exigido, y queda concluida su discusión en este trámite.


Votaron las señoras Allende, Goic, Lily Pérez, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Lagos, Letelier, Montes, Moreira, Ossandón, Pérez Varela, Rossi, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.

PORCENTAJE MÍNIMO PARA EMISIÓN RADIAL DE MÚSICA NACIONAL Y DE RAÍZ FOLCLÓRICA Y TRADICIÓN ORAL
La señora ALLENDE (Presidenta).- Corresponde iniciar la discusión particular del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que fija porcentajes mínimos de emisión de música nacional y música de raíz folklórica oral a la radiodifusión chilena, con segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



--Los antecedentes sobre el proyecto (5.491-24) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 46ª, en 1 de septiembre de 2010.



Informes de Comisión:



Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología: sesión 91ª, en 4 de marzo de 2014.



Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología (nuevo): sesión 20ª, en 3 de junio de 2014.



Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología (segundo): sesión 61ª, en 5 de noviembre de 2014.



Discusión:



Sesiones 11ª, en 22 de abril de 2014 (queda pendiente la discusión general); 13ª, en 23 de abril de 2014 (vuelve a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología); 25ª, en 17 de junio de 2014 (se aprueba en general).

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, la iniciativa fue aprobada en general por la Sala en su sesión de 17 de junio de 2014. 



La Comisión de Educación deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que en el artículo único del texto aprobado en general no hay numerales que no hayan sido objeto de indicaciones ni de modificaciones.



El órgano técnico efectuó diversas enmiendas al proyecto de ley aprobado en general, la mayor parte de las cuales acogió solo por mayoría de votos. Cinco de ellas fueron acordadas por unanimidad, por lo que deben ser aprobadas sin debate, salvo que alguna señora Senadora o algún señor Senador manifieste su intención de impugnar la proposición de la Comisión o que existan indicaciones renovadas.



Sus Señorías tienen en sus escritorios un boletín comparado en que se consignan las modificaciones introducidas por la Comisión y el texto como quedaría de ser aprobadas.



De consiguiente, lo primero que la Sala debe hacer es votar sin debate aquellas enmiendas acogidas en forma unánime.

La señora ALLENDE (Presidenta).- De acuerdo a lo recién expresado por el señor Secretario, procede votar las cinco modificaciones aprobadas por unanimidad en la Comisión.



En votación.



--(Durante la votación).

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Bianchi.
El señor BIANCHI.- Señora Presidenta, no voy a argumentar mi posición. Solo quiero volver a inhabilitarme para votar, tal como lo hice cuando se discutió el proyecto en general, porque uno de mis hijos es propietario de medios de comunicación.



Ahora bien, eso no quita que luego, tal cual lo establece el artículo 8° del Reglamento, yo argumente respecto de esta materia y celebre este buen proyecto de ley, que va en beneficio de los artistas nacionales.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Honorable señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señora Presidenta, primero haré algunos comentarios y después plantearé una solicitud a la Mesa con relación a una serie de indicaciones presentadas en la Comisión de Educación que, a mi juicio, como titular de esa instancia, eran inadmisibles. Las declaré en esa forma pero algunos colegas pidieron someter a votación su inadmisibilidad. Se revirtió la situación y posteriormente fueron votadas.



Sin embargo, deseo que se someta a la consideración de la Sala aquello.



Por lo tanto, me referiré básicamente a ese punto, porque ya habrá tiempo de argumentar respecto de otros temas. Creo que lo más económico es partir pronunciándose sobre ese particular.



Pues bien, se formularon indicaciones de dos tipos. Un grupo tenía que ver con el cumplimiento alternativo de la ley que estamos buscando aprobar, cuyo objetivo es promover la música nacional a través del establecimiento de una cuota mínima de difusión, que alcanza al 20 por ciento, para las radioemisoras.



Tales indicaciones, aun cuando las voté en contra, no eran inadmisibles.



Pero había otro conjunto de ellas que apuntaban a un aumento de la regulación de entidades de gestión colectiva, como la Sociedad Chilena del Derecho de Autor, lo cual se aleja absolutamente de la idea matriz de la iniciativa, que no es otro que difundir la música nacional, no asfixiar a entidades que agrupan a artistas chilenos. 



Porque la verdad es que, si uno analiza el tenor de aquellas indicaciones, se da cuenta de que más bien son una especie de revancha contra la Sociedad Chilena del Derecho de Autor.



--(Aplausos y manifestaciones en tribunas).

La señora ALLENDE (Presidenta).- Ruego a las tribunas abstenerse de hacer manifestaciones.

El señor ROSSI.- Señalo lo anterior, señora Presidenta, porque el fundamento que utilizó el Senador Allamand para argumentar que las indicaciones eran admisibles y contradecir a este Presidente en la Comisión se relaciona con uno de los puntos de la moción presentada hace siete años y que dice: “aumentar la presencia de la música nacional en las emisiones radiales implicaría además acrecer la recaudación que por el concepto señalado correspondería a sus autores y/o ejecutores, sin implicar un mayor gasto para los radiodifusores, por cuanto sólo se reemplazaría pagos hechos a extranjeros por otros hechos a nacionales”.



O sea, lo único que dice este punto, que motivó la votación de admisibilidad de estas indicaciones, es que, a consecuencia de aumentar la música nacional en las radiodifusoras chilenas, se incrementa la recaudación de los artistas chilenos. ¡Eso es obvio! Pero en ningún caso significa que tal idea dé pie para introducir una serie de regulaciones y medidas que modifiquen las reglas del juego para las entidades de gestión colectiva. 



Ahora bien, para las radiodifusoras aquello finalmente implica lo mismo en términos de costo, porque, si aumenta la música nacional, disminuye la música internacional; ergo, lo que pagarán en total por dicho concepto no variará.



Por lo tanto, no es un fundamento que permita respaldar, como idea matriz del proyecto, el entrar en una regulación de ese tipo de entidades.



El único objetivo e idea matriz -reitero- es promover la música nacional, por cuanto se estima que es un bien que la sociedad debe buscar, por distintas razones que hemos argumentado mil veces en relación con la música chilena, su valor como expresión cultural y su vinculación con nuestra cultura y nuestra historia.



En virtud de lo anterior, quiero pedir que se vote la admisibilidad del siguiente conjunto de indicaciones, relacionadas con los artículos 15 ter, 15 quáter, 15 quinquies y 15 sexies. Las indicaciones son las números 13, 14, 14a, 14b, 14c, 15, 16, 16a, 16b, 16c, 17, 18, 18a, 18b, 18c, 19, 20, 20a, 20b, 20c, 21, 22, 22a y 22b.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tomo nota de su petición, señor Senador.



Sin embargo, ahora estamos votando las cinco modificaciones unánimes introducidas por la Comisión de Educación.



Después veremos lo que usted acaba de plantear. 



Ahora corresponde votar -y de hecho está abierta la votación- las enmiendas acordadas en forma unánime, que es lo que habitualmente se hace en la Sala.



Por lo tanto, continúa la votación. 



Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Solo para dar cuenta de que me voy a inhabilitar, señora Presidenta, al igual que lo hice la vez anterior, pues soy parte de una sociedad que es dueña de una radioemisora.  

La señora ALLENDE (Presidenta).- Muy bien.



Tiene la palabra el Senador señor Ignacio Walker. 

El señor WALKER (don Ignacio).- En la misma línea, señora Presidenta.



Sin perjuicio de que he aprobado y seguiré aprobando siempre este proyecto, me inhabilito de votar en virtud del artículo 8° del Reglamento. 

La señora ALLENDE (Presidenta).- Conforme.



Entonces, ya están expresadas las inhabilitaciones por parte de los señores Senadores.

El señor LAGOS.- ¡Yo también me inhabilito, porque inicio carrera de solista la semana que viene…!

La señora ALLENDE (Presidenta).- ¡La semana que viene…! ¡Qué anticipado…!



En consecuencia, le pido al señor Secretario que consulte a la Sala. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

La señora ALLENDE (Presidenta).- Terminada la votación.



--Se aprueban las cinco enmiendas unánimes introducidas por la Comisión de Educación (28 votos a favor). 



Votaron las señoras Allende, Goic, Lily Pérez, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Letelier, Montes, Moreira, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.

)---------------(

La señora ALLENDE (Presidenta).- Antes de continuar con la discusión particular del proyecto, deseo saludar a los estudiantes del Liceo Hernando de Magallanes, de la ciudad de Porvenir, Región de Magallanes y de La Antártica Chilena, ganadores regionales del torneo Delibera 2014, quienes vienen acompañados de su profesor, don Germán Cisterna.



¡Muy bienvenidos al Senado!



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

)----------------(

La señora ALLENDE (Presidenta).- Ahora correspondería pronunciarnos sobre lo solicitado por el Presidente de la Comisión de Educación, Senador Fulvio Rossi.



Sin embargo, el señor Secretario me indica que tenemos que ir en el orden del proyecto.

El señor ROSSI.- Pero yo lo conversé con él antes.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Habría que ir votando las inadmisibilidades en el momento que corresponda. 



Pero entiendo que el Senador Rossi ha pedido una sola votación para todas las indicaciones.

El señor ROSSI.- Así es.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Entonces, sería una sola votación.



Tiene la palabra el Honorable señor Allamand. 

El señor ALLAMAND.- Deseo argumentar respecto del fondo del tema, señora Presidenta, porque me parece correcto lo planteado por el Senador Rossi en términos de efectuar una única votación. 

La señora ALLENDE (Presidenta).- A ver.



Espero que todos entendamos bien. 



El Senador Rossi ha pedido la inadmisibilidad de un conjunto de indicaciones y usted está de acuerdo en que ello se dirima en una sola votación. 



Ahora bien, el Senador Rossi ya argumentó las razones por las cuales considera que son inadmisibles. 



¿Estamos claros?



En consecuencia, corresponde que la Sala se pronuncie sobre el particular. 



Como acabo de decir, el Senador Rossi ya entregó su argumentación. Ahora le voy a ofrecer la palabra al Senador Allamand para que haga la suya. E inmediatamente después la Sala debe decidir la admisibilidad o inadmisibilidad de las indicaciones.



No obstante, antes de ofrecer la palabra al Senador Allamand, quiero saludar a la titular de la SEGPRES, nuestra excolega Ximena Rincón, así como a la Ministra de la Cultura, señora Claudia Barattini, que también nos acompaña.



Además, deseo solicitar el asentimiento de Sus Señorías para que pueda ingresar a la Sala la Asesora Legislativa de esta última Cartera, doña Vitalia Puga. 



¿Habría acuerdo?



--Se accede a lo solicitado. 

La señora ALLENDE (Presidenta).- Ahora sí, tiene la palabra el Honorable señor Allamand. 

El señor ALLAMAND.- Gracias, señora Presidenta. 



En verdad, el tema de las ideas matrices o contenidos fundamentales del proyecto es, sin duda, de particular importancia. 



En ese sentido, parece adecuado, para una correcta resolución del problema, atenerse a dos conceptos esenciales: en primer lugar, dónde deben estar contenidas las ideas matrices o las llamadas “ideas fundamentales”, y en segundo lugar, en qué consisten tales ideas matrices o ideas fundamentales. 



En cuanto a lo primero, el artículo 23 de la Ley Orgánica del Congreso Nacional zanja definitivamente el punto al señalar que “se considerarán como ideas matrices o fundamentales de un proyecto aquellas contenidas en el mensaje o moción, según corresponda”. 



En consecuencia, las ideas matrices o fundamentales no están en el vacío, sino que tienen que estar en algún lugar. ¿En cuál? En la moción o en el mensaje correspondiente. Aquella que no aparezca en ninguno de los dos textos no puede considerarse, arbitrariamente, como idea matriz. 



Pero, en segundo lugar, hay que atender al fondo. Y para eso, señora Presidenta, nada mejor que ver, entre otras, la jurisprudencia del Tribunal Constitucional en esta materia, en concreto el rol 410, donde específicamente se abordó el punto.



Casi textualmente, puedo mencionar que dicho Tribunal indicó que la idea matriz o fundamental está constituida por la situación, materia o problema específico que el autor o autores del proyecto de ley señalen como existentes y a cuya atención, en todas sus implicancias, quiere acudir por la vía de su potestad normativa legal. Vale decir, en concreto, la idea matriz o fundamental “es el problema que se desea resolver”.



El Tribunal fue explícito al respecto, en términos de que las indicaciones siempre -¡siempre!- deben permitir mejorar un proyecto de ley, y de que bajo ninguna circunstancia puede restringirse el derecho que tiene la Sala, de la Cámara de Diputados o del Senado, para, precisamente a través de indicaciones, encontrar una mejor solución a aquello que se pretende resolver. 



Por consiguiente, desde el punto de vista de la forma, ¿dónde hay que buscar la idea matriz? En el mensaje o la moción, según corresponda. 



Ahora bien, desde el punto de vista del contenido, hay que hacerse una sola pregunta sustantiva: cuál es el problema que se quiere resolver. 



Pues bien, señora Presidenta, estimados colegas, yo les ruego que se detengan un segundo en la lectura de la moción que dio origen al proyecto que estamos discutiendo. 



Su número 5 -tal como expusimos en la Comisión- afirma concretamente que lo que se pretende con la iniciativa es -y cito textualmente- “vigorizar esta expresión del arte nacional” (la música chilena) -y acto seguido agrega- “y la actividad laboral de sus creadores y expositores”. 



Es decir, en el texto explícito de la moción se señala que el problema que esta iniciativa legal quiere resolver -su idea matriz- es doble: primero, promover la música chilena, y segundo, atender a la actividad laboral de sus creadores y expositores. 



Pero esto no solamente se indica en el número 5, señora Presidenta. La misma lógica se mantiene -y vuelvo a insistir en la argumentación que dimos en la Comisión- en el número 8 de la fundamentación de la moción, donde de nuevo se expresa que uno de los objetivos del proyecto es -dice textualmente- “acrecer la recaudación que por el concepto señalado correspondería a sus autores y/o ejecutores”.



En consecuencia, señora Presidenta, de la simple lectura literal -valga la redundancia- de la iniciativa, es evidente que el problema que se quiere resolver es doble: la difusión de la música chilena, y aquello que tiene que ver, precisamente, con los artistas.



Por consiguiente, es indiscutible que el conjunto de indicaciones que se han presentado cabe perfectamente dentro de la idea matriz. 



La idea matriz está expresada donde debe estar expresada, literalmente, en forma que no admite duda de la simple lectura. Y, en consecuencia, todas las indicaciones que han sido promovidas por distintos colegas caben perfectamente dentro de la idea matriz, que -vuelvo a señalar- es un tema de apreciación.



En este caso, sería muy complejo que el Senado dispusiera, contra el texto expreso de la iniciativa, contra la lectura simple de su contenido, que simplemente no está incluida la idea matriz, cuando a todas luces sí lo está.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señora Presidenta, en más de alguna ocasión he tenido discrepancias graves con la Sociedad Chilena del Derecho de Autor respecto a la presión que ejercen hacia algunas radios pequeñas.



Incluso, recuerdo que en la década de los noventa se generó una discusión sobre tarificación, acerca de cómo entraron en ciertos locales, etcétera.



También juzgo necesario regular qué porcentaje de lo que cobran llega a los artistas finalmente.



Sin embargo, ese debate, que tiene un valor en sí mismo, está absolutamente fuera de las ideas matrices del proyecto. Tiene otro alcance.



Si el Senador Allamand y otros quisieran participar en una discusión sobre las sociedades que representan a profesionales (en este caso, de la música, de su creación), sería feliz si presentáramos  una iniciativa para regularlo bien.



Pero no es lo que se hace ahora.



Aquí, en los fundamentos de la presentación, lo único que se menciona, como algo absolutamente tangencial y sin relación con la idea matriz del proyecto, es la regulación de la programación de las radios.



Repito: sería feliz si enviáramos una iniciativa sobre el particular.



No obstante, para efectos de este debate, no tengo la menor duda de que es absolutamente inadmisible tratar sobre una materia, que es valiosa, pero que no se vincula con el proyecto.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

La señora ALLENDE (Presidenta).- Se recuerda a los asistentes a las tribunas que están prohibidas las manifestaciones, de acuerdo con nuestro Reglamento.



Tiene la palabra el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señora Presidenta, creo que esta discusión será larga.



Respecto al tema de la admisibilidad o inadmisibilidad de las indicaciones, sin ser miembro de la Comisión de Educación -no he tenido la oportunidad de imbuirme en esta materia como otros-, luego de escuchar los razonamientos dados acá, tiendo a no compartir lo expresado por el Senador Allamand, por lo siguiente: él dice que hay que ir a las ideas matrices, a lo que señala el mensaje, etcétera. Y entrega una serie de argumentos.



Según lo que escuché, acá se persiguen dos objetivos: por una parte, fomentar o favorecer el desarrollo de la música chilena, vía la programación de las radios y, al mismo tiempo -agrega el Senador Allamand-, atender a los intereses laborales de los músicos.



Yo pregunto: si se hubiera presentado una indicación que dijera que no hay espacio para la programación del 20 por ciento, y solamente se aprobara el favorecer los intereses laborales de los músicos, ¿eso no se alejaría de las ideas matrices del proyecto? ¡Claramente que sí!



En consecuencia, lo principal que se persigue acá es la programación, el sistema de cuota, la proporción de música chilena (como quiera que se defina), y no mejorar la situación laboral de los músicos. Porque si nos pusiéramos todos de acuerdo en que no deseamos que se difunda 20 por ciento de música chilena, con qué nos quedaríamos, ¿con la mejoría laboral de los músicos? No habría nada.

El señor ALLAMAND.- No es así.

El señor LAGOS.- Cada uno hará su propia interpretación, Senador Allamand, por su intermedio, señora Presidenta.



En consecuencia, entendiendo todo el esfuerzo que hizo Su Señoría, debo decir que no lo comparto, porque la idea matriz de esta iniciativa es una sola (podemos no compartirla algunos): fijar un porcentaje por ley para la producción de música chilena, según se define en su texto, por lo demás, bastante amplio.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Ignacio Walker.

El señor WALKER (don Ignacio).- Señora Presidenta, estas indicaciones son absolutamente inadmisibles.



En el debate de la Comisión de Educación -el Reglamento me impide votar, pero no debatir- quedó meridianamente claro, y quiero reiterarlo acá, que este proyecto fue desvirtuado del todo por la votación parcial adversa de 3 a 2 en la Comisión de Educación.



Me explico.



Esta iniciativa, que ingresó hace siete años a tramitación en la Cámara de Diputados, tiene un solo sentido: fomentar la difusión de la música chilena a través de una manera muy precisa y determinada, que forma parte de este concepto: obligando a las radioemisoras a transmitir más de 20 por ciento de música chilena.



Esa es la idea matriz original, contenida en el capítulo 1°.



Posteriormente, en el debate en la Comisión de Educación -no quiero juzgar intenciones, sino hacer una descripción de lo que allí ocurrió- se desvirtuó completamente esa idea inicial y se exploraron fórmulas “alternativas” de cumplimiento en varias de las indicaciones, razón por la cual son, en primer lugar, inadmisibles. Es decir, lo único que se hace es borrar con el codo lo que se escribe con la mano: alterar completamente el objetivo de fomentar la música chilena mediante la obligación de transmitir al menos un 20 por ciento.



Es más. No contentos algunos Senadores con esta idea de desvirtuar completamente ese sentido en el capítulo 2°, pasaron a un capítulo 3°. 



Se presentaron 58 indicaciones, muchas de ellas fueron declaradas erróneamente admisibles, que terminaron sentando en el banquillo del acusado a la Sociedad Chilena del Derecho de Autor.



O sea, una ley que inicialmente tenía el propósito único y exclusivo de fomentar la música chilena a través de su difusión, se desvió con estas supuestas fórmulas alternativas, que desvirtuaron completamente el proyecto. Además, estas terminaron por acusar a la entidad de gestión colectiva, ¡una entidad privada!, surgida al amparo de la Ley de Propiedad Intelectual para defender el derecho de propiedad, el derecho de autor, y recaudar lo que corresponde y es propiedad de los autores, de los músicos, de los intérpretes, de los compositores.



Son 58 indicaciones para tratar de reglamentar, ¡qué reglamentar…!, ¡sobrerreglamentar!, ¡qué sobrerreglamentar…!, ¡asfixiar a la Sociedad Chilena del Derecho de Autor!, que representa a la inmensa mayoría de los músicos chilenos.



Repito: esto se aleja completamente de la idea matriz de la iniciativa, que es muy sencilla, y ese es su valor: el fomento a la música chilena a través de la obligación de transmitir más de 20 por ciento de ella.



Entonces, cuando el Presidente de la Comisión pide que la Sala se pronuncie, quiere decir: “Mire, esto se convirtió en algo absolutamente distinto y contradictorio. La negación del proyecto inicial”.



En consecuencia, la Sala tiene que votar a favor de la inadmisibilidad de estas indicaciones, por desvirtuar absolutamente la iniciativa de fomento a la música chilena.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

La señora ALLENDE (Presidenta).- Ruego al público asistente a las tribunas abstenerse de hacer manifestaciones, de acuerdo con nuestro Reglamento.



A continuación, está inscrita la Senadora señora Von Baer…



--(Manifestaciones en tribunas).



Les vuelvo a pedir que no hagan ninguna manifestación. Creo que corresponde dar el ejemplo y ser respetuoso de nuestro Reglamento.

)----------(

La señora ALLENDE (Presidenta).- Saludo a los alumnos del Liceo Rector Armando Robles Rivera, de Valdivia, quienes fueron invitados por el Senador señor De Urresti.



¡Bienvenidos!



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

)----------(

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra la Honorable señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Señora Presidenta, quiero manifestar que nosotros votamos a favor de la admisibilidad de estas indicaciones en la Comisión.



La razón es que entendemos que este proyecto, en sus ideas matrices, busca fomentar que se escuche más música chilena.



Y eso se puede cumplir de distintas maneras. Es similar a cuando votamos a favor de la aprobación en general y después vemos cómo hacerlo realidad.



Por lo demás, dentro de las indicaciones presentadas estaba, por ejemplo, una sobre cumplimiento alternativo del porcentaje, la cual, de hecho, fue incluso considerada un camino para hacer realidad el anhelo de que se escuchara más música chilena en las radios.



Esa indicación, sobre cumplimiento alternativo, fue apoyada por la Sociedad Chilena del Derecho de Autor en la Comisión.



Entonces, no es que esa norma vaya en contra de las ideas matrices; está dentro de ellas y apunta a cumplir ese fomento a la música chilena de manera distinta.



Y reitero: esa proposición de 20 por ciento de difusión en las radios de forma diferente fue apoyada por la Sociedad Chilena del Derecho de Autor en el órgano técnico.



La verdad es que no porque uno esté en contra o a favor del proyecto de ley puede decir que la idea matriz contenida en él no se puede plasmar de forma diferente.



De lo contrario, nunca podríamos votar a favor de indicaciones que cambiaran la manera en que la idea matriz de una iniciativa se concrete. Es lo que discutimos acá.



Por último, este proyecto de ley pretende que se escuche más música chilena. ¿Cómo lograrlo? Es la discusión que se da a través de las indicaciones. Pero no porque se busque una forma distinta de cumplir esa meta se puede decir que son inadmisibles.



Simplemente, se trata de un mecanismo diferente para plasmar la idea matriz del proyecto. Y por eso votamos a favor de la admisibilidad de esas indicaciones, cuyo único objetivo es buscar una manera distinta de fomentar la difusión de la música chilena.



Nosotros creemos que esa finalidad no puede alcanzarse solo a través de la imposición de un 20 por ciento de emisión de música. También es factible, por ejemplo -es una de las indicaciones que vamos a discutir después-, que varias radios puedan repartirse la forma de cubrir la difusión de ese porcentaje de música chilena. Eso fue apoyado -como señalé- por la Sociedad Chilena del Derecho de Autor.



--(Aplausos y manifestaciones en tribunas).

La señora ALLENDE (Presidenta).- Ruego a las personas en las tribunas guardar respeto por nuestro Reglamento.



Les he pedido no hacer manifestaciones; estar en silencio, y escuchar a la Senadora o al Senador que haga uso de la palabra.



Puede continuar, Su Señoría.

La señora VON BAER.- Por lo tanto, señora Presidenta, no comprendo por qué en esta iniciativa no podemos plantear una manera alternativa de hacer realidad su idea matriz: fomentar la música chilena.



En resumen, esas indicaciones no van en contra de las ideas matrices del proyecto; solo son una manera distinta de cumplir ese propósito.



--(Aplausos y manifestaciones en tribunas).

El señor PIZARRO.- ¡Señora Presidenta, desaloje de una vez!

La señora ALLENDE (Presidenta).- Parece que no me han escuchado quienes acaban de manifestarse.



Una vez más, les solicito que sean respetuosos del Reglamento. Ustedes están en las tribunas haciendo uso de un derecho ciudadano: escuchar una discusión en el Senado.



Lo único que les pedimos es respetar a los parlamentarios y a nuestro Reglamento.



Les ruego no hacer ruido y escuchar, como corresponde, las distintas intervenciones de los Senadores.



Tiene la palabra el Honorable señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señora Presidenta, como señalé, me abstendré de votar pero no de expresar mis opiniones.



En primer término, es lamentable no entender que se trata de una tremenda oportunidad para respaldar a todos los artistas nacionales.



Lo manifiesto porque, si se llega a aprobar la solicitud del Senador Rossi, los artistas de Chile tienen que saber que se les seguirá cobrando el 30 por ciento, lo cual es penoso.



Un ejemplo absolutamente contrario al anterior es el de la entidad que se encarga de gestionar el enorme trabajo de los actores nacionales. Por una labor extraordinaria realiza un cobro legítimo de 15 por ciento, con enormes esfuerzos, pero con tremendos resultados positivos.



He señalado insistentemente, señora Presidenta, que esta es una enorme oportunidad para que los medios de comunicación radiales transmitan un 20 por ciento de música nacional, y ojalá bastante más.



Sin embargo, con el rechazo de esas indicaciones vamos a dejar fuera, de un plumazo, a todos los artistas emergentes de Chile; a los artistas de regiones, que reciben al año 18 mil o 10 mil pesos, en circunstancias de que los medios regionales transmiten permanentemente su música.



Entiendo el interés de quienes tienen cierta relación con la SCD, que hoy cobra 30 por ciento a los artistas chilenos. Pero he dicho en forma reiterada que me hubiese gustado que en algún momento el Estado, a través del Ministerio de Educación o el de la Cultura, no le cobrara ni un centavo al artista por hacer su trabajo, por entregar su talento.



Ahora existen entidades de gestión que me han hecho ver que tienen mucha razón, como en el caso de la institución que cobija a los actores nacionales.



Quiero decirles a los colegas que, más allá de votar la admisibilidad, en este Hemiciclo existe una presión. Porque los silbidos y aplausos que escuchamos, lo queramos o no, constituyen una presión.



Estamos ante una enorme oportunidad para votar a favor de todos los artistas chilenos y, ojalá, para entender que, si se llegan a rechazar las indicaciones, habrá un gran beneficiado, la SCD, que seguirá cobrando el 30 por ciento por administrar la música de los artistas nacionales. 



Con eso no estoy de acuerdo. 



Sí lo estoy con que las radios transmitan más de 20 por ciento de música chilena.



Tampoco estoy a favor de que las cadenas, los grandes consorcios, puedan emitir, sumados, menos música nacional.



¡No comparto tal criterio en lo más mínimo! Lo mismo pienso respecto de que las radios regionales, agrupadas, también lo hagan, porque, en definitiva, se trata de la misma lógica.



Termino con la siguiente reflexión, señora Presidenta: tenemos en nuestras manos la oportunidad, si somos capaces de hacerlo sin presión, sin defender intereses económicos de nadie, de votar a favor de los artistas nacionales. Probablemente no de los que están acá arriba, sino de los restantes en el país, de los de regiones, de los emergentes, de los más pequeños, que no reciben ni un centavo por el uso de su trabajo intelectual.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra la Honorable señora Goic.

La señora GOIC.- Señora Presidenta, en verdad, me parece que estamos entrando más bien a una discusión que debemos realizar con posterioridad.



Solo al objeto de aclarar a quienes no estuvieron en la Comisión y no conocieron el detalle del debate, debo decir que se han entregado algunos argumentos que pueden confundir. Y me refiero, sobre todo -por su intermedio, señora Presidenta-, al de la Senadora Von Baer.



Hubo una indicación, que efectivamente fue aprobada y que se relaciona con un cumplimiento alternativo del fomento de música chilena, que no comparto. Y señalaré el motivo cuando discutamos a fondo cada una de las indicaciones.



No fue declarada inadmisible, sino todo lo contrario. Formó parte de la discusión legítima de posturas distintas frente al proyecto.



Cuando hablamos de inadmisibilidad nos referimos a indicaciones que no proponen cumplimientos alternativos, sino que regulan entidades de gestión colectiva -se señaló acá-, como la Sociedad Chilena del Derecho de Autor, que quedan fuera de las ideas matrices del proyecto.



Me parece que es fácil entenderlo.



Entonces, para no confundir, la indicación sobre cumplimiento alternativo es parte de lo que deberemos discutir; fue declarada admisible; la debatimos democráticamente y de acuerdo a las opiniones y convicciones de cada uno de los integrantes de la Comisión. No sucede lo mismo con las indicaciones que regulan las entidades de gestión colectiva, cuya admisibilidad estamos solicitando votar en atención a que dicho contenido queda fuera de las ideas matrices del proyecto.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señora Presidenta, este proyecto es farragoso -no encuentro otra manera de describirlo-, complejo, enredoso, casi la tormenta perfecta, porque al final nadie está contento con él. Me doy cuenta de que todos están enojados con una propuesta que, teóricamente, planteaba un objetivo loable: fomentar la difusión de la música nacional. 



Ese propósito inspiró a los autores de la moción. Pero, probablemente, erraron en el instrumento.



Sigo pensando, como sostuve cuando voté la idea de legislar, que estas cosas no se reglan fijando mínimos legales, porque ello atenta contra la libertad. Y para mí la libertad es muy relevante en este y en cualquier otro ámbito. Pero tal discusión habrá que evaluarla en su momento, respecto de lo cual hubo una legítima disposición. Ese no es el asunto que nos convoca.



El aspecto de fondo en análisis es muy jurídico -es lo menos político que hay- y obedece a la siguiente pregunta: ¿podemos nosotros regular en esta iniciativa las sociedades de gestión colectiva? 



He ahí el eje del debate.



El Senador Rossi señaló que no es admisible tratar indicaciones sobre ese tipo de regulaciones, porque estarían fuera de las ideas matrices del proyecto.



Ese es, objetivamente, el argumento que se nos ha planteado.



La única forma de resolver la situación es a través del artículo 23 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, norma que tiene una particularidad muy especial -es bueno saberlo-: inhibe de fijar las ideas matrices a quienes no presentaron la moción o mensaje. 



Es un criterio bien raro, porque en las mociones hay materias en las que quizás a uno le hubiera gustado incluir otro elemento o respecto de las cuales a uno le molesta que se haya agregado algo.



Establecer la idea matriz es un derecho excluyente de los autores de la moción, quienes en este caso, no sé si bien o mal inspirados -además, son de la UDI; que quede claro-, instalaron lo relativo a la recaudación en el considerando Nº 8 de dicho texto. Si no hubiera existido tal referencia, que fija como objetivo acrecer la recaudación que corresponda a los autores y ejecutores de música nacional, probablemente el Senador Rossi habría tenido razón en preguntarse qué tiene que ver este tipo de regulaciones con la iniciativa en estudio.



Pero, para mala suerte de Su Señoría o de quien sea, el numeral 8 señala -los que firmaron la moción no le consultaron a nadie acá- que parte de las ideas matrices, precisamente, es aquella definición.



Uno puede votar a favor o en contra de las indicaciones cuestionadas -no tengo idea de lo que piensa cada uno al respecto-, pero no cabe sostener que son inadmisibles. 



¿Qué significa “inadmisible”? Que hay que sacarlo de la discusión. Sin embargo, los autores de la moción -uno de ellos se encuentra acá, dicho sea de paso; aunque todos eran Diputados al momento de plantear esta idea- instalaron este debate de modo específico en el numeral 8 ya aludido.



Señora Presidenta, más allá de cómo se desarrolle este proceso, que no parece fácil por lo que se intuye, y más allá de que aquí hay valores, principios e ideas involucrados -no tengo ningún problema en discutir sobre ello, respecto de lo cual uno puede estar de acuerdo o en desacuerdo; es parte del ejercicio democrático-, no podemos desconocer los hechos.



Podemos abrir debate sobre las interpretaciones, pero no sobre los hechos. Y uno de ellos es que los dueños de la moción plantearon que lo concerniente a la recaudación para los artistas es un objetivo legítimo, según la redacción que le dieron al numeral 8.



Por eso -insisto-, más allá de que esta materia parezca la tormenta perfecta, considero que las indicaciones cuestionadas son admisibles. En mi opinión, no procede tratar de inhibir el desarrollo de algo que los mismos autores de la moción proponen abordar.



Puede ser bueno o malo lo que estas sugieren, pero de todas maneras son admisibles. No lo digo yo, sino los que escribieron la moción que dio origen al proyecto que hoy conoce el Senado.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Honorable señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señora Presidenta, respecto a la admisibilidad, comparto la aclaración que hizo la Senadora Goic. Pero considero importante que nos pronunciemos acerca del fondo de la iniciativa. 



No hay duda de que, como lo han sostenido colegas que apoyan una y otra posición, el proyecto está completamente desvirtuado. Claramente, esta no es la mejor alternativa para el fin que perseguían sus autores.



La promoción de la música nacional, como indicó el Honorable señor Allamand, es una de las ideas matrices, sin lugar a dudas. Pero también figura en los fundamentos de la moción -no al pie de página ni con letra chica-, como consecuencia de la emisión radial, el propósito de buscar acrecer la recaudación. Y en eso no hay ningún problema.



Me parece que lo mejor en este debate, como en cualquier otro, por muy popular o impopular que sea, es analizar en serio las distintas materias. Esa es la tarea que le corresponde al Senado.



Pese a ello, el Senador Rossi nos plantea revisar la admisibilidad de un sinnúmero de indicaciones. 



Yo me voy a concentrar solamente en dos, que estimo centrales, para que todos sepan qué se va a echar abajo, en caso de aprobarse la petición de Su Señoría.



El artículo 15 sexies dispone que los músicos pueden administrar su propia licencia. Tal indicación es pro músicos. Por supuesto que a la SCD no le gusta tal idea, pero eso es lo que se propone. Que alguien me diga ¡qué tiene malo administrar la propia licencia!



Y no se le puede cobrar al artista por el uso de su música. ¿Por qué? Porque aquel es el titular de su creación y no debe pagar derechos por su obra. No estamos hablando de un tercero, sino del propio músico.



Tal indicación es absolutamente pro músicos. 



Probablemente, esto a la SCD tampoco le parece bien.



¿Qué dice la indicación que propone el artículo 15 ter, que tampoco le gusta al Senador Rossi?



Aquí he escuchado a varios Senadores defender a los artistas emergentes, a los que están en las plazas. Sin embargo, si seguimos la solicitud del Senador Rossi, nos olvidaremos de esos artistas emergentes, de los que no han pasado el umbral de la popularidad, porque la ley -es bueno que todos lo sepan- permite a la SCD cobrar a los músicos que representa, para gastos de administración, hasta el 30 por ciento de lo recaudado por concepto de radiodifusión. Repito: ¡hasta el 30 por ciento por costos de administración!



No sé cuál será la situación en otras entidades de gestión colectiva.



En los pocos países de la OCDE que han fijado cuotas en esta materia -las crearon, incluso, en otro momento tecnológico respecto de cómo se accede a la música-, el máximo establecido para gastos de administración fluctúa entre 6 y 15 por ciento. En Chile se autoriza a las entidades de gestión colectiva cobrar hasta el 30 por ciento.



Por lo tanto, es perfectamente posible plantear una modificación en ese sentido. De hecho, el Senador Quinteros, entre otros colegas, presentó una indicación para favorecer al artista emergente. Si se aprobara tal enmienda, como sucedió en la Comisión, el 85 por ciento de lo recaudado iría al artista.



¿Alguien me dirá que lo que está proponiendo esa indicación va en contra de los artistas? Todo lo contrario: es absolutamente pro músicos. 



Entonces, dejemos de decir que este es un debate entre los que están a favor de la música y quienes están en contra de ella. ¡Por favor! Nada más lejano a lo que fue la discusión de la iniciativa en la Comisión y, por cierto, a lo que inspiró -hay que reconocerlo- a los nueve Diputados de la UDI que presentaron la moción.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Honorable señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señora Presidenta, estamos discutiendo sobre la admisibilidad o inadmisibilidad de las referidas indicaciones.



A mi juicio, como principio general, si estamos dentro de un marco amplio, como parlamentarios debemos pronunciarnos a favor de la admisibilidad, para luego entrar al debate de fondo, cuyo objetivo es fijar un mínimo de 20 por ciento de emisión de música chilena.



Yo conversé con las radios de la Región de Aisén, que son relevantes, y me dijeron: “Tocamos a los autores regionales muchas veces, pero ellos no reciben ni uno. Algo está pasando”.



Por otra parte, debemos resolver si los mecanismos alternativos al cumplimiento del 20 por ciento son convenientes o no. En términos generales, estoy en contra de tales opciones. Pero, desde luego, no voy a inhibir la discusión sobre el particular en la Sala.



En consecuencia, votaré a favor de la admisibilidad de las indicaciones.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señora Presidenta, como bien se ha recordado, hace siete años varios parlamentarios de la UDI presentamos la moción que dio origen a este proyecto, con el fin de apoyar a nuestros artistas nacionales.



A mi juicio, la admisibilidad de las indicaciones en comento es absolutamente razonable, por dos razones.



Primero, porque se está defendiendo una actividad laboral. El punto 5 de la moción es absolutamente claro al respecto. De ahí que esto sea parte de las ideas matrices de la iniciativa. A quien no lo piense así le recomiendo que lea la moción.



Y segundo, porque, de acuerdo al punto 8, se busca que los recursos lleguen a los artistas emergentes y a quienes corresponda, pero que no se cobren cifras estratosféricas.



Si se declaran inadmisibles tales indicaciones, la SCD seguirá recaudando el 30 por ciento.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Vamos a resolver la inadmisibilidad de las indicaciones.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La señora Presidenta va a poner en votación lo solicitado por el Senador señor Rossi: que se declaren inadmisibles las indicaciones Nos 13 a 22b, que motivan las modificaciones contenidas entre las páginas 22 a 25 del comparado.



Quienes estén de acuerdo con la inadmisibilidad deben votar que sí y quienes no lo estén, que no, sin perjuicio de las abstenciones y de los pareos que puedan producirse.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Puede repetir lo último, señor Secretario, para que nadie se equivoque.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Quienes estimen que las indicaciones son inadmisibles votan que sí y quienes crean que son admisibles votan que no.

El señor HARBOE.- ¿Me permite, señora Presidenta?

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor HARBOE.- Solo quiero pedir una precisión.



Entre lo que leyó el señor Secretario y lo que indicó el Senador Rossi hay una pequeña diferencia. Se incorporó en la votación la enmienda referida al artículo 15 bis y, según entiendo, no se ha pedido declararla inadmisible. 



Si estoy en un error, solicito que me corrijan, por favor.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Vamos a aclarar el punto.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Hay que remitirse a las páginas 22 del boletín comparado, donde está el numeral 2). 



Las indicaciones cuestionadas dieron lugar a cuatro artículos: el 15 ter, el 15 quáter, el 15 quinquies y el 15 sexies.



La inadmisibilidad de estas modificaciones es lo que se vota. 

La señora ALLENDE (Presidenta).- Quedó claro.



En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

La señora ALLENDE (Presidenta).- Terminada la votación.



--Se rechaza la inadmisibilidad de las enmiendas individualizadas (18 votos en contra, 10 a favor y un pareo).


Votaron por la negativa las señoras Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Araya, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Horvath, Moreira, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica y Quintana.



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Goic y Muñoz y los señores Lagos, Montes, Pizarro, Quinteros, Rossi, Patricio Walker y Andrés Zaldívar. 



No votó, por estar pareado, el señor Allamand.


--(Aplausos en tribunas).

La señora ALLENDE (Presidenta).- Debemos seguir el debate en particular artículo por artículo.



 Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, en el orden que propone el texto comparado, corresponde discutir y votar todas las modificaciones que fueron aprobadas por mayoría en la Comisión de Educación.



En primer lugar, está el Nº 1) del artículo 1º, que plantea remplazar el primero de los incisos propuestos por el siguiente:



“Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso primero, las radioemisoras que operen concesiones de radiodifusión sonora, en su programación diaria deberán emitir al menos una quinta parte (20%) de música nacional, medida sobre el total de canciones emitidas, distribuida durante la jornada diaria de transmisión de cada emisora, sin que pueda acumularse más de la mitad del total de la emisión de la música en horario nocturno, esto es de 22:00 a 06:00.”.


Votaron a favor la Senadora señora Von Baer y los Senadores señores Allamand y Quintana, y en contra la Honorable señora Goic y el Senador señor Rossi.

La señora ALLENDE (Presidenta).- En discusión.



Tiene la palabra la Senadora señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Señora Presidenta, la indicación que contenía esta propuesta, la Nº 12e, constaba de dos incisos: el primero, que corresponde a lo que leyó el señor Secretario, y el segundo, que dice relación con el cumplimiento alternativo.



Quiero saber cómo vamos a votar: ¿la indicación completa o separadamente cada inciso?

La señora ALLENDE (Presidenta).- Hasta ahora no se había pedido votación separada.

El señor COLOMA.- Es de todo.

El señor PÉREZ VARELA.- Se vota el artículo completo, no el inciso.

El señor LAGOS.- Hay dos votaciones ahí.

El señor WALKER (don Ignacio).- Es el primer inciso.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Entiendo lo que señala la señora Senadora, por cuanto el inciso que sigue permite un cumplimiento alternativo.



Ahora bien, en mi concepto, corresponde votar primero el inciso que se leyó. En caso de que este se aprobare, se votaría el que sigue, y si este también se acoge, podrá regir la obligación del  20 por ciento y, también, un mecanismo alternativo. 



¿Eso es lo que se está pidiendo?

La señora VON BAER.- No.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Vamos a ordenarnos, por favor.



Senador Víctor Pérez, ¿quiere aclarar el punto?

El señor PÉREZ VARELA.- Así es.

La señora ALLENDE (Presidenta).-  Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor PÉREZ VARELA.- Gracias, señora Presidenta.



Considerando las enmiendas que nos presenta la Comisión de Educación, lo lógico es determinar cómo se cumple lo que esta Sala aprobó por mayoría, esto es, la obligación de transmitir un 20 por ciento de música chilena.



Por lo tanto, se debe votar íntegramente el artículo.

El señor LAGOS.- ¡No!

El señor ROSSI.- ¡No es así!

El señor QUINTEROS.- ¡No!

El señor PÉREZ VARELA.- ¿Cuál es la diferencia entre lo que nos presenta la Comisión de Educación y lo que aprobó en general el Senado? La manera de cumplir ese 20 por ciento. 



Por lo tanto, si nos pronunciamos inciso por inciso, se cambia absolutamente el sentido de la votación y del informe del órgano técnico. 



Por algo se pidió la inadmisibilidad de las indicaciones: porque se quiere evitar el cumplimiento alternativo.



En consecuencia, corresponde votar la norma completa, pues esta es la que da coherencia a lo resuelto en general.

La señora ALLENDE (Presidenta).- En este momento, hay varios Senadores inscritos para intervenir. Les pido que sean precisos para resolver este asunto y proceder a votar.



Tiene la palabra el Senador Quinteros.

El señor QUINTEROS.- Señora Presidenta, creo que la votación debe ser separada.



En mi concepto, todos estamos de acuerdo con que haya un 20 por ciento de emisión de música nacional. Pero no lo estamos con los mecanismos alternativos.



Por ese motivo, hay que votar cada inciso por separado.

La señora ALLENDE (Presidenta).-  Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señora Presidenta, quiero formular una consulta.



En la página 17 del comparado la Comisión de Educación propone el siguiente inciso: “Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso primero, las radioemisoras que operen concesiones de radiodifusión sonora, en su programación diaria deberán emitir al menos una quinta parte (20%) de música nacional, medida sobre el total de canciones emitidas, distribuida durante la jornada diaria de transmisión de cada emisora, sin que pueda acumularse más de la mitad del total de la emisión de la música en horario nocturno, esto es de 22:00 a 06:00.”. Esta norma plantea cómo se calcula el referido 20 por ciento.


Pero luego se propone un inciso que en la práctica termina con dicho porcentaje en toda la línea.



Quiero ser bien franco, señora Presidenta. Porque soy autor de una indicación -la veremos posteriormente- que establece un mecanismo de compensación. Pero con el inciso que menciono se acabaron los mecanismos compensatorios. Porque dispone: “Esta obligación de transmisión del 20% de música nacional podrá darse por realizada mediante el cumplimiento alternativo de los mecanismos que establezca para estos efectos el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes.”.


Yo voy a defender la indicación que presenté, que es distinta, pues establece: “En el caso de aquellas radioemisoras con formatos específicos o especializados, podrán aportar a la difusión de música chilena con un mínimo de treinta y seis spots radiales mensuales…”. En el fondo, es una alternativa. Pero queda fijada en la ley.



Lo que no entiendo es cómo la Comisión de Educación acogió una norma mediante la cual se dispone que la obligación del 20 por ciento puede sustituirse absolutamente por lo que establezca una ley dictada por el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes. Porque con ella, sin duda, los restantes incisos pierden sentido, se contraponen.



Aquí las alternativas eran las siguientes.



Algunos sostenían que el 20 por ciento debía ser sí o sí.



Otros planteamos la situación de radioemisoras que no podrán cumplir la obligación de emitir 20 por ciento de música nacional, y dijimos que podría establecerse una alternativa: la que propuse mediante mi indicación, la cual fue mejorada en la Comisión.



Pero cosa distinta es señalar que ese porcentaje puede dejarse de cumplir y que habrá una modalidad alternativa de cumplimiento, la cual se fijará en otra ley, que no se sabe cómo se hará ni qué dice.



Me parece que existe una contradicción entre lo que establecen los dos incisos que leí.



Quisiera, pues, que el Presidente de la Comisión me explicara por qué se produce aquello.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Hay 10 Senadores inscritos.



Mi opinión es que debiera votarse por separado: primero, el inciso referente a la obligación de emitir 20 por ciento de música nacional, y después, el inciso relacionado con los mecanismos alternativos que establecerá el Consejo de la Cultura y las Artes.



Considero inoficioso prolongar el debate.



Esa es la opinión de la Mesa.

La señora VON BAER.- ¿Me permite, señora Presidenta?

La señora ALLENDE (Presidenta).- Le daré la palabra por última vez a Su Señoría. Pero -reitero-, en mi concepto, no corresponde seguir discutiendo.



--(Manifestaciones en tribunas).

La señora VON BAER.- Señora Presidenta, esta situación se produce por la forma como se encuentra redactado el boletín comparado. Porque ambas proposiciones son parte de una misma indicación, del Senador Espina: la N° 12 e).



Entonces, debiéramos votarlas juntas.



Si Su Señoría revisa el comparado se dará cuenta de que en la página 18 viene la indicación N° 12 e), que también aparece en la página 19.



La razón es que la materia se votó en paquete en la Comisión, pues se trata de una sola indicación.



Se puso por separado porque quisimos dar un orden para que quedara junto lo relativo a los cumplimientos alternativos.



Por eso, pido reunión de Comités para que podamos explicar la situación. Porque -reitero- se trata de una sola indicación: la 12 e).

El señor LETELIER.- ¡Votemos inciso por inciso, señora Presidenta!

La señora ALLENDE (Presidenta).- Podemos suspender la sesión para una reunión de Comités. Pero voy a sostener la opinión de la Mesa. Porque el hecho de que las indicaciones sean del mismo autor no hace diferencia.



Yo estoy convencida de que lo que se consigna en la primera parte es una cosa, y lo que viene a continuación, otra.



Por lo tanto, creo que debiéramos avanzar y proceder a votar.



Si Sus Señorías quieren reunión de Comités, están en su derecho a pedirla. Pero, a mi juicio, a la Mesa le corresponde poner en votación el primero de los incisos propuestos, y luego, el que viene a continuación.

El señor LETELIER.- Pido la palabra.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Le concederé la palabra al Senador señor Letelier para un punto de Reglamento. Pero no sigamos en esta discusión, pues no da para más.



Puede intervenir, Su Señoría.

El señor LETELIER.- Señora Presidenta, es un derecho reglamentario pedir la votación inciso por inciso. Da igual que haya habido una indicación o veinte.



Como jefe de Comité, pido votar inciso por inciso.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Si es así, está de más la reunión de Comités.



Por lo tanto, procederemos a votar.

La señora VON BAER.- Pero, señora Presidenta… 

La señora ALLENDE (Presidenta).- Es enteramente reglamentario lo que acaba de solicitar el Senador señor Letelier.



Tiene la palabra el Honorable señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señora Presidenta, quisiera que el Presidente de la Comisión de Educación me aclarara los efectos que pueda tener la última parte del primero de los incisos propuestos. Porque expresa: “Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso primero, las radioemisoras que operen concesiones de radiodifusión sonora, en su programación diaria deberán emitir al menos una quinta parte (20%) de música nacional, medida sobre el total de canciones emitidas, distribuida durante la jornada diaria de transmisión de cada emisora,…”. Hasta ahí está perfecto, y se entiende claramente. El problema estriba en que después de la coma dice: “sin que pueda acumularse más de la mitad del total de la emisión de la música en horario nocturno, esto es de 22:00 a 06:00.”. O sea, uno podría deducir que en el horario de 22 a 6 se puede llegar a tocar hasta 10 por ciento de música nacional.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Cincuenta por ciento del veinte por ciento.

El señor PIZARRO.- Y cincuenta por ciento del veinte por ciento es diez por ciento.



Son muy pocas las radios que transmiten toda la noche. Y las que lo hacen casi no tienen auditores. Entonces, en la práctica estamos aprobando la obligación de emitir solo 10 por ciento de música nacional…



--(Manifestaciones en tribunas).


… durante la programación diaria, que es la que realmente escucha la gente.



La finalidad es…



--(Manifestaciones en tribunas).


… que al menos se transmita 20 por ciento de música nacional.



Eso es muy importante, señora Presidenta. Si no, tendremos letra chica y la emisión de 10 por ciento se va a concentrar en la noche, con lo que no se cumplirá el objetivo planteado.



--(Aplausos en tribunas).

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Presidente de la Comisión de Educación, Senador señor Rossi.
El señor ROSSI.- Señora Presidenta, no hay mucho que aclarar. Porque tiene razón el Senador Pizarro. Efectivamente, la indicación se planteó como una prevención: para evitar que la mayor parte de la obligación de emitir música nacional se cumpliera en la noche.


Pero si queremos fomentar la música nacional -lo que dudo después de escuchar algunas intervenciones-, a lo mejor podríamos establecer un porcentaje menor en la noche. Así la mayor parte de la emisión de música chilena se llevaría a cabo en el horario diurno, que es el más escuchado.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señora Presidenta, habiendo solicitado un Comité que se votara inciso por inciso, debemos proceder a ello.


Con respecto a la observación hecha por el Senador Pizarro, si bien tiene cierta lógica, no guarde relación con la forma como se aprobó en general el proyecto, que viene de la Cámara de Diputados, donde se hizo esa distinción: 20 por ciento y sin poder acumular más de 10 por ciento entre las 22 y las 6.


Ahora no podemos modificar eso, pues así se aprobó.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Procederemos a votar inciso por inciso, como lo pidió el Senador señor Letelier, representante del Comité Partido Socialista.



En votación el primero de los incisos propuestos por la Comisión de Educación para el artículo 15 de la ley N° 19.928, contenido en el N° 1 del artículo 1° del proyecto.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

La señora ALLENDE (Presidenta).- Terminada la votación.



--Se aprueba el inciso señalado por la señora Presidenta (20 votos a favor, 9 en contra, 2 abstenciones y un pareo).


Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Goic, Muñoz y Lily Pérez y los señores Araya, De Urresti, Espina, García, Guillier, Horvath, Lagos, Montes, Navarro, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Rossi, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.




Votaron por la negativa las señoras Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Chahuán, Coloma, García-Huidobro, Letelier, Moreira, Orpis y Pérez Varela.



Se abstuvieron los señores Harboe y Quintana.



No votó, por estar pareado, el señor Allamand.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En seguida, en la página 18 del boletín comparado, la Comisión sugiere el siguiente inciso:


“Esta obligación de transmisión del 20% de música nacional podrá darse por realizada mediante el cumplimiento alternativo de los mecanismos que establezca para estos efectos el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes.”.


Esa norma se aprobó por mayoría de 3 votos a favor (Senadores señora Von Baer y señores Allamand y Quintana) y dos en contra (Senadores señora Goic y señor Rossi).

)-----------(

La señora ALLENDE (Presidenta).- Saludo a los alumnos del Liceo San José, de Puerto Aysén, invitados por los Senadores señores Horvath y Patricio Walker.



¡Muy bienvenidos al Senado!



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

)------------(

El señor CHAHUÁN.- Señora Presidenta, me equivoqué en la votación anterior y quiero cambiar mi pronunciamiento.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Su Señoría está hablando de la votación inmediatamente precedente.
El señor CHAHUÁN.- Sí: de la que se acaba de registrar.

La señora ALLENDE (Presidenta).- ¿Y quiere rectificar su voto?
El señor CHAHUÁN.- Así es, señora Presidenta.

La señora ALLENDE (Presidenta).- No es posible, pues ya está proclamada la votación.


Es factible dejar constancia de que quiso rectificarlo. Pero no se puede cambiar el voto que emitió, pues ya está computado.


--(Aplausos en tribunas).



Tengo a varios Senadores inscritos. No sé si quieren intervenir o simplemente procedemos a la votación.

El señor LAGOS.- ¿Se puede pedir la palabra?

El señor NAVARRO.- Quiero fundamentar mi voto.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Por supuesto, señor Senador.



Abriré la votación, y Sus Señorías podrán fundamentar su pronunciamiento.



En votación el inciso que leyó el señor Secretario General.



--(Durante la votación).

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Honorable señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señora Presidenta, no pretendo fundamentar el voto en todos y cada uno de los artículos que discutiremos, pero el que ahora nos ocupa me parece fundamental.



Se acaba de aprobar por una alta mayoría la obligación de las radioemisoras sujetas a concesión de emitir en su programación diaria 20 por ciento de música nacional, con la salvedad de que el 50 por ciento puede transmitirse entre las 22 y las 6.



Sin embargo, el inciso que estamos votando presenta varias peculiaridades.



Primero, ese porcentaje puede desaparecer. ¿Por qué? Porque la obligación impuesta puede darse por realizada mediante el cumplimiento alternativo de los mecanismos que disponga el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes.



No sabemos cuáles son esos mecanismos alternativos.



Entonces -entiendo que lo señaló el Senador Espina-, aprobada la obligación de emitir 20 por ciento de música chilena, si hacemos lo propio con el inciso que estamos votando, es factible que mañana en una radio no se emita tal porcentaje de música nacional. ¿Por qué? Porque va a depender del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes -no tiene que ver con la Ministra acá presente, ni tampoco con el Ministro que esté mañana- establecer mecanismos alternativos para dar por realizada la referida obligación. Por tanto, no tenemos ninguna certeza de qué va a ocurrir.



En consecuencia, aprobar este inciso es lo mismo que engañarse en el solitario.



--(Aplausos en tribunas).


¡Ahora es cuando, señora Presidenta!



--(Manifestaciones en tribunas).



Así que voy a rechazar el inciso propuesto -y espero que tengamos varios seguidores-, porque de lo que se resuelva sobre él depende si se quiere consolidar o no el 20 por ciento de emisión de música chilena, si lo que se aprobó en la votación anterior se hace carne o no.



--(Aplausos en tribunas).

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señora Presidenta, el inciso que estamos votando no se hallaba considerado: fue un acuerdo; alguien lo puso; en la página 17 del comparado no aparece quién lo planteó. 



Yo solo quiero advertir que después de votado ya no habrá vuelta atrás.



Por lo tanto, hay que pronunciarse de manera responsable.



Si alguien lo planteó, espero que lo defienda, para escuchar los argumentos.



Yo lo voy a rechazar.



Ahora, lo que señaló el Senador Lagos es claro y objetivo: esta norma borra con el codo lo aprobado anteriormente. Eso forma parte de la ya larga tradición de aprobar una cosa por un lado y anularla por otro.



¡Eso es lo que desprestigia al Senado y a todo el Congreso Nacional!



--(Manifestaciones y aplausos en tribunas).



Debemos tener claridad sobre lo que aprobamos y evitar las resoluciones a medias. Porque, en definitiva, si acogemos este inciso habremos despachado una legislación de mentira.



Yo quiero una ley de verdad, con la obligación de emitir 20 por ciento de música nacional.



Con el inciso que nos ocupa, que ofrece medios alternativos para dar por realizada esa obligación, vamos a tener música chilena por Internet; o sea, todo ese porcentaje de música nacional se irá a las radios de Internet. Porque las alternativas pueden ser múltiples. Y lo que queremos es que la radio, con su potencial,...



--(Aplausos en tribunas).  


... emita ese 20 por ciento mínimo, para no acumular 50 por ciento de él en horario nocturno. Eso facilita mucho más las cosas, pues se controlará de buena fe -esperamos- el cumplimiento por las radioemisoras.



Por lo tanto, voto en contra, porque se trata de una norma que anula el inciso que aprobamos antes. Y ello -reitero- solo desprestigia al Parlamento, pues entran en contradicción dos resoluciones tomadas sobre una misma materia.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!



--(Aplausos y manifestaciones en tribunas). 

La señora ALLENDE (Presidenta).- A continuación está inscrito el Senador señor Allamand, quien en este momento no se encuentra en la Sala.



Tiene la palabra el Honorable señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señora Presidenta, básicamente en la línea de lo que señaló el Senador Lagos, pienso que este es el momento de sincerarnos...

El señor QUINTANA.- Y de fijar las posiciones.

El señor ROSSI.-... y de fijar las posiciones, como me indica el colega Quintana.



Porque este proyecto -diría yo- tiene un único y gran objetivo: promover la música nacional. Y para eso se propone una acción política: la cuota de 20 por ciento.



La Presidenta Bachelet acaba de enviar un proyecto de reforma al sistema electoral binominal: allí se establece una cuota de género para legitimar la presencia de la mujer en la política.



Nosotros pensamos que es bueno para nuestro país que haya música nacional en las radios.



--(Aplausos en tribunas).



Desde ese punto de vista, me parece una absoluta inconsecuencia querer quedar bien con todo el mundo.



Porque algunos van a decir: “Aprobemos el 20 por ciento. Sin embargo, hay otras maneras de servir al mismo objetivo”.



¡No hay otras maneras de servir al mismo objetivo!



Yo no quiero escuchar entrevistas a artistas. No quiero spots mediante los cuales se difundan festivales. No quiero páginas web en las que se muestre música novedosa.



¡La idea es escuchar música nacional por las radioemisoras!



--(Aplausos y manifestaciones en tribunas).



¡Ese es el objetivo!



--(Aplausos y manifestaciones en tribunas).



Señora Presidenta, si este inciso se pierde, mejor no sigamos votando, porque en la práctica el proyecto habrá caído, se habrá perdido.



Por eso digo que seamos coherentes: si deseamos de verdad apoyar la música nacional, votemos en contra del establecimiento de mecanismos alternativos.



--(Aplausos y manifestaciones en tribunas).

La señora ALLENDE (Presidenta).- Les ruego a los presentes en las tribunas permanecer en silencio y respetar el Reglamento del Senado.



Tiene la palabra el Honorable señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señora Presidenta, en lo personal -y creo que igual piensa el resto de mi bancada-, no me parece inadecuado que se les diga a las radios “Deben hacer en 20 por ciento esto, y en tal porcentaje, esto otro”.



Hay una mayoría que avanza en tal sentido.



Yo considero absolutamente lógico que el cumplimiento de la obligación impuesta tenga modalidades, formas diferentes. No visualizo que sea tan estricta la manera de promover la música chilena, que es la cuestión de fondo. 



El año 2004 el Senado discutió un proyecto sobre promoción de la música nacional, en el que se establecía la posibilidad de generar acuerdos. Pero esto no ocurrió (no sé si por responsabilidad de quienes tenían la obligación de forjar los acuerdos).



En todo caso, me parece que la Comisión de Educción plantea mecanismos adecuados. Porque aquí estamos frente a radios con formatos específicos; a radios que se hallan en una misma zona geográfica; a radios que están en cadena y por tanto tienen un vínculo en común. Entonces, para los efectos de la promoción de la música chilena, es del todo válido que, conforme al mandato legal que se consagra, apliquen mecanismos distintos.



No creo que la alternativa planteada implique borrar con el codo lo que se escribió con la mano. Ella no atenta ni contra la dignidad ni contra el prestigio del Senado. Por el contrario, se trata de una opción que hace racional el anhelo de que las radioemisoras transmitan música chilena.



Ahora, pienso que la obligatoriedad absoluta no es el mecanismo apropiado. Yo soy partidario de la promoción, del juego de las ideas, del trabajo que debe realizarse para que se difunda música nacional.



En tal sentido, los mecanismos institucionales que se generan mediante la normativa propuesta me parecen adecuados para que la radiodifusión sonora, de acuerdo a sus criterios, en ejercicio de su libertad editorial, lleve adelante algo tan fácil como la promoción de la música chilena, la que, dicho sea de paso, en la zona que represento se hace de manera evidente, práctica y apropiada.



En consecuencia, estoy por aprobar la disposición que nos ocupa. Y -repito- para nada me parece que estemos borrando con el codo lo que se escribió con la mano.



--(Aplausos y manifestaciones en tribunas).

La señora ALLENDE (Presidenta).- Si los presentes en las tribunas escucharan la campanilla me facilitarían la tarea.



Tiene la palabra el Senador señor Pizarro. 

El señor PIZARRO.- Señora Presidenta, la consulta acerca del inciso anterior la hice intencionalmente, sobre la base de que el inciso que estamos votando dice: “Esta obligación de transmisión del 20% de música nacional podrá darse por realizada mediante el cumplimiento alternativo de los mecanismos que establezca para estos efectos el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes.”.



Tal como se expresó en esta Sala, si se aprueba el inciso recién leído, en la práctica la obligación de las radios de transmitir al menos 20 por ciento de música chilena será letra muerta.



Sin duda, es una propuesta inteligente de quienes presentaron la indicación.



Ahora, al Senador Navarro, quien alegó por el desprestigio del Parlamento y por otras cosas, quiero decirle que si hubiera estado en la Sala -Su Señoría viene entrando- habría escuchado la explicación que dio el colega Espina, autor de la propuesta, y, por tanto, habría entendido su significado.



De otro lado, hay que tener presente que los siguientes incisos están relacionados con el inciso primero que se agrega al artículo 15 de la ley N° 19.928.



Señora Presidenta, yo quiero hacer un par de preguntas, pues, si se llegara a aprobar el inciso que estamos votando, se produciría una incoherencia.



Ese precepto, según expresé, dispone que el cumplimiento alternativo de la obligación de difundir al menos 20 por ciento de música nacional será determinado a través de los mecanismos que para el efecto establezca el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes.



El referido Consejo, que está dirigido por una autoridad con rango de ministra -vamos a crear el ministerio del ramo-, es amplio.



Pues bien: en el inciso que nos ocupa no se consignan los criterios sobre los cuales dicho ente, que va a desaparecer -a más tardar dentro de un año, esperamos-, resolverá cómo puede cumplirse alternativamente la obligación en comento; sin embargo, en las normas siguientes (a partir de la página 19 del comparado) se establecen formas de cumplimiento.



Claramente, entonces, hay una incongruencia.



Sé que se trata de una indicación inteligente, seguramente de los asesores de la Asociación de Radiodifusores de Chile, quienes han seguido con mucho interés la tramitación de este proyecto. Y tienen derecho a hacerlo, pues deberán cumplir esta normativa.



Sin embargo, por una parte, mediante el inciso anterior se obliga a difundir al menos 20 por ciento de música nacional y se establece una condición para evitar que se transmita todo en horas de la noche en que no hay audiencia, y por otra, se abre la posibilidad de cumplimiento alternativo durante las horas del día, que son las que importan.



Así no va a haber promoción de la música chilena: esa es la verdad.



Por consiguiente, Honorables colegas, les pido que reflexionemos bien sobre el particular. Porque, por lo que he escuchado, todos tenemos el propósito de que se transmita música nacional.



Tal vez a algunos no les gusta que el producto generado lo administre determinada sociedad. Ese es otro problema. Lo inquietante es que en la práctica estamos aprobando una disposición que no se podrá cumplir y por lo cual nos van a pasar la cuenta en cada circunscripción. Y se quedarán riendo quienes inventaron esta fórmula inteligente, que da pie para que la ARCHI no cumpla con la voluntad expresada tanto por la Cámara de Diputados cuanto por el Senado.



Ese es mi llamado a la conciencia de cada colega, señora Presidenta.



--(Aplausos y manifestaciones en tribunas).

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señora Presidenta, si quienes queremos que la obligación de las radios de transmitir al menos 20 por ciento de música chilena hemos planteado que esta se pueda cumplir mediante mecanismo alternativos, es justamente porque creemos en la libertad editorial de aquellas en materia de difusión.


Fui autor de algunas de las indicaciones destinadas a posibilitar el cumplimiento alternativo, pues considero inadmisible atentar contra la libertad editorial de los medios radiales.



Entonces, ¿cómo se pueden conjugar ambas situaciones? Obligando a difundir la música nacional, pero estableciendo un mecanismo de cumplimiento alternativo.



Parte de lo que hemos planteado es que no se escuche más de lo mismo y seamos capaces de darles cabida, por ejemplo, a los artistas emergentes. 



Eso motiva las decisiones que vamos a tomar en otras indicaciones.



¿Postulamos difundir la música chilena? ¡Por supuesto! Pero también hay que otorgarles espacio a quienes no cuentan con él.



Por eso, me reuní con una cantidad importante de artistas emergentes que procuraban tener la oportunidad de irradiar su música.



Reitero: hoy debemos defender la libertad editorial de los medios,…



--(Aplausos en tribunas).


... en términos de alcanzar un justo punto de equilibrio entre la difusión de la música nacional y la posibilidad de cumplir alternativamente la obligación impuesta.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señora Presidenta, esta mañana, antes de venir al Congreso Nacional, escuchaba en la radio una de mis canciones preferidas: No necesitamos banderas. 



--(Manifestaciones en tribunas).



Todos saben quiénes la crearon: un grupo de jóvenes de San Miguel que, aunque ya no existen como tal, son una de las bandas de culto más importantes de nuestro país.



No siempre lo fueron. Hubo un tiempo en que nadie los conocía: tocaban en circuitos muy reducidos; no sonaban en las radios, y menos aparecían en la televisión. Eran una “banda emergente”, como se dice hoy.



En este mismo momento existe un sinnúmero de bandas y de artistas que podrían llegar a ser de la talla de Víctor Jara, de Inti-Illimani, de Francisca Valenzuela, de Los Jaivas y de muchos más.



Con esta deficiente iniciativa, esas bandas emergentes no podrán tener espacio en las radios, pues ella se reduce a quienes, según expresé, ya han cruzado el umbral de la popularidad.



La ley en proyecto, que aparentemente promueve y valora al artista nacional, es una trampa.



¿Cuál es la herramienta para definir lo chileno en la música? ¿La nacionalidad de los autores o la de los compositores? ¿La Carta Constitucional? ¿Los artistas consagrados en Chile? ¿Los consagrados en el extranjero?



Bueno: algunas de esas preguntas también se las ha formulado el destacado musicólogo chileno Juan Pablo González,…



--(Manifestaciones en tribunas).


… quien en la actualidad es Director del Instituto de Música de la Universidad Alberto Hurtado. 



De hecho, el referido musicólogo aseguró recientemente a un medio escrito que “no existe la música chilena ‘instantánea’ como los acérrimos defensores del proyecto del 20% pretenden hacernos creer”.



Agregó que no es recomendable apoyar legalmente un producto supuestamente chileno. 



Adicionalmente, advierte que la música chilena es un concepto cultural que no puede definirse por ley. En consecuencia, recomienda aplicar medidas de premio, en lugar de castigo, a las radios, puntualizando que la promoción…



--(Aplausos y manifestaciones en tribunas).


… y la protección de nuestra música las estamos dejando, una vez más, en manos de los privados.



Siempre es peligroso poner una bandera a la cultura, señora Presidenta. A mí no se me ocurriría una ley para que las librerías vendieran al 20 por ciento de los autores nacionales consagrados, como tampoco una ley que obligara a los museos a exponer 20 por ciento de pintura chilena.



El arte, la creatividad espiritual de un artista -seguramente la Ministra se va a referir a ello después- no tienen patria conocida. Julio Cortázar puede leerse en Berlín, al igual que en Buenos Aires, y a Mo Yan, el nobel chino, da gusto leerlo en Beijing, pero también en Temuco.



--(Manifestaciones en tribunas).



¿Por qué, entonces, esta forma de ponerle el color de una bandera a una expresión tan universal como la música y, además, obligar a una radio a programar un porcentaje de música -valga la repetición- por el solo hecho de ser chilena?



--(Manifestaciones en tribunas).



¿Y qué pasa si la radio tiene en su parrilla solo a los clásicos del jazz y los intercala con entrevistas a escritores chilenos menores de 30 años? ¿Es antipatriota?



Señora Presidenta, se me ha llamado justamente así, ANTIPATRIOTA, por oponerme a la obligatoriedad en un ámbito tan diverso como la cultura.



Sin embargo, este proyecto de ley, que, como se sabe, fue presentado por diez Diputados de la UDI, ha recibido también la oposición de otros reconocidos músicos locales.



De hecho, un grupo de músicos chilenos, entre ellos connotados jazzistas, como el maestro Christian Gálvez y Cristián Cuturrufo, además del fundador de las escuelas de rock en Chile y del actual director de la orquesta del Festival de Viña del Mar, manifestaron en forma pública, precisamente hoy, su rechazo a este proyecto por no responder a intereses colectivos y beneficiar -dicen ellos- a los mismos de siempre.



Adicionalmente, esos músicos afirman que el Senado no los escuchó, y establecen diferencias profundas con la Sociedad Chilena del Derecho de Autor, entidad que a juicio de ellos -cito en forma textual- “se ha atribuido la representación universal de la música chilena, además de la representación gremial de los músicos sin tenerla”.



La música chilena se escuchará por su virtuosismo, trátese de noveles músicos o de eximios artistas. La radio y los medios de comunicación pondrán a estos en sus parrillas programáticas por la calidad de sus composiciones, no por una ley de este Parlamento.



--(Aplausos y manifestaciones en tribunas).



Quiero terminar, señora Presidenta.



--(Manifestaciones en tribunas).

La señora ALLENDE (Presidenta).- Puede hacerlo, Su Señoría.
El señor QUINTANA.- Soy un defensor de lo público por sobre lo privado, y veo en este proyecto…



--(Manifestaciones en tribunas).


… más interés particular…



--(Manifestaciones en tribunas).


... de una asociación que un fin de fortalecer lo público.



--(Manifestaciones en tribunas).
La señora ALLENDE (Presidenta).- Ruego a las tribunas guardar silencio.

El señor QUINTANA.- Si el objetivo es promover la música…



--(Manifestaciones en tribunas).



Señora Presidenta, ¿me permite concluir? 

La señora ALLENDE (Presidenta).- Sí, señor Senador.

El señor QUINTANA.- He sido interrumpido. Quiero terminar.



--(Manifestaciones en tribunas).
La señora ALLENDE (Presidenta).- ¡Por favor, silencio!



Redondee, señor Senador. 

El señor QUINTANA.- Señora Presidenta, si el objetivo es promover la música, entonces repotenciemos las escuelas de rock, y que ellas estén no solo en Santiago, sino en cada capital regional.



Si el objetivo es que la música chilena se escuche, entonces generemos instrumentos de apoyo financiero para que las bandas emergentes toquen en los liceos públicos de nuestro país (me gustaría escuchar a la Ministra también sobre esto).



Si el sentido de quienes apoyan este proyecto es que la música se escuche en radios, entonces organicemos festivales, generemos encuentros y conciertos en vivo.



--(Manifestaciones en tribunas).



A mi juicio, es fundamental promover el cumplimiento…



--(Manifestaciones en tribunas).


… alternativo de la cuota fijada -es lo menos malo; es el mal menor-,…



--(Manifestaciones en tribunas).


… tal como lo plantean los músicos recién mencionados, más aún en los tiempos actuales, cuando, según el propio Ministerio de la Cultura, cerca del 47 por ciento de las personas que escuchan música en Chile lo hace a través de reproductores musicales o de plataformas digitales (no las voy a nombrar).



Este nuevo escenario digital, que no se considera en el proyecto de ley que nos ocupa, hace necesario abrir un abanico de posibilidades que ayuden a promover la música local. Esto, porque realizar entrevistas radiales a nuestros músicos o promocionar o publicitar espectáculos en vivo de nuestros artistas es una forma eficiente de proteger nuestra música.



Los espacios publicitarios tienen un costo alto. En consecuencia, generar esa plataforma de difusión es fundamental para apoyar a nuestros músicos, quienes hoy en día tienen como principal ingreso sus presentaciones en vivo.



Poner el acento en la multa no es artístico ni suena musicalmente bien.



Lamento ser tildado de contrario a la música chilena por mi vocación libertaria en materias culturales.



--(Manifestaciones en tribunas).



Escucho desde Mozart hasta Los Bunkers, pasando por Los Ángeles Negros y Soda Stereo.


--(Manifestaciones en tribunas).



Soy un convencido…



--(Manifestaciones en tribunas). 


... de que los franceses que han escuchado a Violeta Parra la seguirán entonando hasta los últimos días de su vida. Porque Violeta logró inspirar, desde nuestro país…

La señora ALLENDE (Presidenta).- Señor Senador, ya concluyó su tiempo. Le daré un minuto adicional para que redondee la intervención.

 

Ahora, les reitero a los asistentes en las tribunas que deben guardar silencio. Tienen que respetar absolutamente nuestro Reglamento.



Está interviniendo el Senador señor Quintana… 



--(Manifestaciones en tribunas).



No me obliguen a aplicar la norma que me faculta para desalojar las tribunas. No es mi intención hacerlo. Pero deben respetar el Reglamento del Senado.



Puede concluir, Su Señoría.

El señor QUINTANA.- Señora Presidenta, decía al ser interrumpido algo que aquí todos sabemos: Violeta Parra logró inspirar desde nuestro país un mundo distinto, más justo, más libre, más humano. Lo hizo con una guitarra y con su voz. No necesitó ni una ley ni fiscalización alguna para que su música se escuchase en el orbe.



--(Manifestaciones en tribunas).



Desde mi profunda convicción, debo decir que la ley en proyecto es mala: adolece de vicios jurídicos, como vamos a demostrarlo a propósito de otra indicación; no es igualitaria; multa e infracciona, pero no promueve a los talentos musicales chilenos emergentes ni los fortalece.



--(Aplausos y manifestaciones en tribunas).

La señora ALLENDE (Presidenta).- Pidió la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señora Presidenta, le solicito que cite a reunión de Comités una vez terminada la votación y proclamado el resultado.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Cómo no.



Está inscrita la Senadora señora Goic, pero no se encuentra en la Sala.



Tiene la palabra la Senadora señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Señora Presidenta, nosotros -y yo en particular- consideramos que cuando se busca imponerle a un medio de comunicación lo que debe decir, hacer o transmitir se da un paso tremendamente complejo en nuestra democracia.



--(Aplausos y manifestaciones en tribunas).

El señor COLOMA.- ¡No se puede hablar en este ambiente!

La señora VON BAER.- En verdad, señora Presidenta, no voy a intervenir mientras haya ruido en la Sala.



--(Manifestaciones en tribunas).
La señora ALLENDE (Presidenta).- Ruego al público mantener silencio.



Puede proseguir, Su Señoría.

La señora VON BAER.- Señora Presidenta, creo que la cuestión es tremendamente significativa, porque los medios de comunicación son los que fiscalizan también la labor nuestra, la del Congreso. Y me parece que su libertad es sumamente relevante para el buen funcionamiento de la democracia.



Siempre vamos a encontrar razones -ya sea la cultura cívica, la música, la mayor discusión de la política- que pueden sonar muy buenas para imponerle a un medio de comunicación lo que tiene que transmitir y en cuanto tiempo.



Hoy día puede parecer muy bien que queramos disponer qué tipo de música se tiene que tocar. Y probablemente puede ser muy difícil oponerse, porque resulta impopular. Aparentemente es así en la Sala, por lo menos. Pero juzgo que es preciso…



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor ORPIS.- ¡Hay un límite, señora Presidenta…!

La señora ALLENDE (Presidenta).- No deseo verme obligada a hacer lo que he evitado hasta ahora. Le insisto al público que tiene que ser respetuoso del Reglamento. No quiero verme en la necesidad de disponer que se despejen las tribunas. Las intervenciones de todos y de cada uno de los Senadores deben ser escuchadas en silencio.



La Honorable señora Von Baer continúa con el uso de la palabra.

La señora VON BAER.- Señora Presidenta, todos nosotros pensamos distinto y por eso nos encontramos aquí. Esa es la gracia de la Sala. Y estimo que nuestros visitantes también tienen que comprenderlo.



La virtud de la democracia es que podemos manifestar abiertamente nuestros puntos de vista, a cara descubierta, con fuerza, con claridad, pero también con tranquilidad. Respetar las opiniones diferentes es parte fundamental del sistema y espero que todos lo hagamos.



En consecuencia, si votamos por imponerle algo a un medio de comunicación, aunque ello suene bien y sea popular, estamos dando un paso en la dirección incorrecta. Lo que tenemos que hacer es apoyar siempre la libertad que a ellos les asiste. Porque si hoy día es el veinte por ciento de música nacional, mañana puede ser una cierta cantidad de horas de noticias y quizá incluso algún tiempo por cada uno de los que intervienen en ellas.



Me parece verdaderamente muy importante la libertad de los medios de comunicación y no la imposición. Los que deciden son los auditores de las radios: de qué tipo es la estación que prefieren y qué quieren escuchar. Juzgo que la libertad tiene que ser siempre respetada y que no podemos pasarle por encima.



En ese sentido es que nos hemos pronunciado en contra del veinte por ciento. No se trata de que rechacemos la música chilena, como se ha dicho en las redes sociales. Para nada. Lo que con nuestra votación estamos diciendo es que nos oponemos a que se les imponga a los medios de comunicación lo que tienen que hacer. Creemos en la libertad de expresión y editorial que les corresponde.



Ahora se ha votado por asignar tal porcentaje. Nosotros respetamos esa mayoría y no vamos a descalificar a nadie, señora Presidenta, por resolver así.



Estimamos muy importante dar espacio para que el veinte por ciento se pueda cumplir de distintas maneras. Eso es lo que hace la norma que nos ocupa. Ella y las siguientes plantean formas diferentes de materializarlo. Ahí se concentró el debate que se dio en la Comisión de Educación en la discusión particular, que versó respecto de cómo se podía contemplar una alternativa.



Y el texto busca, de hecho, que ello se concrete llevando adelante la idea matriz del proyecto de ley, que es apoyar la música chilena, porque no estamos en contra de tal objetivo, sino -repito- de la imposición.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Se agotó su tiempo, señora Senadora. Puede redondear la idea.

La señora VON BAER.- Por eso, nosotros apoyamos el inciso en examen, ya que consideramos relevante que el veinte por ciento se pueda concretar también de otro modo.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Honorable señor Ignacio Walker.

El señor WALKER (don Ignacio).- Señora Presidenta, por veinte votos a favor, nueve en contra y dos abstenciones, se ha aprobado lo central de la iniciativa, que es la obligación de las radioemisoras de transmitir al menos un veinte por ciento de música nacional.



En este momento se plantean, entonces, dos posibilidades -solo dos-, y eso es lo que está en discusión. En efecto, o mantenemos a firme la obligación, o, vía un subterfugio -y no estoy juzgando las intenciones de los autores-, borramos con el codo lo que se escribe con la mano.



Porque ¿qué significa la frase “cumplimiento alternativo de los mecanismos”, si estos no existen? Hay uno solo, que es la transmisión de al menos un veinte por ciento de música nacional, y se encuentra establecido en el texto. Por eso, es borrar con el codo lo que se escribe con la mano si delegamos la facultad en el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, por respetable que sea. Y lo es.



No queremos tal delegación.



No queremos que ese organismo determine los mecanismos alternativos.



Queremos que el establecimiento de lo pertinente sea establecido por la ley, la cual, según la definición del Código Civil, “manda, prohíbe o permite”.



Si observamos los dos incisos siguientes, vamos a descubrir en qué consiste lo alternativo: en eliminar la proporción fijada.



El primero de ellos expresa que la cifra será de un diez por ciento en “aquellas radioemisoras con formatos específicos o especializados”. Vamos borrando con el codo lo que se escribe con la mano.



El segundo señala que, para los efectos del cálculo, cuando existiera un controlador común, se podrá considerar el exceso sobre el porcentaje “como abono a la obligación”. Es decir, permite que se transmita menos de un veinte por ciento. Estamos borrando con el codo lo que se escribe con la mano.



Por eso es tan importante la votación.



Se nos olvida que la Ley de Televisión contempla la obligación de un cuarenta por ciento de producción nacional. Aquí estamos pidiendo un veinte -acabamos de aprobarlo-, pero no un diez, a lo cual hace referencia la disposición siguiente, ni una compensación entre los que transmiten más y los que transmiten menos.



Por lo tanto, el inciso que nos ocupa es muy importante, como lo han expuesto los Honorables señores Lagos, Rossi, Pizarro, para comprobar nuestra especial voluntad.



Termino consignando que no es cierto lo que se ha dicho en el sentido de que estaríamos desconociendo a los músicos emergentes y solo considerando a los consagrados. En una de las disposiciones que se encuentran más adelante, aprobada con los votos de los Senadores señores Allamand, Matta, Quintana y Rossi, expresamos que un veinticinco por ciento de la cantidad de música nacional se destinará a: “a) Composiciones o interpretaciones musicales emergentes,” -ahí están- entendiéndose por tales aquellas grabadas en los últimos tres años, o “b) Composiciones o interpretaciones de identificación regional o local”.



Pido, entonces, que se rechace el inciso en votación, para no borrar con el codo lo que escribimos con la mano.



--(Aplausos en tribunas).

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Honorable señor Harboe.

El señor HARBOE.- Señora Presidenta, parto por leer lo que ha sido sometido a nuestro pronunciamiento:



“Esta obligación de transmisión del 20% de música nacional podrá darse por realizada mediante el cumplimiento alternativo de los mecanismos que establezca para estos efectos el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes.”.



Agradezco todas las argumentaciones, tanto a favor como en contra del texto; pero, con mucho respeto, creo que la Mesa incurrió en una omisión. La norma es absoluta y enteramente inadmisible.

El señor WALKER (don Ignacio).- Así es.

El señor HARBOE.- En el número 2° de su inciso cuarto, el artículo 65 de la Constitución Política determina que es facultad exclusiva del Presidente de la República “Crear nuevos servicios públicos o empleos rentados, sean fiscales, semifiscales, autónomos o de las empresas del Estado; suprimirlos y determinar sus funciones o atribuciones”.



La proposición en examen claramente le entregaría atribuciones y funciones al Consejo, lo que solo le corresponde a la Presidenta de la República y no a una iniciativa parlamentaria.



--(Aplausos en tribunas).

El señor COLOMA.- Estamos en votación.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Ante el argumento que se acaba de escuchar, puede haber mediado una omisión de la Mesa, por desgracia. Pero en el informe de la Comisión de Educación se consigna que el Senador señor Rossi planteó la inadmisibilidad con los mismos argumentos, lo que se rechazó. Esa es la razón por la cual la disposición llegó a la Sala. Acabamos de escuchar los argumentos del Presidente de la Comisión de Constitución, que realmente tienen sentido, mas lo que hicimos fue respetar el criterio de mayoría en el órgano técnico.



Solicito ojalá abstenerse de seguir haciendo uso de la palabra, a fin de que sea posible resolver el punto y convocar a reunión de Comités, porque estaríamos incurriendo en un doble error. Ese es el caso, sobre todo, de lo que dice relación con la inadmisibilidad. Pero reitero que la Comisión de Educación la rechazó, a pesar de la posición de su Presidente, y por eso la Mesa sometió la proposición al pronunciamiento de la Sala.

El señor COLOMA.- Pero ya se ha votado.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Reitero que después de la votación llamaré a reunión de Comités, pues creo que es lo que corresponde.



Les ruego a Sus Señorías ser lo más breves que puedan, porque, a este paso, va a concluir el Orden del Día y ni siquiera hemos logrado terminar de votar.

El señor NAVARRO.- ¿Me permite, señora Presidenta?

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra, señor Senador.

El señor NAVARRO.- Deseo consultar si se pidió un pronunciamiento separado sobre todos los incisos restantes.
La señora ALLENDE (Presidenta).- Así es. Lo solicitó un Comité.



Hay aproximadamente doce inscritos para intervenir. Como se está dando un minuto adicional para redondear los argumentos, se ocupará más de una hora, finalizará el Orden del Día y no habremos resuelto el problema. En consecuencia, ruego exponer lo estrictamente necesario o por lo menos hacerlo en la forma más sintética posible.



Tiene la palabra la Honorable señora Goic.

La señora GOIC.- Señora Presidenta, solo deseo dejar consignada mi opinión. Soy partidaria de que exista una cuota de veinte por ciento de música nacional.


Creo que se señaló que, al acogerse el texto de que se trata, lo que haríamos es ir en contra de algo que me alegro que ya se haya aprobado.



La discusión en la Comisión de Educación, en definitiva, se orientó más bien a cómo no se cumplía con la idea original del proyecto, que es justamente la fijación de esta cuota mínima, con todos los argumentos que ya se han entregado. Entonces, me parece que ahora se iría absolutamente en contra -repito- del criterio que hemos defendido.



Insisto en que estoy a favor del establecimiento de una cuota, tal como se ha hecho en otras materias. La cifra actual dista mucho del porcentaje mencionado. Por desgracia, los incentivos existentes están asociados a la publicidad y al manejo económico en un sector que registra una fuerte concentración del mercado y no se orientan en el sentido de permitir la incorporación de música chilena y de nuevos autores, que es aquel al cual apunta el proyecto.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señora Presidenta, no estoy de acuerdo en absoluto con quienes afirman que se borra con el codo lo que se escribe con la mano.



En el primero de los incisos que se agregan se establece la obligación clara de que la programación contemple al menos un veinte por ciento de música chilena. Lo que hace la disposición siguiente es permitir un cumplimiento alternativo. Por ejemplo, una radioemisora, previo acuerdo con el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, podría transmitir un festival folclórico nacional en uno o dos días y, con ello, darles un enorme impulso a nuevos creadores, a nuevos exponentes.


¿Por qué no dar esta posibilidad, en el entendido de que el piso será el tiempo correspondiente al porcentaje fijado en el inciso anterior? Pienso que se trata de una buena alternativa, que refuerza este último y no lo sustituye.


Confío en lo que pueda hacer el Consejo para respaldar a nuestros creadores musicales.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Puede intervenir el Honorable señor Moreira.

El señor MOREIRA.- Señora Presidenta, con todo respeto, usted ha aludido mucho al Reglamento. Este determina que todos los Senadores podemos hacer uso de la palabra. Nadie puede restringirnos. Estimo que es una oportunidad para defender nuestras ideas. Ante la sugerencia de exponer nuestra posición como la Mesa señala, en circunstancias de que otros colegas lo han hecho durante el tiempo que han querido, deseo subrayar que todos hemos sido elegidos democráticamente y que no hay Senadores de primera y de segunda categoría. Por lo tanto, a todos nos asiste el derecho de manifestar nuestros puntos de vista.



A mi juicio, lo que tenemos que hacer es muy simple y es preciso ser muy prácticos: velar por la consecuencia.



Nos encontramos ante un proyecto de ley en el cual había un negro y un blanco. Los miembros de la Comisión trataron de buscar un gris, precisamente reflejado en las proposiciones.



Mas no podemos aceptar que aquí se haya incurrido en descalificaciones y en una verdadera campaña del terror en orden a que quien piensa distinto está contra la música. Es una actividad que no hemos llevado a cabo nosotros.



En seguida, ha tenido lugar un gran debate jurídico acerca de la admisibilidad. Si la discusión se ha retrasado hoy, ya que cada uno ha expuesto sus argumentos, es precisamente porque todos tienen derecho a intervenir, y será necesario contar con el tiempo que se requiera para ello. Pero deseo hacer presente algo: sí ha habido voluntad de ayudar a la música. Lamentablemente, a algunas personas no nos gusta que nos constriñan en la forma como hacer las cosas.



El Senador señor Rossi citó el caso de la Presidenta Bachelet y la ley de cuotas. El veinte por ciento, entonces, podría dividirse el día de mañana en diez por ciento para cantantes mujeres y diez por ciento para cantantes hombres. Pienso que eso es restarle seriedad a un debate de esta naturaleza.



A mí no me gusta, como tampoco a muchos de quienes vamos a votar, que me determinen qué he de escuchar. Hoy hemos tenido que aceptar que políticamente se intente, en materia educacional, determinarles a los padres dónde educar a sus hijos. Son ejemplos totalmente válidos.

El señor LAGOS.- Eso lo hacen los colegios: los directores eligen a los padres.

El señor MOREIRA.- A usted no lo interrumpí, Su Señoría.



No me gustan las imposiciones en el ámbito de que se trata. No estoy de acuerdo con el veinte por ciento -es una obligación- que se quiere hacer cumplir a las radios regionales, que diariamente se esfuerzan por difundir la música chilena, transmitiendo festivales -como se decía acá-, etcétera.



Por eso, imponerles hoy una cuota me parece innecesario.



Por último, quiero señalar, fuerte y claro -tal como lo he hecho siempre-, que ninguna descalificación, ningún grito, me va a imponer a mí cómo votar. Y ahora voy a votar en contra del 20 por ciento para las radios.



--(Aplausos y manifestaciones en tribunas).
La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Allamand.

El señor ALLAMAND.- Señora Presidenta, estimados colegas, creo que durante el curso del debate de pronto se produjo una suerte de desvío, en el sentido de que algunos Honorables Senadores pretenden tener una especie de superioridad moral o una especie de capacidad de argumentación superior para imputar a todos los demás una disposición distinta de entender las cosas, cuando no, simplemente, realizan una descalificación completa.



El que no está de acuerdo con lo que pienso, inmediatamente, más allá del mérito de su argumento, es descalificado: tiene propósitos incorrectos, aviesos, pretende “borrar con el codo lo que escribió con la mano”.



Creo que esa, señora Presidenta, es la peor forma de generar un debate donde finalmente sean los argumentos los que prevalezcan.



Entonces, más allá del modo en que se exprese, el fondo de la argumentación que apunte a descalificar al que no piense como uno es lo que precisamente debe ser erradicado de esta Sala y del Senado. 



Cómo va a ser razonable que a una persona, simplemente porque tiene un punto de vista diferente, inmediatamente se le impute un propósito avieso, torcido. Alguien puede decir: “Ese es un razonamiento incorrecto”. Y ello forma parte del debate democrático. Pero, ¡de cuándo acá algunos Honorables Senadores tienen una suerte de superioridad moral, intelectual, argumentativa, para imputar y endosar, a los que no piensan como ellos, todo tipo de propósitos torcidos!



Yo pienso, señora Presidenta, que esa conducta es la que debe ser desterrada de esta Sala y, más aún, de todos nuestros debates, porque ella sí que genera un desprestigio.



Dicho eso, quiero explicar cuál es el sentido que se tuvo a la vista -aunque la verdad es que el Senador García ya señaló bastante al respecto- con la norma en votación. 



Se ha hecho toda una argumentación contraria a la facultad genérica de cumplimiento alternativo. Todos los que la rechazan afirman que significaría dejar sin efecto absolutamente el propósito central del proyecto. 



¡Fíjense en el error de bulto en que incurren! 



Para que eso ocurriera, debiera haber una complicidad explícita por parte del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes. 



Toda la argumentación descalificatoria que se ha hecho indica: “Esto sirve para que el propósito de la ley no se cumpla”. Pero ¿cuál es el presupuesto de este razonamiento? Que dicha entidad se coluda con una radioemisora para no cumplir con la ley.



¿Alguien puede suponer que el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes va a tener tal comportamiento avieso? 



Lo que se está señalando con eso, en definitiva, es que el Consejo deliberadamente no cumplirá con la ley. Y lo que acá se está haciendo es, simplemente, establecer una “fa-cul-tad”. 



La norma dice “podrá”; o sea, es completamente facultativa. Y tal como señaló el Senador García, su presentación se hizo pensando -algunos podrán considerarlo correcto o incorrecto- en las pequeñas radioemisoras.



Si, en un período de tiempo determinado, una radioemisora hace una contribución enorme a la música chilena -en la forma que Su Señoría expresó-, ¿el Consejo Nacional no podría considerar correcto, para ese caso particular, un cumplimiento alternativo?



Está bien, señor Presidente, alguien puede estimar que eso es incorrecto, pero ¿quién puede decir que es malintencionado? 



Cuando se imputa mala intención -como algunos Honorables Senadores lo han hecho-, la mala intención se le imputa al Consejo Nacional de la Cultura y las Artes. 



¿Alguien está dispuesto a sostener aquello? ¿Alguien está dispuesto a sostener, con un mínimo de capacidad argumentativa, que se está “borrando con el codo lo que se escribió con la mano”? ¿Pero con quién se estaría “borrando con el codo…”? ¡Con la complicidad del Consejo! 



Ese es, señor Presidente, un razonamiento inconsistente. 



La lógica es muy simple. Para que esto fuera verdaderamente algo torcido, el cómplice, el coautor, técnicamente, debiera ser el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes. 



¿Quién se atreve a sostener aquello?



Lo que la norma contiene, señora Presidenta, es una fórmula alternativa genérica. Genérica, precisamente para poder dar cumplimiento a situaciones como las que indicó el Senador García. 



El inciso posterior establece una forma concreta de cumplimiento alternativo.



El que sigue, el cuarto -atención con esto- establece, para las hipótesis de los tres incisos anteriores, otra posibilidad de cumplimiento alternativo.



Y esta fórmula específica, señora Presidenta, contó, en su minuto, qué curioso, con la aprobación de la Sociedad Chilena del Derecho de Autor. 



Entonces, ¡un mínimo de coherencia!



El inciso cuarto, cuyo encabezamiento dice “Para los efectos del cálculo del porcentaje”, explícitamente contó con el asentimiento de la SCD.



--(Manifestaciones en tribunas).


No me voy a hacer cargo, señora Presidenta, de los gritos de la galería, porque todo el mundo sabe, en especial los que hemos seguido este debate, que lo que estoy indicando es absolutamente veraz.



En consecuencia, terminemos con las descalificaciones, hagamos que los argumentos prevalezcan, y razonemos con sentido común. 



Todas las afirmaciones que se han efectuado respecto del sentido del inciso que estamos votando no tienen asidero. 



Que esta sea una manera de no cumplir con la ley, supone la autoría del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes.



--(Aplausos y manifestaciones en tribunas).
El señor TUMA (Vicepresidente).- Terminó su tiempo, señor Senador.



A continuación, tiene la palabra el Honorable señor Quinteros. 

El señor QUINTEROS.- Señor Presidente, a estas alturas del debate, cabe destacar que prácticamente nadie se opone a la idea de establecer un porcentaje mínimo de emisión de música chilena en las radios del país. 



Por lo menos ese es un avance.



Sin embargo, también debemos constatar que en este tiempo no ha habido una iniciativa del Ejecutivo en esta materia; tampoco acuerdo entre las entidades representativas de músicos y radiodifusores, y, lo que es peor, ahora enfrentamos un debate en particular con un informe de la Comisión que incluye nuevas materias y que da cuenta de diferencias relevantes en su interior.


En estas circunstancias, mi preocupación principal es que la idea original se convierta en ley; es decir, que las radiodifusoras efectivamente emitan un 20 por ciento, como mínimo, de música nacional, como de hecho lo hace la gran mayoría de las emisoras, particularmente en regiones. 


Sin embargo, este objetivo, que esta Sala ya aprobó en general, está en riesgo con la mayoría de las indicaciones aprobadas por la Comisión. En efecto, los mecanismos alternativos de cumplimiento, así como la regulación que se hace respecto de las entidades de gestión colectiva que administran los derechos de autor, aprobados por la Comisión a través de indicaciones, se alejan de la idea matriz del proyecto.


En cuanto al fondo de las indicaciones referidas a los mecanismos alternativos, estas se amparan en el respeto al formato programático de algunas radios, que les impediría cumplir con la exigencia del porcentaje mínimo de 20 por ciento de emisión de música chilena. 


No me explico cómo aquello podría ocurrir. Si una emisora cultiva un estilo determinado, existe producción nacional en todos los estilos. Si la emisora solo emite noticias y nada de música, no se le aplica la norma porque el porcentaje se mide sobre el total de música emitida. 


En la prensa de hoy se anuncia un proyecto de ley de fortalecimiento de la política en el que se contemplaría una franja radial obligatoria en períodos electorales. Me pregunto si alguna emisora podría argumentar que determinadas campañas o todas las campañas vulneran su formato programático. 



Evidentemente, este argumento parece ser solo la excusa para evadir la exigencia de la ley.


Los que estaban en contra del 20 por ciento, ahora retroceden y defienden el cumplimiento alternativo.



Los que defienden la libertad editorial de las radios, ahora defienden a los artistas emergentes.



La libertad la defienden siempre quienes la gozan sin limitaciones.



Y detrás de las transformaciones del Gobierno de la Presidenta Bachelet está el objetivo de que la libertad sea un derecho efectivo y no teórico. 



Hoy, la libertad efectiva la tiene un puñado de empresas. Y la libertad de los artistas para difundir sus obras es solo teórica.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).
El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Guillier.

El señor GUILLIER.- Señor Presidente, debo hacer una observación general. 



Creo que el proyecto de ley en debate dará menos satisfacciones que las esperadas debido al cambio tecnológico y a la forma en que estamos escuchando y bajando música, elementos que quedaron totalmente fuera de la iniciativa.



Ello nos suele pasar cuando hacemos leyes sobre medios de comunicación. Y es que la tecnología sigue dinámicas difíciles de predecir.



Pero en fin. Considero que ya se encuentra establecido -y esa discusión se resolvió hace rato; no sé por qué se reitera tanto- que las radioemisoras tendrán la obligación de cumplir con un 20 por ciento de emisión de música nacional. Eso ya está aprobado. Por lo tanto, volver una y otra vez sobre el mismo asunto no tiene sentido.



Lo que sí lo tiene es discutir si el cumplimiento de ese 20 por ciento puede admitir diversas alternativas. Y me parece un debate legítimo. Sin embargo, tal debate aparece en los incisos que vienen a continuación. 



El que ahora está en votación -estas seis líneas- le quita imperio a la ley al disponer mecanismos alternativos cuyo establecimiento entrega al Consejo Nacional de la Cultura y las Artes.



¿Para qué está la ley, entonces? Bastaría que dijéramos que el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes tendrá facultades “para”. Todo lo demás no tendría sentido.



Por eso, considero que este inciso está de más. Es confuso; delega sin ningún criterio y, por consiguiente, cae en el campo de la subjetividad ilimitada para que el Consejo determine. Dependerá de quiénes sean sus miembros, de quién sea el Ministro, de cambios circunstanciales. Y la ley, en mi opinión, no puede quedar sometida a eso.



En tal sentido, propongo que el inciso segundo, que encuentro confuso, sea rechazado, para entrar de lleno a debatir si estamos de acuerdo con introducir ciertos mecanismos alternativos para el cumplimiento de una obligación que ya se halla establecida: la emisión de al menos 20 por ciento de música chilena.



Yo creo que con eso todos nos simplificaríamos la vida.



No sé si estará bien o no.



He dicho.

El señor LAGOS.- ¡Buen esfuerzo, Senador Guillier...! ¡Muy buen esfuerzo!

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Tengo muchas ganas de hablar, señor Presidente, pero parece que ya intervine a propósito de esta norma. 

El señor PROKURICA.- ¡Está abusando...!

El señor TUMA (Vicepresidente).- No, señor Senador. Puede continuar.

El señor LAGOS.- Gracias.


Señor Presidente, la cuestión aquí es la siguiente. 



Con el debate uno se tiende a entusiasmar: se suben los niveles de voz; algunos Senadores señalan que otros colegas “tienen superioridad moral”, etcétera.



Yo quiero tratar de volver al cuadrado número uno.



Está moción partió con el objetivo de darle un espacio mínimo en las radios a la música chilena (definida de manera amplia, entre paréntesis).



En consecuencia, no trata de la SCD. Porque algún mal pensado podría decir: “¡Hablemos de la ARCHI, entonces!”. Y nos generaríamos un problema.



A mí no me parece que este proyecto sea el adecuado para presentar indicaciones tendientes a regular a la ARCHI o establecer algún tipo de criterio, porque eso escapa de las ideas matrices y no es el objetivo de la iniciativa. ¡Aunque alguno quisiera hacerlo, tal vez!


Ahora, frente al tema de la superioridad moral, quiero decir que yo no la tengo, que no me siento aludido, y que no sé si alguien acá la tendrá. Pero, independiente de la supuesta superioridad moral de algunos, que otros tampoco se pasen de listos. Con inocencia, se señala: “Solo se trata de delegarle, a una institución pública, lo que queremos regular por ley”. Pero yo puedo invertir el argumento y decir: “¿Por qué no entonces la Presidenta, por decreto, le pide al Consejo de la Cultura que establezca que en el 20 por ciento de programación de música chilena las radios pueden incluir entrevistas, difusiones de eventos?”. ¡Y nos ahorramos todo esto!



Eso tendría exactamente el mismo valor. 



Acá estamos aprobando una ley que instaura un 20 por ciento de música chilena, pero que a renglón seguido expresa que, en todo caso, podrá cumplirse de otra forma y que ello será visto por una institución pública. 



Ergo, evitémonos la ley, legislemos sobre otros temas tal vez, porque el resultado va a ser el mismo que si la Presidenta le dice a la Ministra: “Trate de que toquen el 20 por ciento de música chilena”.  “¿Cómo, Presidenta?”. “Usted verá: que toquen música o hagan entrevistas”. “¡Ah! Muy bien”. 



¿Y qué valor tiene eso? El mismo que tendría si aprobáramos estos incisos: ¡ninguno! Duraría lo que dura un Consejo.



Tampoco me parece adecuado señalar que uno acusa de cómplice a una institución como el Consejo de la Cultura y las Artes. Eso no es superioridad moral, para algunos, pero es rebajar el argumento. Lo digo con todo respeto. Porque acá estamos tratando de que la ley, como expresaron el Senador Guillier y otros colegas, tenga un mandato claro que no pueda diluirse con posterioridad.



Si legisláramos al revés, las leyes carecerían de certeza.



Por último, en cuanto a la decisión de las personas, debo señalar que aquí yo no le quiero imponer nada a nadie. Yo no le estoy imponiendo a nadie que escuche una canción en particular. Pero las radios no me dan a elegir a mí qué puedo escuchar. Yo no puedo influir en su programación.



¿Y me van a decir acá que toda la música emergente tiene cabida en las radios?



Puedo nombrar a cinco o seis autores: The Ganjas, La Floripondio, Weichafe, Pascuala Ilabaca, Redolés. No los tocan como tocan a otros músicos. ¿Y por qué razón? Algunos malpensados creen que es porque hay sellos internacionales que influyen en las cadenas de radio, que, a su vez, influyen en las radios más pequeñas para que programen ciertas canciones, lo cual ha sido históricamente así. ¡Dicen! No sé. A mí no me consta. Porque yo no le imputo nada a nadie. No tengo “superioridad moral”. 



Entonces, tampoco nos engañemos en ese sentido. 



En consecuencia -y para ir cerrando mi intervención-, aquí se trata de algo bien sencillo. Si alguien cree -aunque yo no lo comparto- que no es necesario tener una ley que disponga que el 20 por ciento de programación debe ser de música chilena, que vote con contra. Está en todo su derecho. Y los que consideremos lo contrario, votaremos a favor. 



No me siento superior moralmente. 



En cuanto a las cuotas, algunos colegas señalan que hay músicos emergentes a los que les ha ido bien. Violeta Parra, mencionaron. 



Bueno, con ese criterio, si la Presidenta del Senado es mujer, si la Presidenta de la República es mujer, ¿para qué queremos cuotas de mujeres en política? Está todo bien: a las mujeres les va bien en la política chilena. 



¡Eso es engañarnos! 



¡Una golondrina no hace verano!



¿Ven que se desfigura el argumento?



El tema es el siguiente.



Si usted cree que es una imposición injusta, vote en contra, pero no la haga agua, no la diluya con el inciso en votación. Porque este, objetivamente, permite diluirla.



Es legítimo tener diferencias.


Yo no sé si tengo la razón,…



--(Aplausos y manifestaciones en tribunas).
 
… pero es lo que voy a defender y aprobar.


Lo que no voy a hacer es decir A y después argumentar B.



He dicho.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, Honorable Senado, fui uno de los seis Senadores que votaron en contra de incorporar el 20 por ciento de emisión de música chilena mediante este proyecto de ley.



Y quiero ser muy categórico en mi argumento. 



No estoy en contra de la música chilena. Creo que, sin duda, hay que promocionarla. Pero, para mí, hay un principio sagrado: la libertad editorial de los medios de comunicación.



--(Aplausos y manifestaciones en tribunas).
El señor TUMA (Vicepresidente).- Por favor, a las personas en tribunas les pido que me ayuden a respetar el Reglamento del Senado.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, hoy estamos iniciando un camino extremadamente delicado. 



En el futuro, cuando a través de otro mecanismo se pretenda limitar la libertad editorial de los medios de comunicación, se encontrará en esta ley el precedente para poder hacerlo, porque a partir de ahora aquello estará legitimado. 



Y esa, a mi juicio, es una de las cosas más delicadas que pueden ocurrir en democracia: limitar la libertad editorial de los medios de comunicación, que constituye la esencia de la democracia.



Por esa razón voté en contra del proyecto, no porque se refiriera a la música chilena, sino, simplemente, pues se estaba limitando la libertad editorial de los medios de comunicación, lo cual -reitero- me parece extremadamente delicado.



--(Aplausos en tribunas).


Voy a votar a favor de la disposición en análisis, porque habiendo consagrado tal principio, pretendo tratar de mitigar ese efecto. Pero previamente me pronuncié en contra de limitar la libertad editorial de los medios de comunicación.



Esta votación no es neutra. Fija un precedente que el día de mañana puede ser negativo para los mismos que hoy día promueven esta iniciativa legal.



He dicho.



--(Aplausos y manifestaciones en tribunas).

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, el espectro radioeléctrico es de todos los chilenos. Se les entregan concesiones radiales a personas respecto a las cuales la autorregulación ha demostrado que no son capaces de promover la música nacional como lo deseamos un grupo importante de chilenos.



--(Manifestaciones en tribunas).


Esa es la razón por la que hacemos esta discusión.



Y a los que pifian arriba, señor Presidente, que pueden hacer uso de una parte de la patria, gracias a una regulación, sin pagar por ella, les quiero decir lo siguiente.



--(Manifestaciones en tribunas).



En este debate hay una situación que pido abordar con cierto criterio. Las radios pequeñas, de provincia, de regiones, cumplen esta norma con creces, son los más amigos de los creadores nacionales.



El problema que genera el proyecto con las radios pequeñas, y que se tendrá que ver en tercer trámite, tiene que ver con el sistema de multas. A una radio que gana 800 mil o un millón de pesos al mes -con suerte- hay que asegurarle que el sistema de sanciones no la terminará sacando de funcionamiento.



Pero quiero volver al eje del debate.



Aquí queremos que un bien de todos los chilenos cumpla un propósito en el mundo global en que vivimos. El tema de la identidad hoy es clave.



Algunos dirán que el cuidar, el promover, el sentirnos orgullosos de lo nuestro es una carga. No hay problema, si así lo sienten. Quizás Los Prisioneros tenían razón en una canción que molestó mucho, que hablaba de aquellos a quienes no les gustaban los temas de nuestra identidad.



Señor Presidente, la libertad editorial está bien, dentro de un marco de regulación. Nadie dice que no pueda existir una línea editorial, pero se fija una carga para usar algo de todos los chilenos: que a lo menos se transmita 20 por ciento de música de creadores chilenos.




El establecer ese otro mecanismo, el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, no lo considero conducente. Me parecería muy bien una indicación que dijera: “Con los fondos públicos el Consejo premiará a quienes tengan más del 20 por ciento” ¡Ahí sí! Eso significaría inducir un comportamiento, que el Fondo de Fomento se usara para premiar a las radios que promovieran la música nacional.


Sin embargo, no estoy de acuerdo con relativizar un tema estratégico en el mundo de hoy -estoy convencido de que así es-, vinculado a conceptos en un mundo globalizado, donde los grandes sellos determinan, en gran parte, lo que escuchamos.



No nos engañemos, en nuestro país tenemos una concentración de medios gigante, y existen una serie de cadenas pertenecientes a diferentes grupos económicos.



Que se transmita 20 por ciento de lo nuestro es harto poco. En la televisión el 40 por ciento debe ser producción nacional. En las radios pedimos 20 por ciento. Y el decir que no lo pueden hacer implica realmente despreciar lo nuestro.



Discúlpeme, señor Presidente, sé que alguien puede sentirse ofendido, pero me pregunto por qué el Estado chileno, la sociedad chilena, les entrega algo de todos los chilenos a unos particulares que no pagan, y que más encima…



--(Manifestaciones en tribunas).

… no están dispuestos a contribuir con algo que tiene que ver con la identidad.



Señor Presidente, pido a quienes hablan de democracia en las tribunas que aprendan a escuchar todas las opiniones, porque no me parece correcto que el uso de algo de todos los chilenos, como el espectro radioeléctrico, se entregue en concesiones gratuitas, y que no se pueda…



--(Manifestaciones en tribunas).
El señor TUMA (Vicepresidente).- Perdóneme, Su Señoría.



Debo garantizarles a todos los Senadores el derecho a hacer uso aquí de la libertad de expresión, por lo que les digo a nuestros invitados que debemos cumplir con el Reglamento del Senado en tal sentido.



No obliguen a la Mesa a hacer desalojar las tribunas. ¡Por favor!



Puede continuar, Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, me encantaría que esta iniciativa fuera innecesaria, y que la autorregulación hubiese generado un compromiso con los parámetros básicos de respeto a lo nuestro y de su promoción.



Pero sucede que la teórica libertad que planteó el colega que me antecedió en la palabra -pienso que lo hizo con honestidad-, resulta distorsionada por el mercado. Y aquí hay factores de mercado que atentan contra los músicos y creadores nacionales.



De ahí que sea necesaria una ley: para regular algo que la autorregulación no garantiza en un espectro de todos nosotros.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).
El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, a ratos, esta discusión va de mal en peor. Porque, claramente, el cumplimiento de un objetivo loable, como es fomentar la música nacional, mediante un instrumento indebido -a juicio de una parte importante y transversal del Senado-, como es la imposición de una obligación a personas con determinados derechos en el ámbito radial, genera una disparidad de criterio que hace muy dudoso que, salga la institucionalidad que salga, sea durable.



Tengo la impresión de que esto se ganará o se perderá por un voto. Y las cosas a las cuales les sucede esto en una legislatura pueden cambiar en la siguiente, y aquí no estamos creando una institucionalidad.



Eso es lo que más me preocupa en esta discusión.



Y como estamos en la discusión en particular, quiero hacerme cargo de una afirmación del Senador Ignacio Walker -por su intermedio, señor Presidente, en cuanto a que con este inciso en especial se estaría borrando con el codo lo que se escribió con la mano en el inciso anterior.



Creo que él se encuentra profundamente equivocado. Básicamente, hay que entender que el precepto en votación forma parte de un artículo completo, que, muy extraordinariamente, se vota por incisos.



Quiero decirles a quienes siguen este debate que ello no ocurre casi nunca. Se discuten las ideas, y estas son completas. Y la idea era fijar un porcentaje, con el que no concuerdo, de 20 por ciento. Pero determinado aquel, a todo evento existen formas distintas de cumplimiento.



Este inciso es uno de varios, en que se dispone una facultad, no una obligación, al Consejo Nacional de la Cultura y las Artes para generar un cumplimiento alternativo.



También se puede respecto del inciso siguiente -así como vamos, probablemente lo veremos mañana- determinar un mínimo de spots radiales para las emisoras de formatos específicos, especializados.



En cuanto a las radios regionales o que tengan un controlador común -me interesa mucho destacarlo-, el cumplimiento se puede realizar a través de acuerdos entre las mismas radioemisoras.



Esto no es una arbitrariedad, no es que aquí estén los buenos y los malos. La idea es cómo poder, legítimamente, respetar la libertad de expresión y de difusión, sin tener que, a propósito de un bien deseado, pero no por todos compartido en la forma, generar espacios que obliguen.



Porque el gran damnificado es quien escucha la radio. Este tema no solo afecta a dueños, propietarios o usuarios, sino también a quien se encuentra en condiciones de oír una radio y que, de repente, bruscamente, le cambian su formato. Cada uno tiene sus propios gustos. Yo escucho una radio distinta de mis hijos y de mis padres. Es parte de la libertad de cada cual.



Entonces, tratar de amenazar aquello simplemente por buscar un bien que no se va a alcanzar, a la vista del debate que se ha dado aquí, me parece claramente un error.



Por eso considero tan importante mantener esta forma alternativa de cumplimiento de una obligación, que -insisto- yo no habría consagrado, pero respecto a la cual, una vez planteada, hay que buscar los espacios normales para que las instituciones funcionen.



Quiero ser muy claro: en el caso del inciso siguiente, respecto de las radios regionales, si se le impone a cada una de ellas, y particularmente a las más pequeñas, este tipo de obligación, quizás se produzca una uniformidad, pero que no nazca de lo que cada una deba realizar, sino a punta de obligaciones.



Y no me parece que la forma de funcionar en una sociedad libre sea a través de prohibiciones. 



No creo en el Gran Hermano que va haciendo el hombre ideal o el auditor ideal, que necesita una dosis de cada una de las cosas para formarse una convicción que supone alcanzar la felicidad.



¡Somos diferentes! ¡Pensamos distinto! ¡No nos gustan las mismas cosas!



¡Y bienvenido que así sea!



En consecuencia, a mi juicio, el conjunto de excepciones que se plantean forma parte de un artículo total. El problema es que cuando se ve por inciso ello pareciera de alguna manera diferenciado. Pero si uno lee el precepto en su contexto, se entiende perfectamente.



Quiero dejar claro, además, que muchas de estas indicaciones fueron formuladas -sabemos que el proyecto lo presentaron los Diputados de la UDI- por Diputados independientes. Y la indicación que nos tiene en esta discusión -suscrita, entre otros, por el Senador Horvath-, la considero legítima, importante. Sin embargo, no tratemos de disfrazarla, porque sí impone algo. Un Senador decía que no. Pero sí impone una cosa. Eso…

El señor TUMA (Vicepresidente).- Terminó su tiempo, señor Senador.

El señor COLOMA.- Le pido un minuto, por favor.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Lo tiene, Su Señoría.

El señor COLOMA.- Muchas gracias.



Eso puede afectar a cualquier institución. En este caso es la radio. No obstante, es posible que haya numerosas actividades legítimas que desarrollen talento y cultura que se vean obligadas por este principio a actuar de forma distinta a como quisieran. Y, obviamente, eso amenaza la libertad. 



En lo anterior hay que tener cuidado. No sea cosa que el día de mañana otras ideas, ciertas circunstancias exijan otras obligaciones, de 20, 30 o 40 por ciento, y, de esa manera, a una sociedad que debe ir emergiendo y, justamente de ahí, extraer su riqueza, la debilitemos al tratar de hacerla igual. Y lo peor es que al final -como varios aquí han planteado- ni siquiera los beneficiarios de esta teórica forma de hacer las cosas van a poder recibir los beneficios que de otra manera sí podían alcanzar.



Por eso, señor Presidente, opino que no solo este, sino también todos los incisos que vienen son fundamentales por lo menos para hacer una ley razonable. Si no, esta será inentendible, una “tormenta perfecta”.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

El señor TUMA (Vicepresidente).- Solicito, por favor, a quienes están en las tribunas mantenerse en orden, en silencio.



A continuación, tiene la palabra la Honorable señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, he escuchado a varios Senadores y Senadoras enarbolar las banderas de la libertad para manifestarse en contra de una cuota destinada a promover la música chilena.



Pienso que no es incompatible abrazar las ideas de la libertad y creer que, en un minuto de su historia, un país como el nuestro debe impulsar una ley de cuotas para fortalecer, para difundir y para enaltecer la cultura y, sobre todo, nuestra música nacional.



El objetivo es tremendamente noble y loable y, además, forma parte de la libertad de los legisladores para apoyar el impulso de medidas destinadas a promover parte de nuestra identidad cultural. 



Lo que sí me parece absolutamente contradictorio, incompatible con esa libertad -por eso voté a favor de la idea de legislar de este proyecto; también lo haré hoy día, transformándome en parte de los 20 Senadores que se pronuncian a favor de que exista una promoción o difusión directa de un porcentaje de música chilena- es imponer una sola forma de cumplir con esa meta.



En mi opinión, aquello es tremendamente importante, porque cuando uno legisla tiene que hacerlo pensando también en ejemplos, en casos concretos.



En general, las radios regionales -quienes somos Senadores de regiones y vivimos en ellas lo sabemos- cumplen con creces la cuota del 20 por ciento de difusión de música chilena. Muchas de ellas sobrepasan ese porcentaje. Pero hay otras radioemisoras -probablemente la mayoría está en la Capital o en las cabeceras regionales- que tienen un tipo editorial que efectivamente no cumpliría con la ley en proyecto.



Por tal razón, pienso que, siguiendo el concepto de la libertad, debemos otorgar la posibilidad de que el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes fiscalice, supervigile y, además, que dé alternativas para que todas las emisoras cumplan el objetivo.



Diversos Senadores han votado a favor -yo entre ellos- para que exista el cumplimiento de una ley y de una cuota. El punto es que también debemos dar libertad -con esto finalizo, señor Presidente-, basada en la línea editorial de las radioemisoras, para que puedan cumplir el importante y noble propósito al que me referí a través de mecanismos que les resulten posibles de aplicar.



He dicho.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, en primer lugar, quiero hacerme cargo brevemente de dos temas.



Primero, me parece absolutamente descalificadora la forma como de repente un señor Senador se refirió a las radios regionales, casi como si estas, por el hecho de tener una concesión para transmitir, le debieran un favor al país.



Quiero manifestar que es al revés. Soy Senador por La Araucanía y debo decir que quienes deben un favor a las radios locales son los ciudadanos, los habitantes de La Araucanía. Porque, sin estas, saber lo que ocurre en una comuna, difundir lo que acontece en un lugar, sería del todo imposible, pues cuando uno enciende la televisión en Chile lo que ve es el tránsito que existe en la Alameda.



Nunca he visto que muestren el tránsito de Angol.



--(Aplausos en tribunas).



En consecuencia, siento que no se puede criticar a quienes, además, ejercen su trabajo en las condiciones que conocemos todos los que recorremos las radios regionales. Estas hacen un esfuerzo infinito: habitualmente está el dueño con una sola persona que lo ayuda, y cada vez cuenta con menos auspiciadores.



Por lo tanto, la necesidad de ayudar a las radios regionales y locales es muy alta.



En segundo lugar, no soy autor de este inciso, sino de los que vienen. Con todo, me gustaría explicar que respecto a lo planteado en el sentido de que echaría por la borda el proyecto entero, ello no es así. No obstante, para esto hay que encontrarse abierto a escuchar los otros argumentos.



Nosotros establecimos que las radios deberán transmitir 20 por ciento de música nacional. Luego se dijo que ese porcentaje se puede cumplir de una forma distinta y otra alternativa. La primera consiste en no emitir el 20 por ciento, pero dando a conocer en definitiva un mínimo de 36 spots radiales mensuales para la difusión de certámenes, festivales y eventos en vivo de la música nacional.



Deseo expresar que ello -por lo menos en la Región de La Araucanía, que represento, y en otras regiones que he recorrido- constituye realmente la manera de difundir una cantidad enorme de actividades que se realizan en ciertos lugares -usted lo sabe, señor Presidente, porque es Senador de región-, las que de otra forma no se podrían promover.



En seguida, copulativamente se sostiene que las radios tendrán que realizar no menos de ocho entrevistas mensuales a artistas nacionales. O sea, la posibilidad de que un artista chileno cuente, explique su obra: cómo surgió, por qué la hizo, cuándo la realizó, dónde va a hacer sus eventos, cuál será su circuito, es, ¡por favor!, un modo importante de difundir su música.



Después viene una norma que dice: “Mire, si usted tiene radios específicas que pertenecen a un solo controlador -como la cadena de emisoras Mirador de mi Región- o se asocian entre ustedes, pueden compensar el 20 por ciento que les corresponda”.



Ahora bien, la disposición en comento no puede ser menos de lo que establece la ley, pues esta contempla un piso -ese porcentaje-, por lo que el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes no podría argumentar que el convenio consiste en que no transmitan nada de música chilena, ¡porque eso es ilegal “aquí y en la quebrada del ají”! Y, en consecuencia, lo que se tendría que hacer sería buscar un mecanismo distinto.



Sobre el particular, yo me pregunto: ¿qué ocurre si las radios Voz de la Tierra y Caramelo, de Angol, resuelven transmitir el Festival Brotes de Angol?



Perdónenme, pero puede haber muchos artistas que no conocen ese evento. Yo sí, y bastante bien, ya que probablemente es el principal acontecimiento de música chilena que se realiza en la Región de La Araucanía.



¿Y qué pasa si una de esas radioemisoras va donde el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes y le dice: “Mire, la verdad es que yo, en vez de transmitir spots” -me corrigen diciéndome que es “Brotes de Chile”; sin embargo, yo le digo “Brotes de Angol” porque el festival se realiza en esta ciudad, pero en la provincia de Malleco es “Brotes de Chile”-, “deseo cumplir en forma distinta; la verdad es que me gustaría transmitir el festival completo, con entrevistas”. 



A esas radios se les dirá: “Pueden transmitirlo, pero con ello no se da por cumplida la obligación que se les ha impuesto. Igual tendrán que emitir el 20 por ciento de música nacional”.



Dicho porcentaje ya quedó regulado por ley, y de modo adecuado. A mi juicio, no tiene por qué sentirse afectado un artista si se ofrecen distintas alternativas de cumplimiento, las cuales dependerán de la realidad característica de cada localidad. 



¡Por qué vamos a rigidizar este asunto, estableciendo solo dos opciones!



Lo que sí tengo claro -y lo dejo consignado para la historia fidedigna de la ley- es que, de aprobarse los incisos siguientes -como espero que ocurra-, no se puede autorizar que los estándares del mecanismo alternativo sean inferiores a los determinados por el legislador para el cumplimiento de lo relativo al 20 por ciento. 



Ello no es aceptable; sería ilegal. Si una persona interpusiera un recurso en tribunales por sentir que se ha vulnerado una disposición de esta envergadura, ganaría. El criterio empleado para cumplir con la emisión del 20 por ciento de música nacional no debe ser inferior a los estipulados en los incisos que regulan el cumplimiento alternativo. 



Por lo tanto, después de darle vueltas al inciso propuesto y de analizarlo, hago presente que su contenido otorga flexibilidad, pues permite convenir medidas distintas de cumplimiento, que en muchas regiones serán más útiles para lograr una mejor difusión de la música chilena. 



Por último, señor Presidente, quiero señalar que el Senador Harboe tiene toda la razón. Pero nosotros debemos pronunciarnos sobre una disposición que, legítimamente, se halla en trámite. No obstante, respaldo por completo lo dicho por el Presidente de la Comisión de Constitución. 



Desconozco si nuestro Reglamento impide que la Sala revise la constitucionalidad de las modificaciones acordadas por una Comisión. Pese a que se determinó que la enmienda que nos ocupa no se puede revisar -no sé por qué-, igual estimo que ella complementa las alternativas propuestas. 



Con todo, dicha disposición contiene vicios de inconstitucionalidad, como explicó el Senador Harboe, con quien comparto los fundamentos que entregó sobre el particular. 

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Andrés Zaldívar. 

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, en primer lugar, manifiesto mi total acuerdo con lo manifestado por el Senador Harboe y reiterado por el colega Espina.



En realidad, el inciso en debate debió ser declarado inconstitucional por la propia Mesa. Ahí se habría despejado el punto. En cambio, se sometió a votación su inadmisibilidad y se perdió. 



Pero esa materia puede ser objeto de un reclamo posterior ante el Tribunal Constitucional.



Como sea, lo que está sucediendo aquí es que un sector quiere una cosa y otro, una distinta, pero de un modo que me extraña. El debate nos ha llevado a una posición bastante increíble: quienes hicieron la moción fueron Diputados de la UDI y somos nosotros los que estamos defendiendo sus objetivos, en tanto que los Senadores de ese Partido están votando en un sentido opuesto. 



Por tanto, aquí hay una contradicción.

El señor COLOMA.- ¡Hemos reflexionado…!

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- He apoyado el proyecto porque contiene una idea positiva, conveniente y necesaria. 



Entonces, ¿por qué considero que el inciso en debate es contradictorio, aparte de inconstitucional por otorgar facultades? Por algo que dispone su propio texto, que dice: “Esta obligación de transmisión del 20% de música nacional podrá darse por realizada mediante el cumplimiento alternativo de los mecanismos…”. ¿A qué se refiere con “alternativo”? A algo distinto de la obligación de emitir 20 por ciento de música chilena. 



Y, precisamente, el inciso siguiente establece fórmulas alternativas: la transmisión “de treinta y seis spots radiales mensuales” -¿cuánto dura cada spot? ¿Medio minuto?- “para la difusión de certámenes, festivales y eventos en vivo de música nacional” -no sé si eso sea suficientemente alternativo o compensatorio- “y al menos ocho entrevistas mensuales”. 



Ahora señalan: “También podrían transmitirse eventos culturales”, como el que indicó recién el Senador Espina en la ciudad de Angol, provincia de Malleco. Por supuesto que las radios locales hacen eso, porque es de interés de la población que escucha esos medios de comunicación. Seguramente, transmiten esos festivales durante una hora o media hora. 



Y no hay necesidad de imponerles una obligación en esta materia. Las radios regionales, como aquí se ha dicho, en general emiten más del 20 ciento de música chilena. Por lo menos, es la realidad que conozco en la Región que represento. 



Las indicaciones sobre cumplimiento alternativo debieron ser presentadas en un proyecto de ley distinto, separado, porque apuntan en otro sentido. 



La iniciativa originalmente formulada por Diputados de la UDI, que hoy nosotros estamos defendiendo, tenía por objeto obligar a las radios a emitir al menos 20 por ciento de música nacional. Lo que este inciso y los siguientes proponen es no transmitir ese 20 por ciento. A cambio de ello, se plantean otras actividades -muy respetables, no las descalifico, pero podrían haber sido reguladas en un proyecto separado-, como los spots publicitarios para la difusión de festivales y eventos culturales de carácter regional, o la realización de entrevistas mensuales. 



Entonces, lo que se quiere aquí, considerando la iniciativa despachada por la Cámara de Diputados, es borrar con el codo lo que la UDI en esa Corporación había escrito con la mano. Y yo no quiero que eso ocurra. 



Por lo tanto, voy a votar en contra del inciso propuesto. 



--(Aplausos en tribunas).
El señor TUMA (Vicepresidente).- Por último, tiene la palabra el Senador señor Harboe. 

El señor HARBOE.- Señor Presidente, tal como señalé en la discusión general -y lo he manifestado en reiteradas oportunidades-, no creo que la imposición de cuotas permanentes, por la vía del establecimiento de una norma legal, sea la forma de trabajo adecuada. He planteado esto mismo en este proyecto y también en otros.



Cuando se fijan cuotas permanentes en una disposición normativa, se consagra lo que en doctrina jurídica se denomina una “discriminación positiva” o una “acción afirmativa”, la que cada día es más limitada en el Derecho Internacional, precisamente para velar por el principio básico de la libertad. 



Alguien podrá decir: “Entonces, ¿por qué se van a imponer cuotas en el proyecto de reforma al sistema binominal?”. (Y yo he suscrito parte importante de tales indicaciones). Porque se trata de cuotas transitorias, que buscan generar una cultura de inserción, de incorporación de un grupo que ha sido menoscabado, disminuido o discriminado. 



En consecuencia, la temporalidad de las cuotas es la que, de una u otra forma, mantiene o va ayudando a crear la cultura. 



Sin embargo, cuando las cuotas no dicen relación con la posibilidad de participación, sino con el contenido, hay que ser extremadamente cuidadosos. Hago la advertencia para que este Hemiciclo la tenga en cuenta: la imposición de cuotas de contenido, en cualquier tipo de medio de comunicación o en alguna otra función, constituye un elemento de riesgo.



Hoy estamos hablando de una cuota de música chilena, lo que parece bastante loable y necesario desde el punto de vista de su difusión, de la generación de artistas emergentes, etcétera, pero mañana una mayoría circunstancial podría plantear una cuota de programas religiosos en las radios, por ejemplo; o querer imponer cualquier cosa en determinado medio de comunicación. 



Eso me parece extremadamente delicado, señor Presidente.



El proyecto en debate es bastante antiguo. No forma parte del Programa de la Presidenta Bachelet. Por tanto, aquí no caben ni órdenes de partido ni acuerdos de bancada. Acá se requiere más bien tener la capacidad y la convicción de avanzar en esta materia, resolviendo si la fórmula propuesta es la correcta para incentivar la difusión de la música nacional. 



Tal como expresé en la discusión general, la que ahora nos ocupa es una mala iniciativa. No está bien acabada. Entiendo su sentido; es una buena idea; se halla bien inspirada, pero está mal lograda.



Aquí debiéramos entrar al análisis de los aspectos de fondo. Por ejemplo: ninguno de los artistas que hoy nos acompañan -¡ninguno!- cuenta en el Servicio de Impuestos Internos con un código que diga “artista”. 



¡Esa es una discriminación real! 



Deben utilizar fórmulas distintas para su contabilidad, porque no ha habido una política pública de incentivo al desarrollo artístico. 



Como se ve, existen materias de fondo que tienen que regularse, a efectos de evitar que los artistas se vean obligados a recurrir a la figura de una persona jurídica, entre otras fórmulas, para realizar sus actividades. 



¡El proyecto está mal planteado!



Ello se evidencia también en el hecho de que no se distingue entre los grandes consorcios radiales, que muchas veces poseen una participación de mercado abusiva, y las radios locales.



Ya lo decía el Senador Espina: ¡por Dios que es importante el rol de la radio local en los sectores rurales! 



Ahí la televisión, en general, no llega; y cuando llega, informa sobre Santiago, sobre Concepción, sobre Temuco, y no sobre lo que acontece en la localidad.



En esos lugares la única forma de comunicarse y de enterarse de lo que ocurre es a través de la radio.



Reitero: la iniciativa no diferencia entre las grandes cadenas y las pequeñas radios locales. Y estas últimas cumplen con creces el porcentaje de cuota impuesto.



En consecuencia, ya que vamos a imponerles por ley a las radios -independiente del Gobierno de turno- la obligación de cumplir determinado porcentaje, me encantaría que por ley también estableciéramos que los fondos de medios vayan dirigidos a las pequeñas radios locales, a las de regiones, que cumplen un rol muy importante, en lugar de quedar concentrados en las grandes cadenas radiales del país.



--(Aplausos en tribunas).


Ese es un punto muy relevante.



Insisto: si les vamos a establecer una carga por ley, dispongámosles por la misma vía también un derecho. Es lo que corresponde, ¿cierto? Consagrar una discriminación positiva en favor de los que no pueden competir en igualdad de condiciones, puesto que la parrilla de publicidad está concentrada en dos, tres o cuatro grandes grupos y no en las pequeñas radios locales.



--(Aplausos en tribunas).



A mi juicio, señora Presidenta, este proyecto debió hacer esa diferenciación. Lo planteé en la discusión general. 



Esperé que la Comisión de Educación entrara al fondo de la discusión y abordara no solo la imposición de un porcentaje de emisión de música nacional, sino también la promoción real del artista y la distinción entre los consorcios radiales y las radios locales.



No lo hizo. Se perdió una tremenda oportunidad.



Por último, en el caso del inciso que nos ocupa, hago presente que estamos cometiendo un tremendo error: dicha enmienda es abiertamente inconstitucional. El Senado de la República no puede otorgar, mediante la indicación de un parlamentario, funciones a un órgano del Estado. Esto lo prohíbe el artículo 65, N° 2º, de la Constitución. 



Luego de revisar el artículo 3° de la Ley del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, confirmo que esta institución no tiene la facultad que la iniciativa pretende entregarle.


 
En consecuencia, estamos incurriendo en un acto notoriamente injusto, por cuanto el inciso en análisis no se adecúa a las normas constitucionales y legales vigentes.



--(Aplausos en tribunas).

La señora ALLENDE (Presidenta).- No hay más inscritos para intervenir.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

La señora ALLENDE (Presidenta).- Terminada la votación.



--Se aprueba el segundo inciso propuesto por la Comisión de Educación en el artículo 15 de la ley N° 19.928, contenido en el Nº 1) del artículo 1° del proyecto (15 votos a favor, 12 en contra, 2 abstenciones, un pareo).


Votaron por la afirmativa las señoras Lily Pérez, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Araya, Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Moreira, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica y Quintana.



Votaron por la negativa las señoras Allende y Goic y los señores Horvath, Lagos, Letelier, Montes, Navarro, Pizarro, Quinteros, Rossi, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.




Se abstuvieron la señora Muñoz y el señor Guillier.



No votó, por estar pareado, el señor Allamand.


--(Aplausos en tribunas).

La señora ALLENDE (Presidenta).- Voy a suspender la sesión para realizar una reunión de Comités.



Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señora Presidenta, hacemos reserva de constitucionalidad respecto de este inciso.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Los Senadores señores Lagos, Harboe, Navarro y los de la bancada socialista también se suman a la reserva planteada por el Senador señor Pizarro.



Vuelvo a señalarlo: este problema debió corregirse en la Comisión de Educación. Lamentablemente, eso no sucedió.



La Mesa no tenía otra alternativa que proceder como lo hizo.

El señor LETELIER.- ¿Me permite, señora Presidenta?

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor LETELIER.- Por favor, deseo pedir al señor Secretario que rectifique mi pronunciamiento en la votación anterior a la que acaba de realizarse.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Se dejará constancia de su rectificación.



Aparece votando en contra y usted estaba a favor de la enmienda pertinente, ¿cierto?

El señor LETELIER.- Así es, señora Presidenta.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Se suspende la sesión.

)----------(



--Se suspendió a las 19:30.



--Se reanudó a las 19:58.

)-----------------(

El señor TUMA (Vicepresidente).- Continúa la sesión.




--Queda pendiente la discusión particular del proyecto.
El señor TUMA (Vicepresidente).- Ha concluido el Orden del Día.
El señor MOREIRA.- ¿No va a informar nada acerca de la reunión de Comités, señor Presidente?

El señor TUMA (Vicepresidente).- No hubo acuerdo explícito. Pero se hizo presente la necesidad de lograr mejor ambiente y ánimo en las tribunas para que los Senadores puedan ejercer con tranquilidad y en completa libertad su derecho a opinar.

El señor MONTES.- ¡No fue mucho el avance, señor Presidente…!

El señor NAVARRO.- ¡Fue un modesto avance…!

El señor TUMA (Vicepresidente).- Así es.

)---------------(

El señor TUMA (Vicepresidente).- Levantaré la sesión, sin perjuicio de dar curso a las solicitudes de oficios que han llegado a la Mesa.

PETICIONES DE OFICIOS



--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes:



Del señor DE URRESTI:



Al señor Ministro de Obras Públicas, a fin de que remita antecedentes sobre CONSTRUCCIÓN DE NUEVA CALETA PESQUERA DE MEHUÍN, COMUNA DE MARIQUINA. A la señora Ministra de Salud, para que informe acerca de SOLICITUDES A AUTORIDAD SANITARIA DE LOS RÍOS DE AUTORIZACIÓN PARA TRATAMIENTO DE RESIDUOS INDUSTRIALES TÓXICOS O PELIGROSOS. A la señora Superintendenta de Servicios Sanitarios, solicitándole que haga llegar diversos antecedentes en relación con POSIBLE PRESENCIA DE ASBESTO EN RED DE AGUA POTABLE DE COMUNAS DE REGIÓN DE LOS RÍOS. Al señor Director del Servicio de Salud de Valdivia, pidiéndole que remita copia de propuesta de AMPLIACIÓN DE CONVENIO DE PROGRAMACIÓN EN SALUD EN REGIÓN DE LOS RÍOS PARA OPTIMIZACIÓN DE PROYECTOS Y REPROGRAMACIÓN DE RECURSOS ENTRE 2015 Y 2018. Y al señor Secretario Ministerial de Los Ríos, solicitándole información sobre ALERTA SANITARIA POR CALIDAD DEL AIRE EN VALDIVIA. 



Del señor GARCÍA:



Al señor Director de Vialidad de la Región de La Araucanía, requiriéndole MEDIDAS PARA MANTENCIÓN Y MEJORAMIENTO DE CAMINO EN SECTOR LA FRONTERA. Al señor Gobernador de Cautín, pidiéndole AYUDA DE EMERGENCIA PARA PROBLEMA HABITACIONAL DE SOCIAS DE TALLER LABORAL WETRAN-ZONO, SECTOR LA FRONTERA. Y al señor Presidente del Consejo Directivo de BancoEstado, pidiéndole INSTALACIÓN DE CAJERO AUTOMÁTICO (los tres de comuna de Curarrehue, Región de La Araucanía).


Del señor OSSANDÓN:



Al señor Director Nacional de Gendarmería, solicitándole INFORME SOBRE DIVERSOS ASPECTOS DE SISTEMA PENITENCIARIO NACIONAL. Al señor Director del SERNAC, consultándole acerca de EVENTUALES RECLAMOS ANTE COBROS DE BANCOESTADO POR USO DE CUENTARRUT. Y al señor Presidente del Consejo Directivo y a la señora Gerenta General Ejecutiva de BancoEstado, requiriéndoles INFORMACIÓN EN TORNO A TARJETA CUENTARRUT.
)-------------(
El señor TUMA (Vicepresidente).- Por haberse cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 19:59.

Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción
D O C U M E N T O S
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE EFECTÚA APORTE EXTRAORDINARIO AL FONDO COMÚN MUNICIPAL

(9.596-06)


Oficio Nº 11.583


VALPARAÍSO, 13 de noviembre de 2014


Con motivo del mensaje, informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de ley que efectúa aporte extraordinario al Fondo Común Municipal, correspondiente al boletín N° 9596-06.

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Facúltase al Fisco para que efectúe, a contar del mes siguiente al de la entrada en vigencia de la presente ley, por una sola vez, un aporte extraordinario al Fondo Común Municipal a que se refiere el artículo 14 de la de ley N° 18.695, orgánica constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N°1, de 2006, del Ministerio del Interior, por un monto de $12.000.000.000 (doce mil millones de pesos), los que se distribuirán según las normas establecidas en el decreto supremo Nº 1.293, de 2007, del Ministerio del Interior, que establece el reglamento para la aplicación del artículo 38 del decreto ley Nº3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales.

Artículo 2°.- El mayor gasto que irrogue la presente ley se financiará con cargo a reasignaciones dentro de la Partida 50 Tesoro Público.”
*****

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Aldo Cornejo González, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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PROYECTO, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE MODIFICA LA LEY N° 19.175, ORGÁNICA CONSTITUCIONAL SOBRE GOBIERNO Y ADMINISTRACIÓN REGIONAL, FORTALECIENDO LOS CONSEJOS REGIONALES

(9.691-06)


Oficio Nº 11.585


VALPARAÍSO, 18 de noviembre de 2014

Con motivo del mensaje, informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de ley que modifica la ley N°19.175, orgánica constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, con el objeto de fortalecer los consejos regionales, correspondiente al boletín N°9691-06, del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY:
“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N°19.175, orgánica constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, cuyo texto refundido, coordinado, sistematizado y actualizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1-19.175, de 2005, del Ministerio del Interior:

1) Modifícase el artículo 39 de la siguiente manera:

a) En el inciso primero, reemplázase el vocablo “diez” por “veinte”.

b) Incorpórase el siguiente inciso segundo nuevo:

“El Presidente del consejo regional tendrá derecho a la misma dieta que perciben los consejeros regionales, de conformidad a lo señalado en el inciso anterior, incrementada en el 20%.”.

c) En el inciso segundo, que pasa a ser tercero, sustitúyese la frase “El intendente acordará con el consejo” por “El consejo acordará”.

d) En el inciso tercero, que pasa a ser cuarto, reemplázanse los vocablos “dos” por “cuatro” y “seis” por “doce”.

e) Suprímese su inciso cuarto.

f) Intercálanse los siguientes incisos quinto, sexto y séptimo, nuevos, pasando los actuales incisos quinto, sexto y séptimo a ser octavo, noveno y décimo:

“Para efectos de la percepción de la dieta y de la asignación adicional establecidas en los incisos precedentes, no serán consideradas como inasistencias aquellas que obedezcan a razones médicas o de salud que hayan sido debidamente acreditadas mediante certificado expedido por médico habilitado, presentado ante el consejo a través del secretario ejecutivo. Igualmente, para los efectos señalados y previo acuerdo del consejo, se podrá eximir a un consejero de la asistencia a sesión en razón del fallecimiento de un hijo, del cónyuge o de uno de sus padres.

Asimismo, no se considerarán las inasistencias de consejeros motivadas en el cumplimiento de cometidos expresamente autorizados por el propio consejo.

Cuando un consejero regional se encuentre en el desempeño de cometidos en representación del gobierno regional, tendrá derecho a percibir fondos con el objeto de cubrir sus gastos de alimentación y de alojamiento. Tales fondos no estarán sujetos a rendición y serán equivalentes al fondo del viático que corresponda al intendente respectivo por iguales conceptos. Los mismos fondos no sujetos a rendición tendrán derecho a percibir los consejeros para asistir a las sesiones del consejo y de las comisiones, cuando ello les signifique trasladarse fuera de su lugar de residencia habitual.”.

g) Agréganse los siguientes incisos duodécimo, decimotercero y decimocuarto:

“Los consejeros regionales podrán afiliarse al sistema de pensiones de vejez, de invalidez y de sobrevivencia, de acuerdo a lo establecido en el decreto ley N°3.500, por el solo hecho de asumir tales funciones. Para estos efectos, los consejeros se asimilarán al régimen de los trabajadores por cuenta ajena. Las obligaciones que para estos fines se imponen a los empleadores se radicarán en los respectivos gobiernos regionales. Las cotizaciones previsionales se calcularán sobre la base de las asignaciones mensuales que a los consejeros corresponda percibir en virtud de los incisos primero, segundo y cuarto.

Los consejeros regionales, por la actividad que realicen en tal condición, quedarán sujetos al seguro contra riesgo de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales establecido en la ley N°16.744, y gozarán de los beneficios que correspondan a la naturaleza de su cargo. El costo de este beneficio será de cargo del gobierno regional.

El gobierno regional podrá financiar la capacitación de los consejeros regionales en materias de su competencia.”.

2) Incorpórase el siguiente artículo 39 bis:

“Artículo 39 bis.- Los empleadores de las personas que ejerzan un cargo de consejero regional deberán conceder a éstas los permisos necesarios para ausentarse de sus labores habituales con el objeto de asistir a las sesiones del consejo, así como también a las de las comisiones a que se refiere el artículo 37, hasta por doce horas semanales, no acumulables.

Del mismo modo, se deberá conceder permisos laborales para el desempeño de cometidos en representación del gobierno regional, con un máximo, para estos efectos, de tres días durante un año calendario, no acumulables. El tiempo que abarquen los permisos otorgados no será de cargo del empleador, sin perjuicio de lo que acuerden las partes, y se entenderá trabajado para los demás efectos legales, bastando para ello presentar la correspondiente certificación del secretario ejecutivo del consejo.”.

3) Agrégase el siguiente artículo 43 bis:

“Artículo 43 bis.- Cada gobierno regional, en concordancia con su disponibilidad presupuestaria, deberá dotar al consejo de los medios físicos de apoyo suficientes para desarrollar, debida y oportunamente, las funciones y atribuciones que esta ley le confiere, atendido el número de consejeros existente en la región, lo que quedará consignado en el presupuesto regional.”.
Disposiciones transitorias

Artículo primero.- Esta ley entrará en vigencia el primer día del mes siguiente al de su publicación.
Artículo segundo.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de la presente ley durante el primer año de su entrada en vigencia, se financiará con cargo a los recursos de los programas presupuestarios de Gastos de Funcionamiento de los gobiernos regionales y, en lo que faltare, con cargo a la partida presupuestaria Tesoro Público.”.

*****

Hago presente a Vuestra Excelencia que el artículo único del proyecto de ley fue aprobado, tanto en general como en particular, con el voto favorable de 91 diputados, de un total de 119 en ejercicio.

De esta manera, se ha dado cumplimiento a lo prescrito en el artículo 66, inciso segundo, de la Constitución Política de la República.
Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Aldo Cornejo González, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE MINERÍA Y ENERGÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE INTRODUCE MODIFICACIONES A LA LEY GENERAL DE SERVICIOS ELÉCTRICOS, PERFECCIONANDO EL SISTEMA DE LICITACIONES DE SUMINISTRO ELÉCTRICO PARA CLIENTES SOMETIDOS A REGULACIONES DE PRECIOS

(9.515-08)

HONORABLE SENADO:




Vuestra Comisión de Minería y Energía tiene el honor de informaros, en general, acerca del proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, con calificación de urgencia “suma”.





Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 4 de noviembre de 2014, disponiéndose su estudio por la Comisión de Minería y Energía.





Asistió a sesiones de la Comisión, además de sus miembros, el Honorable Senador señor Antonio Horvath Kiss.

- - -





Cabe hacer presente que este proyecto de ley se discutió sólo en general, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento del Senado.

- - -





A las sesiones en que se discutió este asunto, concurrió, especialmente invitado, el Ministro de Energía, señor Máximo Pacheco, acompañado del Director Ejecutivo y de la Jefa del Departamento Jurídico de la Comisión Nacional de Energía (CNE), señor Andrés Romero y señorita Carolina Zelaya, respectivamente; el asesor ministerial señor Felipe Venegas, y el coordinador de prensa señor Diego George-Nascimento.





Concurrieron, también:


- De la Asociación de Generadoras de Chile A.G., la asesora señorita Daniela Gorab.

- De ACERA A.G., el Director Ejecutivo señor Carlos Finat, y el Director señor Claudio Espinoza.

- De VALGESTA Energía S.A., el Gerente General señor Ramón Galaz.


- De la Asociación de Empresas Eléctricas A.G., el Director Ejecutivo señor Rodrigo Castillo.


- De la Asociación de Pequeños y Medianos Generadores A.G., el Presidente señor Sebastián Pizarro, y el asociado señor Juan José Chávez.


- Del Instituto Igualdad, la asesora señorita Daniela Fuentes.

- De la Organización de Consumidores y Usuarios de Chile (ODECU), el Presidente señor Stefan Larenas, y el asesor legislativo señor Edgardo Ceballos.


- De GDF Suez Energy Andino, el CEO señor Juan Clavería; el Gerente de Asuntos Corporativos, señor Pablo Villarino, y el Vicepresidente Comercial, señor Enzo Quezada.

- De COLBÚN Energía, el CEO señor Thomas Keller; el Gerente de Negocios, señor Juan Eduardo Vásquez, y la asesora externa señora Joanna Davidovich.

- De ENDESA, el Gerente de Comercialización señor José Venegas.


- De ENERSIS, el Gerente de Regulación señor Guillermo Pérez del Río.

- De la Asociación de Pequeñas y Medianas Centrales Hidroeléctricas A.G., el Director Ejecutivo señor Rafael Loyola, y el asesor señor Fernando Cubillos.


- De Gestión Comunicación, la señorita Constanza Sapag.

- De FIRST SOLAR, la asesora de comunicaciones señorita Carmen Rodríguez.


- De Radio Cooperativa, el periodista señor Jorge Espinoza.

- Del Diario La Tercera, la periodista señorita Carolina Pizarro.


- De la Fundación Jaime Guzmán, el abogado señor Héctor Mery.


- Del Centro Democracia y Comunidad, el asesor legislativo señor Cristián Mundaca.

- Del Instituto de Ecología Política, el señor Manuel Baquedano.

- De la Biblioteca del Congreso Nacional, el analista señor Rafael Torres.

- Del Instituto Libertad y Desarrollo, la Directora del Programa Legislativo señorita Bárbara Vidaurre, y la especialista señora Susana Jiménez.

- El asesor parlamentario señor Luis Donoso.
- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO





El proyecto de ley persigue, fundamentalmente, mejorar el proceso de licitaciones de suministro de clientes regulados, de tal manera de asegurar un suministro bajo contrato para la totalidad de estos clientes; obtener precios competitivos en un mercado preferentemente de largo plazo, y garantizar el cumplimiento de las metas de eficiencia económica, competencia, seguridad y diversificación del sistema eléctrico.
- - -

ANTECEDENTES

1.- Antecedentes normativos.


1) Decreto con fuerza de ley N° 4, del Ministerio de Economía, de 2006, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 1, de Minería, de 1982, Ley General de Servicios Eléctricos.

2) Ley N° 18.410, que crea la Superintendencia de Electricidad y Combustibles.


3) Decreto supremo N° 14, del Ministerio de Energía, de 2012, que fija tarifas del sistema de subtransmisión y de transmisión adicional y sus fórmulas de indexación.


4) Decreto supremo N° 61, del Ministerio de Energía, de 2011, que fija instalaciones del sistema de transmisión troncal, el área de influencia común, el valor anual de transmisión por tramo y sus componentes con sus fórmulas de indexación para el cuadrienio 2011-2014. 

2.- Mensaje del Ejecutivo.


El Mensaje con que se origina este proyecto de ley hace presente que el modelo regulatorio del funcionamiento de nuestro sistema eléctrico se encuentra establecido en la Ley General de Servicios Eléctricos (LGSE). En esencia se deja a la iniciativa privada el desarrollo y operación de la industria eléctrica, mientras el accionar del Estado se dirige a regular y fiscalizar el sistema, en materia de generación, transmisión y distribución.

Agrega el Mensaje que dicho cuerpo legal ha sido objeto de diversas modificaciones desde la promulgación de su primera versión en septiembre de 1982. De tales enmiendas las más importantes para los clientes regulados se introdujeron mediante la ley N° 20.018 (llamada Ley Corta II), que determinó un esquema de licitaciones para el suministro de los consumos. Son clientes regulados aquellos usuarios finales cuya potencia conectada es inferior o igual a 500 kilowatts, ubicados en zonas de concesión de servicio público de distribución o que se conecten mediante líneas de su propiedad o de terceros a las instalaciones de distribución de la respectiva concesionaria. Los clientes cuyo consumo se ubica entre 500 y 2.000 kilowatts pueden optar tanto por un régimen de tarifa regulada como por uno de tarifa libre.

Hasta la entrada en vigencia de la ley N° 20.018 cada distribuidora eléctrica licitaba el suministro de sus clientes regulados, asignándose de esta manera el “suministrador” (generador) de la energía correspondiente. En cuanto al precio de este suministro, la ley establecía que el precio de energía y potencia que se traspasaba a clientes regulados correspondía al que se determinara semestralmente por la autoridad, mediante la dictación de un decreto de “precio de nudo de corto plazo”, el cual era el resultado de un proceso en que intervenía la Comisión Nacional de Energía (CNE) y el Ministerio de Economía. El precio de nudo debía reflejar un promedio en el tiempo de los costos marginales de suministro a nivel de generación –transporte para usuarios permanentes de muy bajo riesgo. Por su naturaleza, estos precios estaban sujetos a fluctuaciones asociadas a situaciones coyunturales.

Enseguida, el Mensaje recuerda que la aprobación en 2005 de la Ley Corta II fue una respuesta a la crisis energética ocasionada por los cortes en el abastecimiento de gas natural proveniente de Argentina, iniciados a principios de 2004. Desde 1997 el gas natural era el combustible que lideraba las inversiones en generación eléctrica en el país y se transformó en la tecnología que determinó el costo de desarrollo del sistema en el largo plazo. El inicio de los cortes y restricciones en los envíos de gas natural instaló la incertidumbre en el suministro gasífero. Como consecuencia, el sector de generación eléctrica frenó sus inversiones, debido al riesgo sobre la disponibilidad futura de ese combustible. De esta manera la evolución en el largo plazo de los precios tanto para los clientes libres como regulados se tornó impredecible.

Las centrales a carbón, posibles alternativas de desarrollo a las centrales de gas natural y que a la sazón tenían un costo variable superior a estas últimas, no resultaban atractivas para la inversión. Lo anterior se debía a la posibilidad de que el suministro de gas se reanudara, disminuyendo el precio de nudo. Ello habría dejado a las centrales a carbón sin posibilidad de financiarse a través de contratos para suministro con clientes regulados (a precio de nudo), y expuestas a una situación de abastecer contratos a precios menores que sus costos de desarrollo.

Para enfrentar esa situación y despejar la incertidumbre en el mercado eléctrico para el desarrollo de futuras inversiones en generación se dictó la Ley Corta II, cuyo objeto era reforzar la seguridad y competencia en el abastecimiento eléctrico para el país y permitir la incorporación de nuevos actores y proyectos de generación eléctrica. La solución ideada entonces fue cambiar el sistema de fijación de precios existente hasta ese momento, determinado por el Estado al cliente regulado, por uno donde el precio es determinado por la oferta que realizan las empresas generadoras en procesos de licitaciones desarrollados por las compañías distribuidoras. Este sistema permite a los desarrolladores de proyectos de generación rentabilizar a largo plazo sus instalaciones, mediante contratos de suministro celebrados con las concesionarias de distribución a precios fijos, estables y debidamente indexados de acuerdo al combustible elegido para suministrar los contratos y por períodos de tiempo relativamente largos (de hasta quince años de duración).

Además, la ley N° 20.018 dispuso que las distribuidoras debían licitar sus suministros a clientes regulados, con una antelación mínima de tres años, para permitir la entrada de nuevos proyectos y oferentes al mercado eléctrico chileno. Se estableció también un valor máximo o precio máximo, por encima del cual no pueden presentarse las ofertas de las empresas generadoras, y que se fija semestralmente por la CNE junto con el precio de nudo. La metodología de cálculo del mencionado precio quedó plasmada en la propia ley.

El articulado transitorio de la ley incorporó una norma en cuya virtud el precio a traspasar a clientes regulados de las distribuidoras, que al momento de ingreso a tramitación de la ley se encontraban sin contrato, sería el precio de nudo, e incorporaría las desviaciones respecto del costo marginal con un tope del 20% por fijación semestral respecto del precio de nudo, a través de un mecanismo de cargos (y abonos) adicionales en la cuenta eléctrica. Este régimen transitorio duraría dos años con la facultad de extenderse por un año más. Como resultado de la aplicación de este mecanismo transitorio los clientes regulados pagaron durante su aplicación del orden de US$1.500 millones, recursos suficientes para financiar hoy la inversión y operación de una central a carbón de 300 MW por veinticinco años.

A continuación, el Mensaje alude a los supuestos de la ley N° 20.018, entre ellos:



1) El rezago de inversiones duraría un máximo de tres años: la ley estableció un régimen transitorio de dos años, extensibles a tres, donde la diferencia entre precio de nudo y costo marginal se podía traspasar a clientes regulados, para el caso de los suministros que no contaran con contrato. Con esto la regulación asumía que en tres años como máximo se restablecería el equilibrio entre oferta y demanda y se podría superar el rezago de inversiones que estaba determinando una fuerte alza del costo marginal. Lo anterior, acrecentado por el uso alternativo del petróleo diésel como combustible de base, en aquellas centrales que no recibieron más gas natural y que eran duales en el uso de combustible. Despejadas las principales incertidumbres para la inversión, el régimen de contratos seguiría siendo la regla absoluta en el mercado de los clientes regulados.

2) Las distribuidoras tenían ventajas comparativas para la confección de las bases de licitación: el legislador entregó la iniciativa de la confección de las bases de licitación a las distribuidoras, con la aprobación previa de la CNE. Tras esta estructura del procedimiento de confección de las bases, el legislador se puso en el supuesto de que las distribuidoras eran las más idóneas para cumplir ese cometido debido a su mayor conocimiento de las necesidades de consumo y de demanda de los clientes regulados, así como la idea de que siendo un negocio de “traspaso de costos” en relación al precio de energía cobrado al cliente regulado, las distribuidores contaban con los incentivos para buscar los mejores precios finales posibles.

3) El precio máximo actuaría como protección al consumidor para un mercado concentrado y no enteramente competitivo: el precio techo o valor máximo de las ofertas fue concebido como una protección al consumidor, que podría enfrentar condiciones de escasa oferta o baja competencia, con precios muy altos que durarían varios años. La metodología de cálculo del precio techo está influido por precios de mercado ya fijados y no basados en el costo de desarrollo de largo plazo. Además se previó un mecanismo de alza en el precio techo (hasta 15%) para cuando no se hubieran recibido ofertas en las licitaciones respectivas o éstas hubieren sido declaradas total o parcialmente desiertas.

4) Se fortalecería el régimen de contratos a largo plazo: la Ley Corta II quiso remover los principales desincentivos y trabas a la contratación de largo plazo en el mercado eléctrico, especialmente en el mercado de los clientes regulados. Al efecto, el máximo instrumento de estabilización de precios que contempló es el de los contratos de suministro con una vigencia de hasta quince años y con indexadores específicos elegidos por los oferentes de un set establecido previamente en las bases.

El siguiente es el cuadro con los resultados de los procesos de licitación efectuados desde el año 2006 a la fecha:
PROCESO DE LICITACIÓN
Precio techo

[US$/MWh]
 
TOTAL
 



Precio Ofertado
Precio Indexado 

Mayo-2014
Energía 

Adjudicada



[US$/MWh]
[US$/MWh]
[GWh]

LICITACIONES SIC
 
 
 

2006/01
62,7
52,9
68,3
12.076

2006/01- 2
62,7
54,5
91,0
1.130

2006/02
61,7
59,8
62,0
5.700

2006/02-2
71,1
65,8
74,4
1.800

2008/01
125,2
104,3
112,5
7.821

2008/01-2
125,2
99,5
107,3
935

2010/01
92,0
90,3
97,5
2.200

2012/01
129,5
129,5
130,0
924

2012/03-2
140,0
138,9
135,6
248

2013/01
129,0
128,9
133,2
3.900

LICITACIONES SING  

SING 2008/01
138,2
90,0
105,4
2.530


El cuadro muestra que las primeras licitaciones realizadas el año 2006 obtuvieron precios relativamente competitivos y hubo oferta suficiente para cubrir las cantidades demandadas. Sin embargo, las licitaciones posteriores comenzaron a evidenciar serias dificultades de oferta, debido al diagnóstico que se instauró de manera generalizada entre los años 2007 hasta el 2009, esto es, que al año 2010 se produciría un gran descalce entre oferta y demanda por el retraso de algunos proyectos de generación. Esta situación llevó a la autoridad de la época a establecer un sistema de indexación que limitó la exposición al riesgo a los potenciales oferentes, ante la expectativa de costos marginales esperados del sistema muy por arriba de los precios máximos presentes en las licitaciones. Finalmente las licitaciones tuvieron éxito en términos de participación de oferentes, pero a precios sustantivamente mayores que las de 2006 y con un lapso de dos años sometidas a un sistema de indexación, que recogía parcialmente los vaivenes del costo marginal.

En el último proceso de licitación desarrollado el año 2013, junto con no presentarse ofertas suficientes para cubrir el total de la energía demandada, el precio al cual se adjudicó la licitación fue de US$/128,9 MWh, lo cual correspondió al precio “techo”. Éste refleja una situación coyuntural de estrechez de oferta, que en ningún caso corresponde a un desarrollo eficiente del segmento generación. El alza en los precios de licitaciones desarrollados en los últimos ocho años ha significado que el componente energía de la cuenta eléctrica de hogares, comercios y pequeñas empresas sea 20% superior respecto al año 2010. De mantenerse el escenario de precios adjudicados en 2013, el costo de la electricidad para clientes regulados podría subir 34% durante la próxima década.

En ese marco, el Mensaje arguye que a casi diez años de la Ley Corta II el país se encuentra nuevamente ante la coyuntura de licitar los suministros de las distribuidoras con un escenario de estrechez de oferta eléctrica. De igual manera, el supuesto de que las distribuidoras tendrían de manera permanente y completa sus suministros cubiertos por contratos de largo plazo con las generadoras no se ha cumplido cabalmente, y los regímenes excepcionales que regulan el caso de un suministro para clientes regulados de una distribuidora que no se encuentren respaldados por un contrato con un generador no han contado con una solución única y permanente en el sistema, lo que genera incertidumbre y barreras de entrada para nuevos competidores.

En los últimos diez años se han determinado variadas formas de solucionar los problemas de asignación y precio del suministro, desde la emisión de la Resolución Ministerial Exenta N° 88, del Ministerio de Economía, de 2001, pasando por el artículo 27 transitorio de la Ley Corta II y la ley N° 20.220, que reguló la situación de quiebra de una suministradora. Actualmente se sigue aplicando una regla equivalente de excepcionalidad, mediante las Resoluciones Exentas Nos. 2.288, de 2011, y 239, de 2012, de la SEC. De esta forma, la regulación caso a caso que rige para las distintas situaciones que se han presentado o podrían presentarse en el futuro cercano contribuye a aumentar la incertidumbre regulatoria que se intentó combatir.

Entre los supuestos no cumplidos de la Ley Corta II, el Mensaje indica que el relativo a que en tres años máximos se podría restablecer el equilibrio entre oferta y demanda, superando el rezago de inversiones que estaba determinando una fuerte alza del costo marginal, no fue tal. La falta de competencia en el proceso de licitaciones, con precios cada vez mayores, ausencia de nuevos participantes, energía de base contratada que se concentra en las tres principales generadoras del país, y costos marginales esperados del sistema por sobre los precios máximos fijados en las licitaciones, evidenció un nuevo descalce entre una demanda creciente y una estrechez de la oferta por parte de las empresas generadoras.

Por otra parte, tampoco se cumplió el supuesto de que las distribuidoras, dado su mayor conocimiento de las necesidades de consumo y de demanda de los clientes regulados, entregarían proyecciones acordes al crecimiento de la demanda. Estas proyecciones tendían a sobreestimarse por parte de las distribuidoras con altas tasas de crecimiento, dando lugar a una serie de observaciones por parte de la autoridad regulatoria para que justificaran dichas proyecciones. Ha sido la CNE la que asume la responsabilidad de autorizar la proyección de demanda y el consecuente diseño del bloque de suministro acorde a fundamentos y justificaciones estimados por ellas. A esto debe sumarse que no existe la certeza que las distribuidoras posean los incentivos necesarios para buscar los mejores precios, dado que éstas simplemente realizan el traspaso de costos a sus clientes finales.

En lo que respecta a que el precio de techo o valor máximo de las ofertas actuaría como protección al consumidor, dado que nos encontramos ante un mercado de generación concentrado y con competencia imperfecta, en los hechos terminó entendiéndose como un derecho de los generadores a ofertar y, en consecuencia, a vender a ese precio y no como un precio establecido en beneficio de clientes regulados. Es decir, un precio límite en que bajo su umbral deberían ofertar las generadoras. El precio techo ha jugado un rol al menos discutible con un efecto indeseado, dado que al ser observable, predecible y calculable para las empresas potencialmente oferentes, éstas adaptan su oferta a la evolución esperada del precio techo, toda vez que dicho precio se puede calcular anticipadamente sobre la base de valores calculados y establecidos en los decretos de precios de nudo de corto plazo, con una cierta adición definida en la propia ley, de modo que opera sin generar el efecto de dar lugar a precios basados en costos eficientes de mercado con señales de largo plazo.

Así pues, añade el Mensaje, se esperaba que el procedimiento licitatorio permitiera que los generadores recibieran ingresos consistentes con sus costos de producción y que fomentara la competencia en el sector eléctrico. No obstante, a ocho años de haberse realizado el primer proceso de licitación y habiéndose realizado más de una decena de procesos, los precios de adjudicación han aumentado aproximadamente al doble, muy por encima de los costos competitivos de largo plazo, y el proceso no ha conseguido atraer la competencia deseada y necesaria para el buen funcionamiento del sector.

El Mensaje comenta que la situación de estrechez de oferta reseñada tiene múltiples causas y lleva años de gestación.

Por una parte, el Estado no ha tenido un rol activo en la conducción, dirección y orientación de largo plazo del sector ni en el establecimiento de las condiciones conducentes a un desarrollo energético seguro, sustentable, equitativo y a costos razonables. Adicionalmente, se aprecia un mercado eléctrico altamente concentrado, que ha presentado niveles de competencia por debajo de lo deseado a nivel de generación, y un dinamismo en el desarrollo de inversiones inferior al que Chile necesita.

Por otra, la denominada “judicialización” de proyectos energéticos tiene como discusión de fondo la compatibilidad en el uso del territorio entre las distintas actividades humanas, las prioridades locales y el desarrollo eléctrico. Asimismo, un creciente cuestionamiento ciudadano frente a determinadas fuentes de generación debido a sus impactos socio-ambientales y la falta de participación temprana de las comunidades receptoras de los proyectos en los beneficios ligados a las iniciativas.

En razón de lo anterior, el Gobierno definió una “Agenda de Energía”, dada a conocer por S.E. la Presidenta de la República en mayo del presente año, construida desde su inicio de forma abierta y participativa, a través de reuniones e intercambio de ideas con diversos actores sociales, políticos, parlamentarios, municipales, empresariales, ONG y académicos, buscando conjugar gran parte de esas visiones y ha trazado la ruta o carta de navegación de los próximos años para el sector energético en Chile.

La Agenda de Energía señala los principales lineamientos que deberán guiar dichos esfuerzos, partiendo de la base de reconocer que la energía es un insumo esencial para la sociedad, de manera que su disponibilidad y abastecimiento influyen directamente en el crecimiento social y económico y, en consecuencia, en la reducción de la pobreza. La falta de acceso a fuentes y redes de energía confiables constituye una limitación para el progreso social sostenible, el crecimiento económico y el bienestar de la población, por el impacto que tiene para los hogares de Chile el costo de la electricidad.

Esta Agenda ha trazado una ruta que tiene como objetivo lograr que nuestra energía sea confiable, sustentable, inclusiva y de precios razonables, con una matriz eléctrica diversificada, equilibrada y que garantice al país mayores niveles de soberanía en sus requerimientos energéticos. Para ello se impulsarán políticas y acciones para avanzar en cambios sustanciales en los próximos diez años. Una de las metas planteadas en la Agenda apunta a reducir en 25% los precios de las licitaciones de suministro eléctrico de la próxima década para hogares, comercios y pequeñas empresas, respecto a los precios ofertados en la última licitación realizada en 2013 (que ascendieron a US$/128,9 MWh). Herramienta clave para lograr este objetivo, son las licitaciones de suministro para clientes regulados.

Los próximos procesos de licitación involucran una cantidad de suministro de tal magnitud que tendrán una incidencia significativa en el precio para los clientes regulados durante la próxima década. Así, para el año 2021 se requerirá licitar en el SIC aproximadamente 20.000 GWh, lo cual representa cerca del 45% del total de suministro contratado para dicho año. El precio promedio de los contratos que se traspasa a clientes regulados se encuentra a esta fecha en torno a los 85 US$/MWh. Si se considera que los contratos de menor precio, suscritos en las licitaciones del año 2006, comienzan a vencer a partir de 2019, y de continuar la tendencia de los precios de adjudicación de los últimos procesos, en torno a los 130 US$/MWh, el resultado de las próximas licitaciones puede implicar un alza muy importante en el precio de los clientes regulados, cuyos efectos perdurarían por un extenso período, puesto que se trata de contratos de hasta quince años. Por tal motivo, resulta de gran importancia incorporar modificaciones al diseño de las licitaciones de suministro que permitan incorporar mayor competencia, nuevos proyectos eficientes y lograr menores precios para los clientes regulados.

El Mensaje continúa explicando que en la última década se observan altos costos marginales y precios de electricidad para clientes finales que no reflejan el costo de un desarrollo eficiente del sistema. Diversos estudios apuntan que uno de los problemas del mercado eléctrico estaría asociado a la falta de competencia en el mercado de generación. En un reciente estudio encargado por la Fiscalía Nacional Económica, se indica que la forma de las ofertas en las licitaciones de distribución no son consistentes con competencia perfecta (esto es, cercanas al coste de oportunidad de proveer energía). De la misma forma se descartan conductas de colusión (i.e. acciones concertadas para levantar precios). Se observa competencia imperfecta con un ejercicio de poder de mercado de tipo unilateral o no-cooperativo. Este informe advierte que el alza de los precios resta competitividad a la industria chilena y comienza a transmitirse paulatinamente a las familias. En el SIC las tres empresas más grandes de generación eléctrica y sus relacionadas poseen más del 76% de la capacidad instalada, mientras que en el SING alcanza al 98%.

En tal sentido, Chile se enfrenta al riesgo de adjudicar contratos para los hogares, pequeñas empresas y comercios (clientes regulados) que tendrán efectos por toda la próxima década, a precios muy por encima de los costos competitivos de largo plazo. El costo de la electricidad podría subir 34% durante la próxima década respecto al año 2014. De suceder eso, en diez años las cuentas eléctricas habrán subido en torno al 50%. Por ello, uno de los objetivos planteados por el Gobierno es generar las condiciones para permitir y promover mayor competencia en el mercado eléctrico y así lograr precios razonables para los clientes regulados.

Uno de los instrumentos claves para el logro de estos objetivos está constituido por los procesos de licitación de suministro para clientes regulados, que representan cerca del 50% de la demanda de consumo eléctrico del SIC y SING. Por ello, estas licitaciones sentarán las bases de los precios de la próxima década, junto con los niveles de diversificación, competencia y seguridad en el suministro eléctrico del país.

El mercado eléctrico nacional es un mercado de contratos, lo cual implica que toda la energía que se consume debe estar respaldada en un contrato de suministro. Dada la magnitud que representan los contratos de suministro para clientes regulados dentro del mercado de contratos, la manera en que las licitaciones incentiven la incorporación de nueva capacidad incide en el desarrollo del sistema eléctrico. En particular, el logro de atributos deseables y necesarios para el sistema eléctrico, tales como eficiencia en la generación eléctrica, competencia en el sector, seguridad en el suministro, diversificación de las fuentes de energía y sustentabilidad del parque generador, serán posibles de alcanzar en la medida que el mercado de contratos de los clientes regulados propenda a ellos. El Estado no puede restarse en la participación del diseño de estos procesos de licitación, que proporcionan un medio relevante para asegurar el cumplimiento de dichos objetivos, puesto que es el Estado el responsable final del funcionamiento del servicio eléctrico para los usuarios del país.

Además, la obtención de un contrato de suministro que dé mayor certeza en cuanto a los ingresos es un elemento fundamental para concretar la instalación de nuevos proyectos de generación, pues de la existencia de contratos depende fuertemente el otorgamiento del financiamiento necesario para materializarlos. El desarrollo de procesos de licitación orientados por parte de empresas distribuidoras únicamente a la obtención del respaldo de suministro contratado, sin lograr incorporar medidas que incentiven el ingreso de nuevos y adecuados proyectos de generación, ha tenido efectos en una expansión más restringida del parque de generación. Es clave que el Estado vele por un diseño apropiado de las licitaciones de suministro para clientes regulados, a fin de viabilizar la incorporación de nuevos actores y centrales de generación al mercado alineados con los objetivos mencionados.


En opinión del Ejecutivo, el suministro al cliente regulado es un servicio público y el Estado debe velar, supervisar y propender a que éste sea confiable, sustentable, inclusivo y a precios razonables. En consecuencia, la actividad económica que conlleva la licitación de energía y su respectivo contrato de adjudicación debe ser regulada por el interés público involucrado. Existe convicción técnica en orden a que el mecanismo de licitaciones públicas para obtener el suministro y determinar el precio de energía para los clientes regulados es un mecanismo adecuado para el funcionamiento de un mercado dinámico y competitivo del segmento generación.

En mérito de lo expuesto, y sobre la base de la experiencia de los ocho años de aplicación del mecanismo y de la experiencia de otros países de la región que contemplan mecanismos comparables (como Brasil y Perú), se propone introducir ajustes al mecanismo contemplado en nuestra legislación, que tienen como uno de sus ejes principales fomentar la competencia del mercado de generación eléctrica, mediante la incorporación de nuevos actores y fuentes de generación que perfeccionen el funcionamiento competitivo de este mercado. Estas condiciones permitirán reducir los precios para los clientes regulados en el largo plazo y mejorar las condiciones de abastecimiento energético nacional en su conjunto.

El Estado no puede actuar como un espectador pasivo, sino que debe jugar un rol fundamental orientando y conduciendo el desarrollo eléctrico del país en el largo plazo. Este rol se traduce en atribuciones que permitan a la autoridad diseños licitatorios que cumplan con objetivos estratégicos y atraigan nuevas inversiones al sector. Se trata de desplazar el eje de la responsabilidad del proceso desde las concesionarias de servicio público de distribución hacia la autoridad reguladora.


Al concluir, el Mensaje considera que este nuevo marco de licitaciones dará al oferente señales de certeza regulatoria y de desarrollo orgánico. Conforme al principio de servicio público que rige el suministro de electricidad a clientes regulados, no habrá lugar a la opción de interrumpir este suministro mientras exista la capacidad técnica y la disponibilidad de energía para suministrarlo.
3.- Estructura del proyecto de ley.




La iniciativa consta de un artículo único y tres artículos transitorios.





El artículo único contiene trece numerales, que introducen diversas enmiendas al decreto con fuerza de ley N° 4, del Ministerio de Economía, de 2006, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 1, de Minería, de 1982, Ley General de Servicios Eléctricos.

Entre las principales modificaciones que se consultan en el texto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados, cabe mencionar:


- Las licitaciones de suministro eléctrico se constituyen en un mecanismo que garantiza el suministro contratado de clientes regulados a precios competitivos, y asegura condiciones de eficiencia económica, seguridad, competencia y diversificación del sistema eléctrico. La CNE, explicitará los lineamientos asociados para el cumplimiento de los referidos objetivos, lo que serán considerados para definir los contenidos de las licitaciones.


- La autoridad regulatoria será responsable de elaborar las bases de licitación y las empresas distribuidoras serán las encargadas de llevar a cabo el proceso administrativo de licitación. Los contratos de adjudicación que se suscriban entre una distribuidora y el suministrador serán contratos tipos, que formaran parte de las Bases de Licitación, y serán aprobados por la CNE. Tratándose de contratos de suministro de energía para servicio público de distribución, se rigen por normas de orden público.


- Se establece un esquema flexible de definición de bloques de suministro a licitar. De esta manera, se podrán definir licitaciones de largo plazo con al menos cinco años de antelación, en donde se espera mayores niveles de competencia con nuevos actores. Adicionalmente, en caso de resultar necesario, se podrán definir licitaciones de corto plazo. El plazo máximo de duración de los contratos se extiende a veinte años (en concordancia con los plazos de financiamiento de centrales de generación que permitan obtener precios de ofertas más bajos).


- El precio máximo de las ofertas puede mantenerse oculto a los oferentes hasta después de abiertas las ofertas. Este precio máximo será determinado por la autoridad en base al período de suministro y costos eficientes de abastecimiento del bloque de suministro a licitar. Con ello se impide la adjudicación a precios por sobre lo razonable para el producto licitado, y se incorpora un instrumento que podría incentivar mayor competencia que precio máximo revelado, eliminando expectativas de adjudicaciones a precios coyunturales.


- Se permite a los oferentes que respalden su oferta en nuevos proyectos de generación para que, en caso de enfrentar problemas para la instalación de sus centrales por razones inimputables, puedan poner término anticipado al contrato, o postergar el inicio de suministro. Esto reduce el riesgo de cumplir con la obligación de suministro recurriendo a compras al mercado spot, sin haber logrado concretar la instalación del proyecto debido a razones no imputables, permitiendo la participación de mayor oferta y competencia a las licitaciones.


- Los criterios de evaluación económica de las ofertas que se establezcan en las bases podrán contemplar las fórmulas de indexación, o premiar aquellas ofertas basadas en nuevos proyectos de generación, respaldadas en energía firme disponible para ser contratada, medios de generación que se proponga fomentar, entre otros, según los objetivos determinados para la licitación.


- Se aclara la indefinición legal respecto de la regulación de suministros destinados a clientes regulados sin contrato que lo respalde, definiendo la responsabilidad de los generadores y el precio de transacción, en caso que los retiros sean mayores que el suministro contratado. Esta medida es excepcional, por lo que se estima adecuado que la aplicación de la regulación sea única, independiente de la causal específica que la origina.


- Las empresas generadoras asignadas para suministrar la correspondiente fracción del suministro sin contrato recibirán por la venta de dicha energía (por parte de la empresa distribuidora) un valor equivalente al precio de venta de la energía que corresponde al máximo valor entre el Precio de Nudo de Corto Plazo y el costo variable de operación propio del generador, más las diferencias de costos marginales entre el punto de retiro y el punto de inyección, ajustado por factores que reconozcan las pérdidas de energía.


- Se aumenta el límite que define los clientes libres (actualmente, clientes libres son aquellos cuya potencia conectada es inferior o igual a 500 kW; entre dicho límite y 2.000 kW, se puede optar entre los tipos de tarifa). Así, se consideran clientes libres aquellos con capacidad instalada superior a 10.000 kW, lo que tiene como principal motivación el hecho de que hoy clientes libres no tienen una gran capacidad de negociación frente a sus proveedores de energía.
•
- Se permite (en una norma transitoria) gradualidad en la implementación del aumento. Por ejemplo, se establece que aquellos usuarios entre 5.000 y 10.000 kw, sólo podrán optar por el traspaso a régimen regulado a partir del cuarto año de publicada la ley. Además, se incorporó una disposición relacionada con el denominado “multirut”, en orden a evitar la práctica de algunos clientes industriales consistente en dividir el consumo energético en varios empalmes para acceder al mercado regulado.

- Se incluye un plazo de noventa días, contado desde la publicación de la ley, para dictar el reglamento respectivo, y se prorroga hasta el 31 de diciembre de 2015 el decreto Nº 14, del Ministerio de Energía, de 2012, que fija tarifas de los sistemas de subtransmisión y de transmisión adicional y sus fórmulas de Indexación.
- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL

Al iniciarse la discusión de esta iniciativa legal expuso ante la Comisión, en primer término, el señor Ministro de Energía.
El personero de Gobierno señaló que la ley N° 20.018 estableció un sistema de licitaciones competitivas que aseguran el precio por un tiempo determinado con incentivo a la inversión en generación. Este cuerpo legal contempló, además, la obligación de las empresas de distribución eléctrica de comprar bloques de potencia para asegurar el suministro eléctrico de clientes regulados.

Las licitaciones de suministro, dijo el Ministro, son públicas, abiertas, no discriminatorias y transparentes. Las bases son elaboradas por las distribuidoras y aprobadas por la Comisión Nacional de Energía (CNE). El período de suministro no puede ser superior a quince años.

El objetivo de esta regulación fue la incorporación de nuevos proyectos y competencia al segmento de generación, definiendo precios eficientes para clientes regulados. Sin embargo, el suministro ha tenido un alza significativa, llegando a cerca del doble del valor de las licitaciones. De esta manera, mientras para clientes regulados (familias, comercios y empresas pequeñas) el suministro fue adjudicado en 2006 a valores promedio de 65 US$/MWh, en la última la licitación del año 2013 ese valor fue de 128 US$/MWh. De mantenerse la tendencia de los procesos de licitación de 2013 el costo de la electricidad podría subir 34% durante la próxima década respecto al año 2014. Y en diez años las cuentas eléctricas habrán subido 50%.

El Secretario de Estado adujo que las licitaciones son un poderoso instrumento que permite promover la competencia en el mercado eléctrico y lograr precios razonables. Las licitaciones sentarán las bases de los precios de la próxima década, junto con los niveles de diversificación, competencia y seguridad en el suministro eléctrico del país. Si bien existe una cantidad relevante de energía contratada, a partir del año 2019 habrá déficit de ella (esto es lo que ahora se pretende licitar).

El señor Ministro recordó que la ley N° 20.018 entregó la conducción del proceso a las distribuidoras eléctricas, dado su mayor conocimiento de necesidades de consumo y demanda de clientes regulados. No obstante, en ocho años de licitaciones se ha demostrado que las distribuidoras no cuentan con los incentivos necesarios para buscar precios eficientes, ya que realizan el traspaso de costos a sus clientes finales.


Así las cosas, el principio detrás de esta nueva regulación es que el suministro a cliente regulado es un servicio público, por lo que el Estado debe velar, supervisar y propender a que sea confiable y a precios razonables. Los objetivos que debe perseguir el mecanismo de licitaciones son asegurar suministro bajo contrato para clientes regulados a precios competitivos y garantizar el cumplimiento de los fines de eficiencia económica, competencia, seguridad y diversificación del sistema eléctrico, promoviendo la entrada de nuevos actores y tecnología.


Al Estado, acotó el señor Ministro, le corresponderá un nuevo rol en materia energética: las bases de las licitaciones de suministro eléctrico serán desarrolladas por la CNE. Los criterios de evaluación económica de las ofertas podrán considerar fórmulas de indexación, premiar ofertas en nuevos proyectos de generación, o bien respaldadas en energía firme, entre otros criterios que se definan según objetivos determinados para la licitación.


Esta iniciativa de ley, adujo el personero, propone un esquema flexible de definición de bloques de suministro a licitar. Se podrán definir licitaciones de largo plazo, con al menos cinco años de antelación, lo que debería suscitar mayores niveles de competencia con nuevos actores. Y si fuere necesario, se podrán establecer licitaciones de corto plazo. Por otra parte, se aumenta el plazo máximo a veinte años, de manera de establecer tiempos más acordes con los de financiamiento de nuevas centrales de generación.


Además, se faculta a los oferentes que respalden su oferta en nuevos proyectos de generación, para que en caso de enfrentar problemas para la instalación de sus centrales por razones inimputables, puedan poner término anticipado al contrato o postergar el inicio de suministro. Ello reduce el riesgo de comprar en el mercado spot sin haber logrado concretar la instalación del proyecto, lo cual da pie a mayor oferta y competencia en las licitaciones. La verificación de las condiciones que gatillan la aplicación de esta medida debe estar fundamentada en un informe de consultor independiente y deberá efectuarse al menos con tres años de antelación al inicio de suministro.


Según dijera el señor Ministro, una de las razones por las cuales las empresas se presentan a las licitaciones con precios altos está dada por los riesgos: éstos pueden ser compartidos para obtener precios más bajos y evitar agregar el valor de dicho riesgo.


Enseguida, el personero destacó que en la proposición del Ejecutivo el precio máximo de ofertas se mantiene oculto a los oferentes hasta después de abiertas aquéllas. Esto contribuirá a dinamizar la competencia, pues este precio funciona como referencia. En todo caso, el precio será determinado por la CNE en base al período de suministro y costos eficientes de abastecimiento.

Ante una consulta surgida en el seno de la Comisión, el Director Ejecutivo de la CNE explicó que el precio de adjudicación de la oferta en 2013 fue de U$132 con un precio máximo conocido, mientras que en la licitación siguiente (en 2014) –al establecerse un precio de reserva no conocido- alcanzó los U$112. Lo dicho demuestra, en su opinión, la fortaleza de una norma que contemple un precio máximo oculto. El problema radica en que en su momento el precio máximo conocido se incorporó a la ley para favorecer al consumidor, pero terminó operando en forma contraria a sus intereses y se transformó en un derecho de las empresas al momento de licitar.


Ante una consulta del Honorable Senador señor Pizarro acerca de los niveles de competencia –en relación al número de empresas oferentes- observados en dicha ocasión, el Director Ejecutivo de la CNE aclaró que en esta licitación participó la misma empresa (esto es, ENDESA), estimándose un precio de reserva de U$114, que en rigor se había fijado en U$120. 

Al retomar el uso de la palabra el señor Ministro de Energía apuntó que en el actual escenario entre las empresas se comienza a percibir una mayor competencia, notándose un alza de proyectos y de nuevos actores. Así, mientras en marzo del presente año existían veintiocho proyectos en construcción por 1.949 MW, a octubre se contabilizan cuarenta y ocho iniciativas por 3.682 MW.


El personero señaló, luego, que los contratos pueden contener mecanismos que permitan, previa aprobación de la CNE, traspasar ciertos cargos a los precios cuando éstos se originen en cambios no previsibles al momento de la adjudicación y que signifiquen una alteración importante al régimen económico del contrato. Se busca, de este modo, resolver la indefinición legal respecto del suministro destinado a clientes regulados sin contrato que lo respalde. Al efecto se define la responsabilidad de los generadores y el precio de transacción, en caso que los retiros sean mayores que el suministro contratado. Esto sólo se aplicaría en caso de una licitación previa fallida, realizada con un año de antelación, que contemple condiciones particulares para el valor máximo de las ofertas.


Asimismo, dijo, se propone asignar los volúmenes de energía del suministro sin contrato de cada hora de operación entre los diferentes generadores que inyectaron energía al sistema durante tales horas y a prorrata de su energía inyectada. El precio de venta de la energía corresponde al máximo valor entre el precio de nudo de corto plazo y el costo variable de operación propio del generador, más las diferencias de costos marginales entre el punto de retiro y el punto de inyección. Este precio se traspasa al cliente final, incorporándose en la reliquidación del precio de nudo promedio.


El Honorable Senador señor Orpis fue de opinión de que mientras en el actual esquema normativo el incentivo es dejar desierta la licitación, en este proyecto de ley el incentivo se orienta a perfeccionar el contrato. El contrato no sería la excepción, por lo cual en los siguientes procesos no debería haber licitaciones desiertas, sino que estarían todas contratadas.


El Secretario de Estado afirmó que estos argumentos convergen, por cuanto si el mercado espera que lo señalado conlleve una rebaja en precios, lo razonable es salirse del spot. Pero si éste va a caer, lo que se necesita es contratar. De esta manera se ha creado una dinámica de inversiones debido a que con estos precios la rentabilidad se ve incrementada. Con todo, agregó, el problema no se resuelve sólo con la generación, sino que queda por acometer lo más complejo que es la transmisión.


El Honorable Senador señor Horvath adujo que para nadie es desconocido lo concentrado que se encuentra el mercado de la energía. En un sistema que funciona mediante oligopolios o que tiende a configurarse así, añadió, se debe hacer un esfuerzo de evaluación de las tarifas posibles, del mismo modo como en los sistemas de aguas y alcantarillado se efectúan comparaciones con empresas modelos. Sostuvo que este ejercicio sería beneficioso para saber qué esperar en escenarios futuros.


A continuación, consultó a los representantes del Ejecutivo si en las licitaciones se consideran bloques especiales para ERNC separadas; si se contemplan los programas de eficiencia energética o de cogeneración para obtener la energía convenida a precios más convenientes, y en materia de transmisión cómo se pretende aplicar el instrumento de la CORFO en una misma cuenca pero con una red única que se prorratea.


Al responder, el señor Ministro enfatizó que la idea es que, luego de aprobado este proyecto, se entreguen las bases de licitación en marzo de 2015 y se pueda recibir ofertas en marzo de 2016, para suministrar energía ya en el año 2021. Se dispone de cinco años para desarrollar el proyecto, realizar estudios de impacto ambiental, obtener la resolución de calificación ambiental y construir. En el evento de surgir un problema justificable e imprevisto se extiende por dos años más el plazo correspondiente.


En lo relativo a los “bloques horario”, el personero afirmó que existe una consideración particular para las ERNC, toda vez que se reconoce el carácter intermitente de su generación. No obstante, el viento es predecible en cuanto a su comportamiento y su horario, dependiendo también de la altura del molino respectivo. El señor Ministro, a título ilustrativo, señaló que en Alemania existen en la misma zona proyectos de energía base y de energía intermitente. Estas energías por bloque horario deben complementarse con otras para conferirle estabilidad al sistema. Los bloques horarios van a permitir que tanto la energía eólica, cuanto la solar, ingresen a las licitaciones con ofertas atractivas.

El Honorable Senador señor Orpis manifestó su inquietud por el modo cómo se resuelve el espacio ciego que se produce en esta situación.


El Director Ejecutivo de la CNE precisó que los bloques horarios, de 1.000 GWh por año, se subdividen en tres sub-bloques y cualquier empresa puede ofertar por alguno de ellos o escoger una oferta de veinticuatro horas. Si bien el viento es intermitente, es relativamente predecible: existen parques eólicos respecto de los cuales se conoce su perfil de viento, lo que permite estructurar una oferta por el bloque nocturno, cuando el viento sopla con más fuerza. Hay empresas que ya están realizando ofertas que combinan energía solar y eólica. Se trata de ofertas de empresas independientes por veinticuatro horas.


Si la licitación es exitosa, dijo, no habrá problemas. Si quedan bloques sin licitar, habrá que licitar nuevamente esos descalces. Para ello se establecerá una licitación de corto plazo, se subirá el precio de la oferta y se analizará cuán conveniente es el precio final medio de todo el bloque para los consumidores. Esto es distinto que las licitaciones que se han hecho hasta ahora, esto es, bloques de veinticuatro horas, gruesos o grandes, a U$130 ó U$115. En esta materia, afirmó, la política adoptada es responsable, porque se trata de bloques pequeños (se están licitando 1.000 GWh).


El Honorable Senador señor Horvath arguyó que si el sector pequeño o mediano no cuenta con la garantía de una red de transmisión única financiada a prorrata, será difícil materializar lo que pretende el Ejecutivo.


El Honorable Senador señor Guillier consultó por el plazo que el Ejecutivo se ha fijado para entregar el estudio integrado de cuencas.


El Honorable Senador señor Orpis señaló que este proyecto de ley constituye la oportunidad de incorporar la generación distribuida (smart grid), al menos respecto de la alta potencia.


El señor Ministro de Energía comentó que el estudio integrado de cuencas no sólo es un elemento que permitirá visualizar la infraestructura de transmisión susceptible de construirse en tales cuencas, sino que además dará ocasión para una mayor competencia entre las generadoras de manera de no depender de un único proyecto. Este estudio se adjudicó a una empresa canadiense en conjunto con la Pontificia Universidad Católica de Chile y se encuentra en pleno desarrollo. Debería estar concluido en agosto del próximo año.


En otro orden, el señor Ministro dijo que existe el compromiso de ingresar a tramitación antes de fin de año el proyecto de ley de asociatividad. Esta iniciativa busca que la patente municipal se pague en la comuna donde se instala el proyecto, como un mecanismo que permita aplanar la diferencia que existe en las tarifas que se cobran entre distintas comunas.


El Director Ejecutivo de la CNE sostuvo que la implementación del smart grid depende de los incentivos del marco regulatorio. Respecto de las redes inteligentes residenciales la clave será el proyecto sobre eficiencia energética, que supone un trabajo conjunto entre las compañías y sus clientes para incentivar conductas de ahorro. El financiamiento de esta red se tendrá que dar en el contexto de un cambio en la forma cómo estamos entendiendo la distribución eléctrica. Este tema se contiene en el proyecto de transmisión.


El Honorable Senador señor Orpis fue partidario de abordar en esta iniciativa legal la denominada “red inteligente de alta potencia”. Dado que la red inteligente opera sobre la base de los contratos que se celebran con los grandes consumidores, las distribuidoras tienen la facultad de captar parte de la energía que ellos no ocupan. Así, se le entrega una alternativa a las empresas distribuidoras: no sólo contratar con la generadora, sino también con grandes consumidores para efectos de abastecerse de energía en los distintos bloques horarios.


El señor Ministro recordó que recientemente ha entrado en plena vigencia el net metering, lo que permitirá que la energía que no sea utilizada por el usuario pueda ser inyectada a la red y la distribuidora deba pagar por ella.

En relación con la eficiencia energética, señaló que es necesario que se instalen más empresas de ahorro de energía en Chile, las cuales cobran un porcentaje de lo que se logra ahorrar.


El Honorable Senador señor Horvath hizo presente que el Gobierno anterior modificó sustantivamente el texto original del proyecto de ley sobre net metering. Esta modificación da lugar a una distorsión, esto es, produce un efecto no deseado, pues permitirá a las empresas pagar un valor cercano al 47% de lo que ellas mismas cobran por la energía que inyecta el usuario.


En lo que atañe a los suministros sin contrato, el Director Ejecutivo de la CNE explicó que todos los suministros de clientes regulados deberían estar amparados por un contrato, el cual define cuál es la empresa responsable de la energía y el precio a que ésta se transa. Por distintas razones, agregó, en los últimos catorce años se han producido situaciones en las que ha sido necesario determinar quiénes son los que responden por la energía que se consumió y a qué precio, en circunstancias que éste es un servicio público que se caracteriza porque no se deja de entregar el respectivo servicio al usuario si la distribuidora no tiene contrato.


Al respecto, han existido cinco soluciones distintas (por ejemplo, responder por el suministro todo el parque generador a precio nudo fijado por la autoridad, o bien, a prorrata de las inyecciones que se realizan en un año a costo marginal). Cuando se hizo el análisis de los elementos a mejorar en la regulación, para atraer inversiones y bajar los costos, se consideró un riesgo clave la aparición de suministros sin contrato en el mercado, sin que hubiera certeza acerca de cuál era la solución que debía adoptar la autoridad. Ello impidió a los bancos evaluar dicho riesgo.


La solución del proyecto de ley no debería inhibir la inversión: ningún generador responderá con su patrimonio por el suministro no contratado, pero se deberá proteger al consumidor final y no exponerlo a los riesgos del spot. Esta solución se aplicará sólo cuando habiéndose previsto que puede existir un suministro sin contrato, se establezcan licitaciones de cortísimo plazo por año para cubrir ese déficit, con un precio conocido de 30% sobre el precio medio de mercado. De no licitarse responde el generador que inyectó energía a la hora del consumo. En tanto en el mercado físico inyección y retiro a la misma hora es igual a cero, en el mercado comercial el precio se asigna al mayor valor entre el precio nudo a corto plazo (que fija la autoridad), o el costo variable de la unidad.


Ante una consulta del Honorable Senador señor Pizarro referida a si la diferencia resultante la paga el consumidor final, el Director Ejecutivo de la CNE sostuvo que este costo se traslada habitualmente al usuario.


Luego, el personero de Gobierno sostuvo que en consideración a un informe de la Fiscalía Nacional Económica, sobre cómo mejorar la situación de pequeños clientes libres, se estimó conveniente aumentar el límite que los define. En tal sentido, el proyecto entiende como clientes libres a aquellos con capacidad instalada superior a 10.000 KW. Los clientes con capacidad instalada entre 500 y 10.000 KW podrán optar al régimen de tarifa regulada o de precio libre, permitiéndoseles acceder a los precios determinados por las licitaciones de suministro para clientes regulados y mejorar sus condiciones de negociación ante los generadores. Con todo, se contempla un período de transición de cuatro años para los clientes entre 5.000 KW y 10.000 KW.

El Honorable Senador señor Guillier preguntó si la alternativa prevista causa algún perjuicio al cliente que queda bajo el límite y decide regularse, frente al que –en igualdad de condiciones- opta por quedar libre.

En su respuesta el señor Ministro aclaró que este cliente es el usuario que tiene una empresa pequeña. A su turno, el Director Ejecutivo de la CNE complementó indicando que se estableció una gradualidad: la ley se aplica de inmediato para clientes bajo 5 MW; a partir del cuarto año podrán optar por esta modalidad los clientes entre 5 y 10 MW. Introducir una demanda alta de energía en los procesos de licitación de corto plazo podría generar un descalce muy relevante. En el afán de reducir riesgos, para que no sean traspasados a consumidores finales, se hizo una revisión exhaustiva de los contratos entre generadoras y clientes libres, estableciéndose que existe una práctica del mercado consistente en incorporar la cláusula de renegociación eventual de precios por causa no prevista.


El proyecto establece una institucionalidad adecuada para proteger tanto al consumidor como al generador, en términos que la correspondiente renegociación se hace por la CNE y, en caso de no haber acuerdo, el dirimente es el Panel de Expertos Eléctricos, organismo autónomo.


El Honorable Senador señor Pizarro señaló, en relación al precio máximo de oferta y ajuste, que las empresas al hacer la oferta en la licitación estiman que pueden llegar a cierto precio en condiciones determinadas. Al aparecer un problema no previsto la cuestión es cómo se hace para que comience a funcionar el proyecto cuando no se puede materializar por razones inimputables al oferente, produciéndose diferencias de precios.


El señor Ministro afirmó que no se pretende seguir expuestos a la carga de sobreprecios por eventualidades razonables que cambian las condiciones en que el mercado funcionaba y a partir de las cuales el proyecto iba a desarrollarse. De ser así se podrá extender el plazo de suministro, otorgándosele al titular del proyecto hasta dos años para que lo inicie, pero si sobrepasa dicho plazo se podrá negociar el precio. Con este esquema se persigue compartir el riesgo entre los diversos actores. Además, en la práctica el Panel de Expertos inhibe a las empresas a recurrir a él, incentivándolas a alcanzar acuerdos antes de llegar a esta instancia.


El Honorable Senador señor Horvath fue de opinión de que si bien el Panel de Expertos tiene prestigio, se encuentra financiado por las empresas eléctricas, lo cual se aleja del ideal en esta materia.

En una sesión posterior expuso ante la Comisión la asesora del Instituto Libertad y Desarrollo, señora Susana Jiménez, quien destacó que en cuanto esta iniciativa legal cambia el marco regulatorio de los procesos de licitaciones de suministro eléctrico para clientes sometidos a regulación de precios, se orienta en la dirección correcta. Ello porque hay un diagnóstico compartido acerca de la necesidad de perfeccionar algunos aspectos del sistema vigente. Sin embargo, agregó, la propuesta del Ejecutivo no parece la más adecuada, pues corre el riesgo de alejar el objetivo último de las licitaciones, cual es garantizar el suministro de energía de clientes regulados al menor costo posible. 


Las licitaciones de suministro para clientes regulados, dijo, surgen con la ley N° 20.018 para destrabar inversiones, estableciendo contratos de largo plazo a precios estables e indexados. Los resultados de los procesos de licitación iniciados el año 2006 fueron positivos, pero con el tiempo se observó una creciente dificultad para satisfacer la demanda, con la consecuente tendencia al alza de los precios de las licitaciones. En ese marco, la especialista afirmó que se requiere introducir mejoras al proceso para asegurar suministro a clientes regulados a precios competitivos. Estos clientes representan cerca del 50% de la demanda conjunta SIC-SING. La energía que será contratada alcanzará en torno al 80% de la demanda regulada del SIC en el año 2025.

Luego, la profesional del ILD aseveró que el proyecto otorga un rol de liderazgo al Estado en el proceso de licitación, adjudicación y modificación de contratos, y entrega a la autoridad regulatoria la responsabilidad de elaborar las bases de licitación y los contratos tipo. A su vez, incorpora un esquema flexible de definición de bloques de suministro a licitar, con licitaciones de largo plazo (de hasta veinte años), realizables con al menos cinco años de antelación, y licitaciones de corto y cortísimo plazo. Además, reemplaza el precio máximo o techo actual por uno que se mantiene oculto hasta una vez abiertas las ofertas.


Por otra parte, recordó que la iniciativa introduce en los contratos mecanismos de revisión de precios que permiten, previa autorización de la autoridad, traspasar ciertos costos a precios, cuando éstos se originan en cambios no previsibles, mediante solución de controversias a través del Panel de Expertos. De esta manera, se permite a oferentes con nuevos proyectos postergar el inicio de suministro o poner término a los contratos, hasta tres años después de la suscripción del mismo, ante problemas inimputables al oferente, previo informe de consultor independiente y aprobación de la CNE.


Enseguida, destacó como aspectos positivos del proyecto de ley en estudio, los siguientes: a) la posibilidad de anticipar el proceso de licitación; b) la opción de ajustar los bloques a licitar con arreglo a distintos plazos; c) la incorporación de cláusulas de postergación de suministro frente a eventos no controlables por el desarrollador y cambios relevantes en los costos de provisión del suministro eléctrico, y d) la búsqueda de soluciones a temas pendientes, como los referidos al traspaso de excedentes o al tratamiento de las concesionarias de distribución sin contratos de suministro.


Estas medidas, adujo, apuntan a reducir los riesgos y, por ende, debieran incentivar la entrada de nuevos proyectos.


Sin embargo, agregó la profesional, el proyecto también mostraría algunos aspectos negativos, a saber:


a) El rol que la iniciativa entrega al Estado se traduce en una mayor discrecionalidad de la autoridad pública, pero sin que existan contrapesos a su respecto.


b) En lo tocante a suministros sin contrato, la iniciativa incidirá en un aumento de los riesgos y desincentivará la entrada de nuevos actores.


c) Los criterios de evaluación de ofertas que se contemplan no garantizan el menor precio posible.


La señora Jiménez se preguntó si el Estado debe sólo generar un marco normativo apropiado o debe también hacerse cargo del sistema de licitaciones. Al respecto, consideró necesario zanjar claramente las responsabilidades de los actores participantes, a la luz de la pregunta relativa a quién debe asegurar el suministro de clientes. En tal sentido, fue partidaria de promover una agencia licitante independiente que garantice el proceso técnico-económico, aislado del ciclo político e intereses particulares. De lo contrario, agregó, a lo menos habría que precisar en la ley el objetivo a lograr y las funciones específicas de la autoridad para evitar arbitrariedades.


Una discrepancia fundamental, arguyó, radica en que se pretende usar un instrumento, esto es, las licitaciones, para el logro de múltiples objetivos, con resultados inciertos. El punto es si se buscará hacer política energética vía licitaciones y si acaso no sería conveniente considerar otros objetivos, como el riesgo de manejo de precios en un escenario de desacople del sistema por varios años. 
Dado que la CNE, prosiguió, contará con amplias atribuciones, urge establecer quién actuará como contrapeso del regulador en aspectos técnicos como informe preliminar, elaboración de bases, definición de precio de reserva, estimación de precio nudo, rechazo de postergación de suministro o término anticipado. En ese orden de ideas, propuso incluir la facultad de recurrir a instancias técnicas de resolución de controversias, lo cual implica fortalecer el rol del Panel de Expertos y crear instancias para dirimir conflictos entre privados.

Luego de cuestionar el alcance del concepto de “servicio público” en relación con la definición del contrato tipo de suministro de energía y la posibilidad de que éste deje de ser un convenio entre privados, advirtió que el mayor riesgo de la discrecionalidad de la CNE sin contrapesos es que origine menores incentivos para presentarse a licitaciones o suscite un mayor precio de adjudicación para compensar los riesgos.


A continuación, la personera comentó que se establece la obligación de suministro a las generadoras, asignándose los volúmenes de energía del suministro sin contrato de cada hora de operación entre los diferentes generadores que inyectaron energía al sistema durante tales horas y a prorrata de su energía inyectada. El precio de venta de dicha energía resulta del valor equivalente al máximo entre el precio de nudo de corto plazo y el costo variable de operación propio del generador, más las diferencias de costos marginales entre el punto de retiro y el punto de inyección, lo anterior debidamente ajustado por factores que reconozcan las pérdidas de energía. Esta solución, dijo, obligará a las generadoras a satisfacer esos requerimientos a un precio que puede ser insuficiente para pagar la inversión. El problema es qué ocurrirá cuando se acumulen retiros sin contrato, considerando que ello conlleva una venta obligada a precio regulado. La figura se agrava al ampliar el universo de usuarios que pueden acogerse al régimen de tarifa regulado. 


La iniciativa, en su opinión, introduce un mayor riesgo para las generadoras de base y para todas aquellas que deban ajustar su nivel de contratación. Ello desincentiva la entrada de nuevos actores, y en las licitaciones termina traspasando el riesgo a precios. Por tal motivo el retiro sin contrato debiera ser excepcional, si bien parece razonable reconocer el costo de oportunidad de esta energía, a pesar de que está recogido en el marginal, el cual puede ser alto o bajo. Sólo en el último año ese costo ha fluctuado entre US$74 y US$194 por MWh (Quillota, SIC) y CDEC-SIC, y se estima que alcanzaría US$56 en junio de 2015. En este sentido, es dable preguntarse de quién es la responsabilidad final de garantizar el suministro de clientes regulados.


La regulación de suministros sin contrato, arguyó, no debe convertirse en una barrera para nuevos proyectos: debe reconocerse el costo de oportunidad de la energía suministrada. Si los premios para ofertas respaldadas en nuevos proyectos de generación introducen discriminación entre centrales existentes y nuevas, la norma no se condice con el objetivo de alcanzar el precio más bajo posible. Las fórmulas de indexación de las ofertas podrían ser razonables, pero conllevan las complejidades propias de toda proyección de precios de largo plazo. Además, los premios asociados a objetivos como la diversificación del sistema eléctrico abren un enorme espacio para la discrecionalidad en la adjudicación de las licitaciones. Los criterios de evaluación, distintos al menor costo de la energía, pueden redundar en mayores precios para clientes regulados.


La especialista resaltó que la resolución exenta N° 432, de la CNE, de 2014, que incluye una nueva estructura de tramos horarios para parte de los bloques a licitar, revela el uso de las licitaciones para definir la política energética y altera el principio de neutralidad tecnológica. En este sentido, añadió, la ley N° 20.698 (que propicia la ampliación de la matriz energética mediante ERNC) establece la facultad de realizar licitaciones especiales para alcanzar la meta correspondiente. Lo dicho puede encarecer la energía al elevar el costo del suministro conjunto, no ser costo eficiente y declararse desiertos algunos tramos, lo cual, sumado a la regulación de suministro sin contrato propuesta en el proyecto de ley, aumenta los riesgos para los oferentes. Esto demuestra, a juicio de la especialista, que no es buena idea hacer política energética con las licitaciones.


Al finalizar su intervención reiteró que si bien el proyecto de ley es un avance, pues varios de los aspectos contenidos en él han sido largamente discutidos y urge su resolución, existen diversos temas que deberán ser estudiados y definidos con mayor detalle. Con todo, abogó por destrabar los proyectos de generación y trabajar en otras áreas de manera simultánea, como asociatividad local y licitación de terrenos fiscales, apoyar proyectos en carpeta y acometer el ordenamiento local y la priorización de cuencas (factores que también causan incertidumbre).


Al hacer uso de la palabra el Director Ejecutivo de Empresas Eléctricas A.G., señor Rodrigo Castillo, hizo en primer término una relación de las circunstancias que condujeron a la dictación de la ley N° 20.018, de los objetivos que se tuvieron en vista con ella y de sus principales hipótesis normativas.


Enseguida, acotó que con ese cuerpo legal se esperaba que en el corto plazo no se presentaran situaciones que impidieran el desarrollo de las inversiones en el segmento de generación, particularmente de energía base. Pero hasta la fecha esto no ha ocurrido. Los procesos licitatorios que se han efectuado en los últimos años sólo han permitido adjudicar una parte de la energía requerida y a precios significativamente superiores a los que se adjudicaron las primeras licitaciones en el año 2007.


El profesional sostuvo que en la Agenda de Energía se establecen metas y objetivos relacionados con los procesos licitatorios, esto es, la reducción en un 25% de los precios de las licitaciones de suministro eléctrico de la próxima década; el rediseño de las bases de licitación de corto y largo plazo; la regulación del suministro sin contrato; el mejoramiento del poder de negociación de los “pequeños clientes libres” (hasta 10 MW instalados), y cambios normativos al reglamento de licitaciones, entre otros. En ese contexto surge el proyecto de ley en estudio.

En opinión del profesional este proyecto de ley es positivo, en la medida que reduce incertidumbres y riesgos a los potenciales inversionistas (oferentes); se hace cargo de la necesaria participación en el proceso, a través de informes de la CNE observables, y se proponen mejoras a la situación actual para suministros sin contrato. No obstante, acotó, existen elementos del proyecto que pueden ser perfeccionados.


Desde hace años se ha exigido una política energética clara y de largo plazo, respecto de la cual el sistema de licitaciones se ha concebido como una herramienta de política pública. De esta manera, la discrecionalidad podría enmarcarse en finalidades de este tipo. Por lo demás, no cabe confundir discrecionalidad con arbitrariedad. Al facultarse a la CNE para diseñar las bases de licitación se cumplen dos objetivos: minimizar precios de largo plazo a clientes regulados y promover competencia y nuevas inversiones, mediante la eliminación de barreras de entrada. Ello se traduce en gestión de riesgos de inversión y promoción de la diversificación y seguridad energética del país.


Por otra parte, el señor Castillo hizo presente que lo que se denomina el nuevo rol del Estado en materia energética es simplemente una explicitación de la realidad administrativa, por cuanto en la práctica el derecho a veto de la CNE ha implicado decidir todos los aspectos importantes de los procesos licitatorios. Así, los asuntos fundamentales involucrados en la compra en estas licitaciones, que son observados y fijados por la autoridad son: precio máximo; plazo del contrato; volúmenes demandados; garantías exigidas a los proveedores, y tipo, tamaño y horario de los bloques. Lo único que hace el proyecto de ley, en consecuencia, es transparentar y fijar un marco normativo a la actuación que hoy le cabe al ente regulador en las licitaciones.


Por otra parte, en opinión del profesional, el mecanismo de suministros sin contrato genera certeza y claridad, en relación a la forma en que se han resuelto situaciones similares en el pasado como la RM 88/2001, del Ministerio de Economía, y la quiebra de Campanario. Este mecanismo debe generar incentivos para la contratación para suministro a clientes regulados, para lo cual asigna la obligación tomando en consideración la proporción inversa al nivel de contratación con clientes regulados, es decir, lo transforma en un instrumento de incentivo a participar en licitaciones.


En cuanto al incremento del límite para ser calificado como cliente regulado, el especialista sostuvo que protege a los clientes cuya potencia conectada se encuentra entre 2 y 10 MW de las actuales condiciones del mercado. Si se busca solucionar una situación transitoria y coyuntural, debe entonces tener igualmente carácter transitorio y resguardar el financiamiento de las inversiones, considerando el riesgo de subsidios cruzados. En tal sentido sería oportuno limitar la opción de elección cada cuatro años en caso de clientes sobre 500 KW, por las distorsiones que esto produce.


En otro orden de cosas, adujo que el sistema de licitaciones es un mecanismo para adquirir energía y establecer su precio. El Estado, a través de la CNE, ha fijado siempre el precio de la energía, hasta el año en forma directa y bajo criterios definidos por esta Comisión y en los procesos actuales la discrecionalidad ha bajado, debido a los precios que se obtienen del proceso licitatorio.


La responsabilidad de las distribuidoras consiste en cumplir los contratos adecuadamente y a tiempo. Al respecto, no hay cambios respecto de las responsabilidades ni para el Estado ni para las distribuidoras.


En lo que atañe al precio final a los clientes y el rol de las empresas distribuidoras, estimó que éstas tienen grandes incentivos para reducir precios pero no trasladan a clientes finales la totalidad de sus costos de compra de energía, producto de mecanismos de traspasos de costos que no los reconocen en su totalidad. En 2014, bajo una tarifa de compra de 100 US$/MWh, las empresas deben financiar con cargo a su resultado final US$100 millones al año. Al mismo precio, en el año 2030 este valor llegaría a US$220 millones al año, costo que se incrementaría proporcionalmente en caso de aumentos del precio, correspondiendo sólo a pérdidas no reconocidas en la tarifa. Existe evidencia de que las alzas de precios también pueden disminuir la demanda e incrementar niveles de morosidad o incobrabilidad, e incluso el hurto


El señor Castillo afirmó que el mecanismo actual de licitaciones genera incentivos perversos para el segmento de distribución, al exponer al titular a la amenaza de ser sancionado en caso de que sus estimaciones de demanda sean menores a la realidad y se produzca un déficit. Con la legislación propuesta se elimina este incentivo perverso y, por el contrario, se generan los estímulos necesarios para que las estimaciones sean acordes con las mejores expectativas del segmento, según las condiciones de mercado y económicas susceptibles de proyectarse en un momento determinado. Ello en consideración a la dificultad en la interpretación de la naturaleza del monto de la componente variable (10%) y de la complejidad en las proyecciones por rigideces en algunos de los primeros contratos firmados. No obstante, ni los mejores modelos de proyección de demanda, ni la mejor información disponible en un momento dado, pueden hacerse cargo de la existencia de variables que modificarán el esquema calculado.


El Presidente de la Organización de Consumidores y Usuarios (ODECU), señor Stefan Larenas, fue partidario de que el Estado defina qué recursos se explotan y cuándo. En tal sentido, dijo, al privado le corresponderá participar una vez que el Estado ha decidido. Enseguida, el personero informó que para concretar este proyecto de ley el Ejecutivo instaló durante tres meses una mesa de trabajo que contó con la participación de expertos y organizaciones del sector público y privado (como la ODECU, la Comisión Ciudadana Técnica Parlamentaria, empresas distribuidoras, empresas generadoras convencionales y no convencionales, entre otros actores).

El personero enfatizó que no existe intervención de los clientes regulados en los CDEC: en éstos sólo actúan generadores, transmisores y clientes libres, sin que haya representantes de los consumidores, quienes serán los sujetos pasivos del precio regulado. En ese marco, dijo, es necesario establecer la libertad para que el consumidor escoja a su productor de energía. Actualmente es tecnológicamente posible separar los costos de las redes de los costos de la energía. De esta manera, el consumidor podrá vender los excedentes y, si generó energía en casa, la distribuidora deberá permitir que inyecte esa energía a la red y remunere su contribución.


Nuestro país, adujo, se enfrenta al riesgo de adjudicar contratos para los hogares y pequeñas empresas a precios muy por encima de los costos competitivos de largo plazo. De mantenerse la tendencia de los últimos procesos de licitación del año 2013, el costo de la electricidad podría subir 34% durante la próxima década, respecto al año 2014. Esto significa que en diez años las cuentas eléctricas habrán subido 50%. Siendo así, una mayor competencia en el mercado eléctrico permite obtener precios razonables para los clientes regulados. Y un instrumento clave para el logro de ese objetivo está representado por los procesos de licitación de suministro para clientes regulados, pues involucran cerca del 50% de la demanda de consumo eléctrico del SIC y SING. Por tal razón, estas licitaciones sentarán las bases de los precios de la próxima década, junto con los niveles de diversificación, competencia y seguridad en el suministro eléctrico del país.


El señor Larenas explicó que la ley N° 20.018 entregó la conducción del proceso a las distribuidoras eléctricas. Pero en estos ocho años de aplicación del mecanismo se ha demostrado que las distribuidoras no cuentan con los incentivos necesarios para buscar precios eficientes, dado que éstas simplemente realizan el traspaso de costos a sus clientes finales. Por eso el principio que inspira esta nueva regulación es que el suministro a cliente regulado es un servicio público: el Estado debe velar, supervisar y propender a que éste sea confiable y a precios razonables.


En relación con el rol de la autoridad y alcance de las licitaciones como instrumento, arguyó que cuando se propone que las licitaciones de suministro eléctrico sean desarrolladas por la CNE lo que se pretende es garantizar el suministro contratado de clientes regulados a precios competitivos, y asegurar condiciones de eficiencia económica, competencia, seguridad y diversificación del sistema eléctrico.


A continuación, el personero destacó la idea del proyecto de ley en orden a resolver la indefinición legal respecto de la regulación de suministros destinados a clientes regulados sin contrato que lo respalde, determinando la responsabilidad de los generadores y el precio de transacción. Sólo se aplicaría esta situación si resultara fallida una licitación previa realizada con un año de antelación.


El Gerente General de VALGESTA Consultores, señor Ramón Galaz, afirmó que uno de los objetivos principales de la llamada Ley Corta II fue generar incentivos para que los generadores pudieran ofertar bloques de suministro de energía a precios estables y de largo plazo, disminuyendo así la importancia del costo marginal instantáneo como señal de precios de mercado. Adicionalmente, las enmiendas estaban orientadas a fortalecer el mecanismo de contratos de largo plazo dando mayor estabilidad al sistema. Estos objetivos, dijo, deseables al momento de promulgar la ley N° 20.018, siguen siendo relevantes y críticos para el sector.


En ese orden, sostuvo, cabe preguntarse si luego de nueve años de la promulgación de dicho cuerpo legal se están cumpliendo los objetivos planteados para el mecanismo de licitaciones. Después de tres procesos fallidos de licitación, el Ministerio de Energía determinó que el límite superior de la banda fuera aumentado en 8,8%. Posteriormente, en función de esa instrucción, la CNE aprobó las bases de licitación para un nuevo proceso, que resultó parcialmente desierto debido a que las ofertas recibidas no fueron suficientes para cubrir el total del bloque de suministro licitado.


Atendida la falta de ofertas para los distintos bloques de energía, toda o parte de la demanda licitada no puede ser cubierta con nuevos llamados de licitación para asegurar el abastecimiento de la totalidad del suministro licitado. Consecuencialmente, se han incrementado los precios de una manera que se ha vuelto iterativa. Existen múltiples causas que explican esta situación, que el señor Galaz resumió en lo siguiente: a) proceso poco flexible en plazos, periodicidad y estructura de precios; b) plazos de llamado de las licitaciones muy cortos, lo que complejiza principalmente la entrada de nuevos actores; c) segmentación de la demanda poco flexible, lo que imposibilita ofertar en base a demanda de corto plazo y de largo plazo (esto se traduce en que el precio final de las ofertas de largo plazo se basa generalmente en la contingencia de corto plazo); d) las bases de licitación, que elaboran las empresas distribuidoras y que la CNE debe aprobar, generan confusión al no ser precisas en sus requerimientos (lo cual deja espacio a su interpretación, oscureciendo los roles y responsabilidades), y e) mayor incertidumbre en la construcción de plantas nuevas a resultas de la oposición social, el mayor cuestionamiento ambiental y la judicialización de los proyectos.


El mecanismo de licitaciones, adujo, tal como está estructurado, se considera poco flexible, no fomenta necesariamente el ingreso de nuevos agentes en generación, no ha producido las condiciones de competencia que se esperan de un proceso como éste y no permite definir claramente que la oferta de corto plazo versus la de largo plazo debieran tener un tratamiento diferenciado.


Así las cosas, esta iniciativa legal independiza el proceso del VAD y establece un proceso anual, donde el reglamento debe fijar uno o más periodos en el año para realizar los procesos de licitación. Además, entrega mayores atribuciones a la CNE, que diseña, coordina y dirige la realización de los procesos de licitación en concordancia con los objetivos de eficiencia económica, competencia, seguridad y diversificación del sistema eléctrico.


Las distribuidoras son responsables de los aspectos administrativos y de gestión de los procesos de licitación, como también de los gastos en que se incurra en dichos procesos. Además, deberán monitorear y proyectar su demanda futura, para luego informar a la CNE en forma justificada, detallada y documentada las proyecciones de demanda y necesidades de suministro. El incumplimiento origina sanciones de acuerdo a la ley.


En lo que concierne a los principios que rigen los procesos de licitación, el especialista mencionó la no discriminación arbitraria, la transparencia y la estricta sujeción a las bases. El proceso de licitación se inicia con un informe preliminar de la CNE que contiene aspectos técnicos y, si existiesen, las condiciones especiales de la licitación. Los interesados, inscritos en el registro correspondiente, podrán realizar observaciones de carácter técnico a dicho informe, las que deberán ser respondidas por la Comisión en un plazo de treinta días y, posteriormente, debe notificar dicho informe con las modificaciones pertinentes producto de las observaciones que hayan sido acogidas.


El plazo máximo del contrato se aumenta de quince a veinte años. En las bases se establecerán las condiciones, criterios y metodologías que serán empleados para realizar la evaluación económica de las ofertas. Estos criterios podrán considerar las fórmulas de indexación de las ofertas, así como también criterios que favorezcan la evaluación de aquellas ofertas que aseguren el cumplimiento de los objetivos, tales como respaldo de la oferta en nuevos proyectos de generación, respaldo de la oferta en energía firme disponible para ser contratada, entre otros.


Los contratos podrán tener mecanismos de revisión de precios en caso que, por causas que no hayan podido ser previstas por el suministrador, los costos de capital hayan variado en una magnitud tal que produzca un excesivo desequilibrio económico, de acuerdo a un porcentaje definido en las bases. Este mecanismo se activa mediante solicitud del suministrador a las concesionarias, con copia a la CNE, encargada de autorizar las modificaciones al contrato. En caso de desacuerdo entre la Comisión y el suministrador, éste último puede presentar sus discrepancias ante el Panel de Expertos. El mecanismo podrá ser activado también por organizaciones de consumidores.


Hizo presente que en cada licitación el precio es fijado por la Comisión Nacional de Energía (CNE) en un acto administrativo de carácter reservado, que permanecerá oculto hasta la apertura de las ofertas. Indicó que este valor deberá ser fundado y definirse en virtud del bloque de energía, periodo, y en consideración a estimaciones de costos eficientes de abastecimiento en cada caso. Añadió que el Reglamento deberá asegurar la confidencialidad del valor máximo, en el caso de que sea fijado en forma reservada.


En casos justificados se implementarán licitaciones de corto plazo, en cuyo proceso se fijarán condiciones distintas a las establecidas en la ley. Los oferentes que se adjudiquen licitaciones con proyectos nuevos de generación podrán solicitar, fundadamente, postergar plazo de inicio de suministro, o poner término anticipado al contrato por causas no imputables al adjudicatario. El plazo para ello es de hasta por tres años desde la suscripción del contrato. Las ofertas deben fijar hitos y plazos de seguimiento, y las bases deben exigir garantías u otras cauciones. El ejercicio de la facultad de postergar el plazo o terminar anticipadamente el contrato deberá fundarse en un informe de consultor independiente.

Las distribuidoras que dispongan de excedentes podrán convenir con otras distribuidoras, del mismo sistema eléctrico, el traspaso de excedentes. En las licitaciones de corto plazo, cuando la CNE prevea que, para el año siguiente, el consumo efectivo de energía a clientes regulados será superior al suministro contratado, dictará una resolución para implementar una licitación de corto plazo. El valor máximo no podrá ser inferior al precio medio de mercado, incrementado hasta en 30%. El periodo de contrato será de hasta un año.


El señor Galaz hizo hincapié en que si el consumo efectivo de energía a clientes regulados resulta superior al suministro contratado, considerando los traspasos de excedentes, corresponderá que los retiros necesarios para abastecer dichos consumos, sean realizados por todas las generadoras en función de sus inyecciones de energía, horarias.


Los consumos asociados al suministro sin contrato serán pagados por las distribuidoras a las generadoras que correspondan, a un precio equivalente al máximo valor entre el precio de nudo de corto plazo y el costo variable de operación real del sistema, al que se le aplicará el factor de expansión de pérdidas medias del sistema.

A su turno, el Director de la Asociación Chilena de Energías Renovables A.G. (ACERA), señor Claudio Espinoza, destacó que las ventas de energía a los clientes regulados corresponden al 55,9% de todas las ventas en esta materia. La generación con ERNC alcanzó el 9,3% del total SIC más SING en octubre de 2014. Hoy están en construcción del orden de 850 MW de centrales de este tipo de energías, encontrándose cerca de 14.300 MW aprobados, lo que acredita que el precio de ellas es competitivo.


El personero consideró que el proyecto de ley resuelve adecuadamente problemas evidenciados con el actual régimen de licitaciones. Entre ellos: falta de incentivos para las distribuidoras en cuanto a obtener precios bajos; licitaciones conducidas por las distribuidoras, pero donde la responsabilidad final por los resultados recae en la autoridad; licitaciones que pudiendo ser un potente instrumento de política pública para alcanzar objetivos de competencia, seguridad y sustentabilidad, no han sido usadas con ese fin; evidente falta de competencia en las licitaciones, lo que ha llevado a precios altos y a suministros sin contratos; desincentivo a la entrada de nuevos oferentes en número o tamaño relevante en las licitaciones; plazos entre la adjudicación y el inicio del suministro que no son consistentes con plazos de desarrollo de nuevas centrales; precio adjudicado a contratos indexados con combustibles fósiles que no refleja la variación futura ni el riesgo asociado al precio de esos combustibles, y un tratamiento del suministro a clientes regulados sin contrato que impone costos y riesgos a los participantes en las licitaciones.


En el esquema propuesto la CNE actúa sustentada en un informe fundado, que al menos se refiera a proyecciones de demanda de las concesionarias de distribución; condiciones esperadas de la oferta de energía en el periodo del contrato, y la justificación de las eventuales circunstancias excepcionales en las condiciones de la respectiva convocatoria. Los informes podrán ser observados por las distribuidoras, generadoras y otros interesados.


El proyecto de ley, dijo el profesional, flexibiliza la definición de bloques a licitar, de manera de permitir licitaciones de largo y corto plazo. Además, reconociendo que existen elementos de riesgo no controlables por el desarrollador de una central que podrían retrasar o impedir su concreción, permite posponer, con la debida justificación y por motivos inimputables, hasta dos años la fecha de inicio del suministro o bien terminar el contrato. Las condiciones que justifican esta opción la debe verificar un tercero imparcial y habrá de ejercerse con al menos tres años de anticipación.

Actualmente, explicó, las ofertas de suministro se evalúan y adjudican solo en función del precio ofrecido por cada generador, al momento de la presentación de la oferta. Los contratos basados en generación mediante combustibles fósiles están sujetos a la variabilidad del precio de los combustibles. El proyecto de ley dispone que podrán considerarse las fórmulas de indexación de las ofertas a lo largo del período de suministro.

En materia de suministro sin contrato a distribuidoras, el proyecto de ley busca que este mecanismo se aplique solamente si los otros sistemas aplicables no permiten contratar ese suministro. Adicionalmente, la iniciativa persigue asegurar que estos suministros no sean una barrera de entrada para las licitaciones, ni un riesgo alto para los generadores; que quienes deban cubrir los suministros sin contratos no incurran en pérdidas; que las congestiones del sistema de transmisión asociadas al suministro sin contrato no sean de cargo de los generadores; que los retiros se asignen solo a los generadores que inyectaron durante las horas en que hubo retiros sin contratos. Para aquellos generadores que tengan contratos regulados, existirá un descuento o disminución de su participación en la asignación de retiros sin contratos.


En otro orden de ideas, precisó que si bien la ley N° 20.018 asignó a las distribuidoras la responsabilidad de dirigir y coordinar los procesos de licitación, en la práctica la CNE ha tenido una alta injerencia en dichos procesos. Pero para que esta Comisión pueda dar cuenta adecuadamente de las responsabilidades que se le asignan se la debe dotar con los recursos humanos y materiales necesarios. En todo caso, previno, se otorga un amplio ámbito de discrecionalidad a este organismo para definir los criterios de adjudicación, las condiciones que activarían el mecanismo de revisión de precios y las causales para postergar o terminar anticipadamente el contrato.


El personero consideró conveniente, a fin de dar mayor certeza regulatoria, que se definan criterios que eviten posibles arbitrariedades de la CNE en el ejercicio de las atribuciones que le otorga el proyecto de ley. Tales parámetros deben quedar consignados en el reglamento, sin perjuicio de ampliar la competencia del Panel de Expertos en aquellos temas no vinculados a materias de política energética. Agregó que, alternativamente, el proyecto de ley debiera establecer como criterio general que cualquiera sea la decisión de la Comisión sobre una materia determinada, esta debería ser debidamente fundamentada con anticipación.


Respecto del aumento a 10 MW del límite de potencia para clientes regulados, explicó que la medida se justificaría por las dificultades de los clientes libres bajo 10 MW para obtener contratos de suministro competitivos. La medida debería reducir el riesgo de precios para clientes medianos, estabilizar el precio de la energía y aumentar la demanda de los clientes regulados, haciendo más atractivas las licitaciones.


La baja oferta y los altos precios deberían ser una situación que permanezca por un tiempo hasta que la competencia que atraerá la licitación se haga efectiva. Sin embargo, la incorporación a las redes de distribución de demandas elevadas de clientes libres, que pasarían a clientes regulados y que pueden abandonar esa condición en cuatro años, puede llevar a que el sistema de distribución se sobredimensione, quedando indefinido el pago de esas inversiones una vez que un cliente decida volver a ser cliente libre. Es relevante a este respecto, dijo el personero, que la legislación en un sector como el de energía sea estable en el tiempo.


El señor Galaz sostuvo que la incorporación de grandes bloques de demanda provenientes de clientes libres que opten por la opción de convertirse en clientes regulados puede implicar efectos en la calidad y continuidad del servicio a los clientes regulados actuales. La falta de oferta y las expectativas del mercado han hecho que existan empresas distribuidoras sin contrato de suministro por lo que la circunstancia de agregar la demanda de los nuevos clientes regulados en el segmento hasta 5 MW podría implicar el riesgo de una mayor cantidad de suministros sin contrato. Dado que las necesidades contractuales de los clientes residenciales y de clientes libres, esto es, traspaso de costos, cláusulas de salida, condiciones suspensivas, elementos no previstos en contratos regulados y que otorgan alternativas frentes a distintos escenarios requeridos por el cliente, son diferentes, la tendencia no debiera ser la de aumentar la base de clientes regulados.


Con todo, tampoco queda clara la definición del tamaño de clientes libres que pueden ser regulados. Lo anterior introduce más incertidumbre a la hora de determinar las necesidades de abastecimiento para clientes regulados. Los contratos de suministro con clientes libres han permitido la concreción de proyectos de generación.


La experiencia internacional, comentó, apunta a resolver esta situación mediante la figura del comercializador, que opera entre el mercado mayorista de energía, esto es, clientes libres, y el mercado de clientes regulados. Nuestro ordenamiento jurídico contempla que las empresas distribuidoras puedan disponer de generación propia a efectos de satisfacer parte de la demanda de sus clientes regulados. No obstante, esta iniciativa legal elimina esta posibilidad que puede ser una potente herramienta para impulsar el desarrollo de generación distribuida en las redes de las concesionarias.


Con motivo de su exposición, el Presidente de la Asociación de Pequeños y Medianos Generadores A.G., señor Sebastián Pizarro, hizo un diagnóstico de la actual situación de deterioro en materia energética, señalando como causas generales la falta de proyectos de generación eficiente, con inversión y costos variables bajos; congestiones de transmisión y retraso de nuevas líneas; continuas sequías, y volatilidad de precios de los combustibles debido a la dependencia de mercados externos. Lo dicho explica la existencia de una oferta insuficiente, altos precios de la energía y procesos de licitaciones que deben declararse desiertas, tratándose de clientes libres y regulados. Otras razones son las siguientes:


- Oposición a proyectos de generación y transmisión, lo cual dice relación con la madurez civil de la sociedad y el cambio de paradigmas de las empresas generadoras.


- Fallas en las instituciones y judicialización, donde las resoluciones de calificación ambiental no garantizan certidumbre para ejecución de proyectos y se presentan grupos de interés en contra de proyectos.


- Nuevas exigencias medioambientales, con normas de emisión de estándar europeo, lo cual produce mayores costos de inversión, y un nuevo reglamento del sistema de evaluación de impacto ambiental, que establece procesos más exigentes.


El señor Pizarro consideró que para recuperar el atractivo de la industria se debe acotar el riesgo de inversiones de generación, fortalecer la institucionalidad y recabar apoyo político transversal para el desarrollo del sector energético. Lo anterior pasa, entre otras cosas, por el rediseño de las licitaciones de distribuidoras.


Entre los factores incluidos en este proyecto de ley que aumentan el atractivo y apoyan al desarrollo de proyectos de generación, el personero aludió al suministro de largo plazo, de hasta 20 años; las licitaciones con cinco años de anticipación a inicio de suministros; la opción de postergar y cancelar contratos asociados a proyectos; la revisión de precios por cambios en condiciones del mercado, y las licitaciones de corto plazo.


Pero, enseguida, enumeró los aspectos que disminuyen el atractivo y que afectan la competencia, esto es: riesgos topológicos de la transmisión, retiros de energía para distribuidoras y precios referidos a barras que cambian semestralmente; discrecionalidad en cálculo del precio máximo; suministro forzado, es decir, precio justo, plazo máximo de aplicación y riesgo de sobrecontratación; ausencia de garantías y exigencias de suministradores, y falta de contraparte ante la CNE. En ese marco, manifestó su preocupación por los riesgos de transmisión de contratos a distribuidoras debido a que el STx conlleva grandes peligros de suministro en diferentes barras; congestiones de transmisión, que al no ser resueltas generarán dificultades para desarrollar proyectos de este tipo, y precios de venta que cambiarán todos los semestres. Al efecto, propuso incorporar diferencias de costos entre puntos de retiro e inyección, tal como se recoge en el precio de suministro forzado que corrige esta situación. De esta manera, se puede ofrecer precio único para todos los puntos de compra.


El personero recordó que sólo un 40% de los proyectos que contempla el plan de obras de la CNE sería competitivo para participar en licitaciones de distribuidoras.


Luego, expresó su preocupación por el riesgo de discrecionalidad en la determinación de precios máximos de licitaciones. A su juicio, el precio máximo debe ser definido bajo criterios objetivos y que generen consenso. Si se fijarán precios arbitrariamente bajos, se descartará los aportes de nuevas fuentes energéticas, lo que se traducirá en licitaciones desiertas y en suministro forzoso. Por el contrario, el proceso debe incentivar a obtener contratación en sistema, para lo cual debe reconocer la realidad de Chile en cuanto a la dependencia de combustibles fósiles, lejanía de recursos de energía y variaciones hidrológicas y de otras fuentes.


Por otra parte, dijo, la entidad que representa sugiere incluir en el proyecto una norma que permita discrepar ante el Panel de Expertos de los supuestos y criterios para determinar el precio máximo.


Por último, reiteró su inquietud en relación con el suministro a precio forzado, debido a que afecta las políticas de contratación de largo plazo y genera la imposibilidad de definir volumen a firme de oferta de generación, así como un riesgo de falta de financiamiento de futuros proyectos. No es sustentable para el país mantener la brecha en el tiempo, porque se crearían desincentivos de inversión en nuevos proyectos; fuga de clientes libres a regulados, como en la situación actual; favorecería la concentración de mercado, produciendo pérdida de competitividad de actores pequeño, y aparecerían un distanciamiento entre el costo real de la energía y el precio forzado (el principio debe ser converger a un precio justo). De allí es que, según dijera, sea preferible limitar el suministro a precio forzado, acortando su plazo de aplicación con un máximo de un año, y sincerar la condición real del sistema. Ya a partir del segundo año el precio debería tender a igualarse con el cargo/abono de distribuidoras sin contrato.


El Honorable Senador señor Orpis sostuvo que uno de los puntos centrales de la discusión que se suscita con ocasión de este proyecto de ley se vincula con la institucionalidad de la CNE. Este organismo, arguyó, debe tener autonomía para ser capaz de resistir presiones. El fortalecimiento de la independencia institucional de la CNE es una clara señal de certeza jurídica para inversiones que son de largo plazo.


El Honorable Senador señor Guillier indicó que es necesario determinar, en una sociedad, quién define una política pública de largo plazo. En tal sentido, previno que transformar a la CNE en un órgano autónomo podría incidir en asuntos en los que estuviera concernida la soberanía nacional.


El Director Ejecutivo de la CNE, señor Andrés Romero, en cuanto a la discrecionalidad de la entidad que representa, aseguró que en nuestro país existe una organización del Estado que hace que las entidades públicas actúen dentro de su competencia, en el marco establecido por la Constitución Política de la República y las leyes. Es precisamente la ley la que determina el margen de discrecionalidad de que goza un órgano público y los mecanismos de protección de los particulares.


En tal contexto, agregó, el país posee una institucionalidad que se funda en la Carta Fundamental y tutela a la ciudadanía de la arbitrariedad de la autoridad. Con todo, si bien el proyecto contempla mecanismos de resolución de controversias, todavía podría mejorarse el sistema contenido en los mismos contratos.


Enseguida, explicó que transformar a la CNE en un órgano autónomo, se aleja de las ideas matrices del proyecto de ley, por lo que es un asunto que supera la discusión que puede darse a su respecto, sin perjuicio de que además es una reflexión de lato conocimiento que corresponde a una política de Estado que no cabe dentro de lo acotado de la propuesta. Esta iniciativa legal, recordó, tiene un importante grado de urgencia: atendido que el funcionamiento del mercado eléctrico depende de la contratación, el modelo actual no mejorará de no abordarse de forma distinta la licitación para clientes regulados.

La asesora del Instituto Libertad y Desarrollo, señora Susana Jiménez, consideró que discutir la discrecionalidad no significa limitar las facultades del Estado respecto de la política energética. Propender a una agencia o una CNE más independiente apunta al objetivo de llegar a un menor precio, porque al haber menor riesgo el negocio se torna más atractivo. Y en la misma línea, abogó por la existencia de una forma expedita de resolver legítimas diferencias. En su opinión, la falta de interés de los inversionistas puede deberse a problemas de discrecionalidad, por ejemplo, al retraso de la CNE en la revisión de las bases de licitaciones.

El Honorable Senador señor Orpis hizo hincapié en la necesidad de una mirada de mediano y largo plazo en materia energética. En ese marco, adujo, este proyecto de ley debería considerar una institución independiente. Dadas las facultades que se le entregan a la CNE es razonable dotarla paralelamente de mayor autonomía. Todo ello en aras de asegurar más certeza jurídica en el sistema.


El Director Ejecutivo de Empresas Eléctricas A.G. sostuvo que la CNE es un organismo técnico y, en los hechos, autónomo, cuyas facultades discrecionales sirven en situaciones relevantes. Históricamente ha sido un organismo que ha actuado de manera recta y consistente, en Gobiernos de diferente cuño político. Esto persuade acerca de su imparcialidad y transparencia.

El Director de ACERA arguyó que si bien no es fácil concebir una solución óptima en materia de institucionalidad, la política energética es un asunto de Estado que no debería quedar entregada a un organismo completamente autónomo.


A su turno, el Gerente General de VALGESTA Consultores, expresó que los elementos de política pública deben estar dictados por el Ministerio, mientras que a la CNE le debe corresponder un rol técnico que implica materializar dicha política. La discusión sobre si la CNE debe ser un órgano autónomo, añadió, no es relevante en este momento. Sin embargo, el especialista fue de opinión que teniendo consistentes grados de autonomía la CNE igualmente presentaría cierto componente político que sería deseable eliminar.


El Presidente de la Asociación de Pequeños y Medianos Generadores A.G., abogando por la estabilidad de las normas que rigen en la materia, consideró que un organismo autónomo podría propender a afianzar ese objetivo.


El Honorable Senador señor Orpis recordó que los nombramientos de las autoridades de la CNE son de competencia del gobierno de turno, por lo que son designaciones que traducen en principio sólo una mirada coyuntural. La actual institucionalidad de la CNE, agregó, ha mostrado importantes debilidades, por lo que no sería inoportuno perfeccionarla.


El  Director Ejecutivo de la CNE hizo presente que cuando en el año 2009 se creó el Ministerio de Energía, el cargo de Director Ejecutivo del organismo a su cargo pasó a ser determinado mediante el sistema de alta dirección pública. Ésta fue la respuesta del Estado tratándose de organismos públicos que deben dirigir políticas de esta índole. La CNE goza de autonomía respecto del ministerio sectorial.


En cuanto a la certeza jurídica, manifestó que un punto fuerte de esta iniciativa legal es la estabilidad normativa a que aspira en próximas licitaciones. Así, la iniciativa perfecciona el mecanismo de licitaciones para facilitar la inversión y fomentar el ingreso de nuevos actores y competidores. No se puede olvidar, arguyó, que la Fiscalía Nacional Económica emitió hace un tiempo un informe en el que llamaba la atención sobre los severos problemas de competencia que se observan en este mercado.


El Presidente de ODECU estimó que si los proyectos se han judicializado ha sido en razón de que se han intentado llevar a cabo de mala manera. En su opinión, el actual Gobierno busca otro camino, que entiende que la validación social de cualquier proyecto es fundamental. Pero si las cosas se siguen haciendo mal, adujo, la ciudadanía utilizará las herramientas que le provee el Estado de Derecho.


Enseguida, comentó, por una parte, que en Brasil se contemplan licitaciones competitivas con distintos plazos y, por otra, que la licitación de transmisión troncal constaba de plazos muy cortos que fueron ampliados por la autoridad, lo que permitió la llegada de inversionistas extranjeros.


El Honorable Senador señor Guillier hizo hincapié en la necesidad de realizar licitaciones con transparencia. En cuanto a la revisión de la estructura institucional y autonomía de la CNE, previno acerca de la necesidad de preservar el rol conductor de la política energética pública que le compete.

En una tercera sesión, la Comisión prosiguió las audiencias para conocer la opinión que el proyecto les merece a los diversos actores involucrados en la materia.

En esta oportunidad intervino, primeramente, el Presidente Ejecutivo de GDF Suez Energy Andino, señor Juan Clavería, quien hizo hincapié en la circunstancia de que la ley N° 20.018 permitió que los clientes bajo los 2 MW tuvieran el carácter de libres.
Acto seguido, señaló que la presente iniciativa legal va en la dirección correcta, pues contribuye a mejorar la capacidad del sistema de diversificar la matriz. La idea medular es la de contar con un sistema de transmisión fuerte, pero para ello se requiere también convencer a la comunidad de la necesidad de los proyectos.

El Vicepresidente Comercial de GDF Suez Energy Andino, señor Enzo Quezada, a su turno, consideró positivo el proyecto en la medida que el nuevo diseño de las licitaciones permitirá disminuir los precios, incentivando la entrada de nuevos actores en generación y el consiguiente aumento de la competencia. En este marco, destacó como aspectos positivos el ajuste del precio ante cambios normativos y sustanciales en el mercado; la postergación del inicio del suministro ante causas no imputables al oferente; la anticipación para llamado a licitaciones de cinco años; la existencia de licitaciones de corto plazo, y los incentivos y castigos a empresas distribuidoras para la correcta previsión de su demanda.

No obstante, observó que existen algunas propuestas susceptibles aún de ser mejoradas, como el aumento de 2 a 10 MW para calificar como cliente regulado y los suministros sin contrato que no reconocen los costos. Según dijera, estas normas deben ser revisadas porque al aumentar el límite para calificar como cliente regulado se incrementa en forma importante el mercado regulado y se lesiona el grado de diversificación de la cartera de clientes. Por otra parte, sostuvo que si bien a GDF Suez le parece adecuado el mayor rol de la autoridad en defensa del consumidor residencial, rigidiza las condiciones de suministro pudiendo afectar el atractivo de los contratos regulados respecto de los contratos con clientes libres. Ello implica un riesgo de que el volumen de suministros sin contrato se incremente. Estas modificaciones pueden provocar que la obligación de los generadores de abastecer los suministros sin contrato se haga a un precio que podría ser inferior al costo de abastecimiento, en especial generadores termoeléctricos.


En ese orden, el profesional sugirió mantener el límite de 2 MW para calificar como cliente regulado y definir una excepcionalidad al régimen de suministros sin contratos contenida en el proyecto, consistente en un límite al volumen que opera bajo la fórmula de precio propuesta y un límite al plazo de este régimen. Si el volumen o el plazo exceden dichos límites, el precio del suministro debería ser el costo marginal.


El Gerente General de COLBÚN Energía, señor Thomas Keller, expresó que los altos costos de la energía por falta de generación de base, entre los años 2007 y 2011, obedecieron a que no se desarrollaron suficientes proyectos. El retraso de la inversión en proyectos de generación eléctrica podría implicar caídas acumuladas de 18% en inversión, 8% en el empleo y 6% en el PIB para período 2012-2019. Un estudio de grupo transversal de expertos convocados por la Confederación de la Producción y el Comercio, advierte que la sociedad chilena está asumiendo un sobrecosto de 50% en el valor del suministro eléctrico por las dificultades enunciadas que se traducen en detención de proyectos.


Luego, consideró que en el SIC existirá un déficit de energía de base entre los años 2015-2020 cercano a los 21.000 GWh acumulados, lo que equivale a unas ocho centrales hidroeléctricas de unos 100 MW cada una. Con todo, en la medida que se ejecuten los correspondientes proyectos dicho déficit podría ser superado sólo a partir del año 2021.


Chile, dijo, tiene un alto potencial en energías renovables no convencionales ERNC, pero dada su intermitencia se requieren también centrales de base, es decir, energía continua y competitiva como respaldo. Dado que una parte significativa de las ERNC proveen energía intermitente y con bajo factor de planta, se requerirá una fuerte expansión de la capacidad de centrales hidroeléctricas de embalse y de centrales térmicas eficientes.


El personero destacó la importancia de las licitaciones de suministro, por cuanto es un instrumento que busca asegurar energía en el largo plazo al menor costo posible. En este sentido, en circunstancias que el consumo regulado representa más del 50% de la demanda total de energía, al año 2026 la totalidad de la energía para clientes regulados deberá ser recontratada.


A continuación, el señor Keller fue de opinión que la principal causa de licitaciones desiertas es falta de proyectos de generación eficiente. Sin embargo, aseguró que licitaciones con reglas claras contribuyen a reactivar inversiones de largo plazo, más competencia y nuevos entrantes, siendo necesario reconocer que al menos en el período 2015-2020 no entrarán en servicio suficientes proyectos de generación de base. Aunque se perfeccione el proyecto de ley igual existirá un déficit de energía de base y, en consecuencia, se requerirá un mecanismo transitorio que reconozca y solucione dicha realidad.


La iniciativa de ley en discusión, dijo, constituye un buen instrumento pero requiere perfeccionamientos. Su objetivo debiera ser dar certeza regulatoria al proceso de las licitaciones y a sus contratos para aumentar la inversión. De allí es que se busque disminuir riesgos y facilitar el acceso de nuevos actores, con un plazo superior de contrato (veinte años), lo que permite financiar nuevos proyectos. En el mismo sentido, se establece una mayor anticipación para presentarse a la licitación (cinco años) y flexibilidad para postergar el inicio del suministro, con lo cual se abren puertas a nuevos generadores. Además, se desea solucionar problemas que la normativa vigente no acomete, como el traspaso de excedentes entre distribuidoras y los suministros sin contrato.


Sin perjuicio de lo anterior, el señor Keller enumeró los siguientes aspectos del proyecto susceptibles de perfeccionamiento:

- Es preciso reducir el riesgo regulatorio por falta de criterios y parámetros objetivos. En este sentido, adujo que el nuevo rol de la CNE afecta la seguridad jurídica, por cuanto ahora el organismo se hace cargo del proceso de licitaciones sin contrapesos autónomos y técnicos, y con ausencia de un sistema expedito de resolución de conflictos.


- Se requiere precisar los criterios para la definición de precios máximos; definir los contenidos mínimos del informe técnico en la ley; evitar parámetros no cuantitativos en el mecanismo de adjudicación distinta al menor precio, e introducir mayor transparencia en supuestos, estimaciones y proyecciones.


- Se debe revisar la calificación de los contratos entre distribuidoras y generadores como “de servicio público”. Los efectos de esta calificación, señaló el personero de COLBÚN, son de alto riesgo para la estabilidad contractual. La CNE, ente regulador del sector eléctrico, también será en la práctica contraparte en los contratos, y en tal condición podría modificar por resolución o acto administrativo elementos de los contratos adjudicados. Por tal razón, sería necesario establecer un contrapeso técnico e independiente que resuelva eventuales conflictos.


- Es oportuno aclarar los criterios de evaluación de oferta para adjudicaciones. El proyecto intenta satisfacer múltiples objetivos que, a veces, se contraponen, como la eficiencia económica versus la diversificación. Pero no se explicitan los criterios en cuya virtud se definen las adjudicaciones. Si existe un mayor precio en la adjudicación por un criterio distinto al del mínimo costo, debería quedar establecido claramente con parámetros cuantitativos y comprobables.


- La iniciativa de ley faculta a las distribuidoras para convenir unilateralmente el traspaso de excedentes de energía, manteniendo las características esenciales del suministro contratado originalmente. Se debería corregir el precio según la diferencia de costos marginales entre la barra de inyección y la de retiro.


- Falta una regulación más exhaustiva para el caso del suministro sin contrato que surge por licitación desierta, quiebra de generadora o aumento de demanda no prevista. Los mecanismos propuestos en el proyecto de ley no resuelven adecuadamente este problema, e incluso podrían generar mayores riesgos y desincentivos a la contratación. Dada la imposibilidad técnica de poner en servicio nuevos proyectos de energía de base en el futuro cercano, la situación de suministro sin contrato estará presente en el período 2015-2020. El peligro radica en que una situación excepcional se transforme en la regla general. De allí que se requiera un mecanismo transitorio para el mencionado período.


El personero afirmó que la solución de fondo para reducir el costo de energía consiste en aumentar la oferta de generación. Al efecto se necesitan todos los proyectos posibles. Las licitaciones son instrumentos que pueden ser eficaces, en la medida que se logre dar certeza jurídica para que exista más oferta de generación competitiva.


El Honorable Senador señor Orpis preguntó al señor Keller si lo que propone es, en definitiva, eliminar las licitaciones más cortas, donde los contratos sean a veinte años, o complementar estas licitaciones con una capacidad de reserva.

El representante de COLBÚN indicó que un mecanismo alternativo es licitar una capacidad de reserva, la cual al final opera como seguro. Existiendo cuatro mecanismos para resolver, se debe revisar el de cortísimo plazo (de un año) reemplazándolo por el de reserva.


A continuación expuso el Gerente de Comercialización de ENDESA, señor José Venegas.


El señor Venegas si bien coincidió en cuanto a la necesidad de este proyecto de ley, formuló un conjunto de observaciones al mismo, a saber:


1) En cuanto al aumento del límite de potencia contratada para calificar como cliente regulado, de 2.000 a 10.000 kW. Se trata, explicó, de una medida contraria a la tendencia mundial de liberalización del mercado, que ha ido reduciendo ese límite hasta incluso hacerlo igual a cero. Si lo que se pretende, añadió, es resolver un problema coyuntural, entonces lo razonable es establecer una solución que rija durante un lapso acotado. Así, la medida debiera ser tratada de manera que los clientes actualmente libres, de menos de 10.000 kW de capacidad instalada, mantengan esa condición hasta la más próxima expiración de sus actuales contratos, y a partir de esa fecha adquieran la categoría de clientes regulados por un período transitorio de cuatro años.


2) En la iniciativa de ley se introduce la posibilidad de postergar el inicio del suministro, cuando la oferta adjudicada se respalde en una planta nueva cuya puesta en servicio se retrase por causas no imputables al oferente. Debería extenderse dicha excepción al caso en que la entrega de energía al sistema contemplada en la oferta se sustente en la construcción de una nueva obra de transmisión troncal, y ésta sea afectada por algún retraso.


3) El proyecto de ley establece que la energía regulada que no esté amparada en contratos será asignada a los generadores, excepcional y transitoriamente, de modo proporcional a las inyecciones de energía. El punto en discordia radica en que la asignación establecida no distingue el nivel de contratación con energía regulada que tienen las empresas generadoras, cuyas plantas están inyectando energía al sistema. A la asignación le es indiferente si la empresa está plenamente contratada con energía regulada o si no lo está. En consecuencia, esta asignación no incentiva a las empresas generadoras a contratar: en la medida que inyecten energía al sistema deberán hacerse cargo de energías sin contratos. Tampoco se da adecuadas señales a potenciales nuevos entrantes, quienes una vez que ya están instalados pasan a formar parte de los generadores existentes y, por ende, están obligados a hacerse cargo de energías sin contratos. Esta incertidumbre podría hacer menos atractivo el ingreso al mercado.


Finalmente, el señor Venegas propuso que estas energías sin contratos sean suministradas, en principio, en función de las inyecciones físicas horarias, pero corregidas por un factor que implique un menor aporte proporcional de los generadores que posean un mayor porcentaje de energía contratada en licitaciones para abastecer al mercado regulado. Esta sugerencia es coherente con el propósito del Mensaje, a saber, que la solución para energías sin contratos estimule la participación de los generadores en las licitaciones de suministro de las distribuidoras. De lo que se trata, arguyó, es que la aplicación de la norma no desincentive la presentación de ofertas en las licitaciones.


El Honorable Senador señor Orpis preguntó acerca de las diferencias de precios entre los contratos con clientes libres y regulados.


El Honorable Senador señor Pizarro precisó que existe cierta tendencia a no contratar. La experiencia parece mostrar que al no haber precio de referencia, los precios disminuyen en las ofertas de las licitaciones.

El representante de ENDESA acotó que los últimos contratos oscilan en torno a U$120-U$115. Sin embargo, en algunas oportunidades, dijo, se prefiere no suministrarlo en razón al riesgo asociado.


La Honorable Senadora señora Allende solicitó al personero explicitar cuáles son las condiciones de riesgo.


El señor Venegas aseveró que se trata de clientes a los que se suministra incurriendo en pérdidas que pueden ser muy altas. En el caso de ENDESA, agregó, cuando se producen sequías, se verifican pérdidas de más de 3 ó 4 TW/hora de capacidad de generación propia hidráulica. Esa pérdida debe remplazarse mediante combustibles más caros. Por esta causa los agentes analizan pormenorizadamente las licitaciones, evalúan sus riesgos y, en no pocas ocasiones, deciden no exponerse. El precio máximo es una referencia, que permite efectuar una estimación de los costos y riesgos reales y de la tecnología requerida.


Al retomar el uso de la palabra, el Honorable Senador señor Orpis manifestó que las normas sobre aumento del plazo, fuerza mayor y flexibilidad, se conciben en el contexto de un porcentaje relevante de suministro no contratado. La cuestión es determinar cuál es la actitud de los clientes sin contrato. Algunos optan por el precio spot. Siendo así, reviste interés conocer la fórmula que propone la industria tratándose de suministros sin contrato.

Al contestar, el señor Venegas hizo presente que la energía sin contrato es suministrada por los generadores a prorrata de su tamaño, a un precio fijo. Pero al momento de retirar a ellos le cuesta al precio spot, con una situación de pérdida posible. El problema tiene dos soluciones: o los clientes de suministros sin contrato son tarificados a precio spot, o el riesgo pasa a ser de cargo de las generadoras. Éste es el camino que adopta el proyecto, por lo que desde el punto de vista del Ejecutivo la discusión está zanjada. Lo único que cabe revisar es la cantidad.


El CEO de COLBÚN fue partidario de eliminar los suministros sin contrato, en vez de ver una fórmula para tarificarlo.


El Presidente Ejecutivo de GDF Suez estuvo de acuerdo con la tarificación y la forma de distribución. Sin embargo, dijo, si aumenta el número de clientes libres, se incrementará el riesgo de más suministros sin contrato.


Al momento de iniciar su exposición, el Director Ejecutivo de la Asociación de Pequeñas y Medianas Centrales Hidroeléctricas A.G. (APEMEC), señor Rafael Loyola, consideró el proyecto de ley como una vía para minimizar riesgos y valoró la decisión de mejorar las condiciones de participación de proyectos nuevos y ERNC en los procesos de licitación. Además, destacó la incorporación de criterios adicionales para la adjudicación, como ofertas basadas en proyectos nuevos (actualmente la ley sólo contempla adjudicación por menor precio); de cláusulas de postergación y cancelación de suministro frente a eventos mayores; de intervención del Panel de Expertos en la resolución de conflictos, y de mecanismos de revisión de precios.

Posteriormente, el asesor de APEMEC efectuó las siguientes observaciones críticas al proyecto de ley en discusión:


1) Mantener el límite de potencia en clientes regulados en 2 MW, y no aumentarlo. Una demanda atomizada genera incentivos y más competencia en el mercado de contratos de suministro, y posibilita la entrada de pequeños y nuevos generadores. La licitación de distribuidoras es muy exigente, a diferencia de los clientes libres que son menos. Al mantener el referido límite se elimina el riesgo de crear un monopsonio.


2) En el evento de que las distribuidoras se queden sin contrato, los generadores que inyecten energía deberán distribuir a prorrata del suministro faltante pagado a costo marginal. El mecanismo propuesto en la iniciativa legal eleva los riesgos de los emprendedores al aumentar riesgo de ingresos. Es preferible crear bloques de reserva a licitar, que se gatillan para estos casos.


3) Reducir la discrecionalidad de la CNE, en particular en lo relativo a criterios de adjudicación de licitaciones, causales de postergación o término anticipado y requisitos para revisar precios. En esta materia el personero propuso fortalecer las atribuciones del Panel de Expertos, precisar los criterios en el reglamento y establecer una norma transitoria que disponga que estas disposiciones no entrarán en vigencia mientras no se dicten las correspondientes normas reglamentarias.


4) Respecto de la facultad de las distribuidoras de traspasar excedentes de suministro contratado, el personero estimó que los precios de oferta se reducirán si no existe riesgo de aumento de costos asociado a los traspasos. Todos los costos que involucra el traspaso de excedentes entre distribuidoras deben ser asumidos por ellas, y la distribuidora excedentaria le reembolsará al generador los costos adicionales.


5) En cuanto a la idea de declarar los proyectos de los generadores que ganen la licitación como proyectos de interés, lo que les permitirá contar con apoyo del Gobierno para agilizar los trámites necesarios para su concreción, ello debería ocurrir siempre que se cumplan con las exigencias normativas.


El personero finalizó su exposición haciendo hincapié en la necesidad de que los proyectos gocen también de certeza jurídica en materia ambiental. En relación con este punto, el personero sostuvo que los procedimientos vinculados al SEIA se caracterizan por la incertidumbre que generan, su excesiva duración, los altos costos que demandan y su complejidad. Además, abogó por la conveniencia de que la legislación sea capaz de recoger la especial realidad de las iniciativas minihidro, en particular sus riesgos frente a las obligaciones de entrega.


Ante una consulta del Honorable Senador señor Orpis referida a la declaración de interés que puede brindarse a los proyectos minihidro, el personero de APEMEC señaló que si los proyectos en actual construcción fueran declarados contratos de servicio público podría ocurrir que otros organismos del Estado se opusieran a su materialización. Por tal razón, dijo, sería oportuno priorizarlos para evitar retrasos y declarar de interés sólo a los nuevos proyectos.

Por otra parte, fue de opinión de establecer bloques de reserva en vez de suministros sin contrato.


El Honorable Senador señor Pizarro rechazó la posibilidad de que el Estado asuma la obligación de agilizar procesos, pues podría constituir una injerencia indebida. Nuestro ordenamiento jurídico, agregó, contempla procedimientos y plazos que deben cumplirse rigurosamente por razones de transparencia y seguridad jurídica.

El Ministro de Energía destacó especialmente que mientras a marzo de 2014 los proyectos en construcción alcanzaban la cifra de veintiocho, a octubre llegan a cuarenta y ocho. Ya se están tomando, dijo, todas las medidas necesarias para que agilizar proyectos con arreglo a las normas que rigen el Estado de Derecho. Se trata de US$7.200 millones en inversión.


Enseguida, el señor Ministro informó que se trabaja en un plan para construir cien minihidros, desde las actuales cincuenta y siete con que cuenta el país. A título ilustrativo, comentó que en Europa existen en operación casi catorce mil centrales de este tipo.


Concluida la ronda de audiencias, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión fue partidaria de enviar una señal consistente al mercado –mediante la aprobación de la idea de legislar- acerca de la voluntad política de acometer a la mayor brevedad los problemas que padece el sistema eléctrico chileno. En este sentido y sin perjuicio de las correcciones que es dable introducir al proyecto de ley con ocasión del trámite de segundo informe, el perfeccionamiento de la normativa en materia de licitación del suministro de bloques de energía de clientes regulados se consideró prioritaria para el cumplimiento de las metas de eficiencia económica, competencia, seguridad y diversificación de la matriz energética. Ello debería incidir en una rebaja de los precios de la energía, al menos en el mediano plazo.


- Sometida a votación la idea de legislar en la materia, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende y señores Guillier, Ossandón y Pizarro.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO





En concordancia con el acuerdo anteriormente expresado, vuestra Comisión de Minería y Energía recomienda aprobar en general el proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley General de Servicios Eléctricos, decreto con fuerza de ley N° 1, de 1982, del Ministerio de Minería, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 4/20.018, de 2006, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción:



1) Elimínase, en el inciso primero del artículo 108°, la frase “, con dos años de diferencia respecto del cálculo de los valores agregados de distribución establecido en esta ley y el reglamento”.



2) Reemplázase el artículo 131º por el siguiente:



“Artículo 131º.- Las concesionarias de servicio público de distribución deberán disponer permanentemente del suministro de energía que les permita satisfacer el total del consumo de sus clientes sometidos a regulación de precios. Para dichos efectos, aquéllas deberán contar con contratos de suministro, los cuales deberán ser el resultado de procesos de licitación pública. Dichos procesos no podrán incluir consumos de clientes no sometidos a regulación de precios, como tampoco se podrán incluir posteriormente en la ejecución de los contratos resultantes.



La Comisión deberá diseñar, coordinar y dirigir la realización de tales procesos de licitación, cuyo objeto será que las concesionarias de distribución dispongan de contratos de suministro de largo plazo para satisfacer los consumos de sus clientes sometidos a regulación de precios, con una antelación mínima de cinco años a la fecha de inicio del suministro. 



Las empresas concesionarias de distribución deberán sujetarse a lo dispuesto en las respectivas bases y a lo requerido por la Comisión para la realización de los procesos de licitación. 



Los aspectos administrativos y de gestión que dispongan las bases respectivas serán de responsabilidad de las concesionarias de distribución licitantes, así como todos los gastos necesarios para el desarrollo del proceso de licitación. 



Las licitaciones públicas a que se refiere este artículo deberán cumplir con los principios de no discriminación arbitraria, transparencia y estricta sujeción a las bases de licitación. La información contenida en las ofertas de los proponentes será de dominio público a través de un medio electrónico. 



Las concesionarias de servicio público de distribución deberán monitorear y proyectar su demanda futura permanentemente, debiendo informar semestralmente a la Comisión, en forma justificada, detallada y documentada, las proyecciones de demanda, las necesidades de suministro a contratar y los supuestos y metodologías utilizados conforme al formato y contenido que defina la Comisión. El incumplimiento de la obligación establecida en el presente inciso, así como la entrega de información errónea, incompleta o elaborada a partir de antecedentes no fidedignos, dará lugar a sanciones de acuerdo a la ley N° 18.410, en particular lo dispuesto en los artículos 15 y siguientes, y en las demás disposiciones que establezca la ley.”.



3) Agrégase, a continuación del artículo 131°, el siguiente artículo 131º bis:



“Artículo 131º bis.- Corresponderá a la Comisión, anualmente, y en concordancia con los objetivos de eficiencia económica, competencia, seguridad y diversificación que establece la ley  para el sistema eléctrico, determinar las licitaciones de suministro necesarias para abastecer los consumos de los clientes sometidos a regulación de precios, sobre la base de la información proporcionada por las concesionarias de servicio público de distribución señalada en el artículo anterior. Para los efectos de lo dispuesto en este inciso, se entenderá por diversificación la obligación que establece el artículo 150 bis.



El reglamento establecerá uno o más períodos en el año para realizar los procesos de licitación.”.



4) Agrégase, a continuación del artículo 131° bis, nuevo, el siguiente artículo 131º ter:



“Artículo 131º ter.- El o los procesos de licitación se iniciarán con un informe preliminar de licitaciones fundado de la Comisión, el que se publicará por medios electrónicos, que contenga aspectos técnicos del análisis de las proyecciones de demanda de las concesionarias de distribución sujetas a la obligación de licitar, de la situación esperada respecto de la oferta potencial de energía eléctrica en el período relevante y, si existieren, las condiciones especiales de la licitación. Las concesionarias de distribución, empresas generadoras y aquellas instituciones y usuarios interesados, esto es, toda persona natural o jurídica que pudiera tener interés directo o eventual en el proceso de licitación, que se inscriban en el registro correspondiente, podrán realizar observaciones de carácter técnico al referido informe en un plazo no superior a quince días contados desde su publicación y de acuerdo a los formatos, requisitos, condiciones, mecanismos de publicidad y registro que establezca el reglamento.



La Comisión deberá responder de manera fundada todas las observaciones técnicas que se realicen al informe, en un plazo no superior a treinta días. La Comisión deberá notificar el referido informe por medios electrónicos, el que deberá contener las modificaciones pertinentes producto de las observaciones que hayan sido acogidas.



El informe final contemplará, además, una proyección de los procesos de licitación de suministro que deberían efectuarse dentro de los próximos cuatro años.



5) Reemplázase el artículo 132° por el siguiente:



“Artículo 132°.- Una vez elaborado el informe a que se refiere el artículo anterior, la Comisión dispondrá la convocatoria de la licitación que corresponda, en caso de determinar la necesidad de realizarla. Para tal efecto, la Comisión elaborará las bases de licitación. Una vez elaboradas las bases de licitación, la Comisión las remitirá a través de medios electrónicos a las concesionarias de distribución licitantes, las cuales podrán efectuar observaciones a las mismas en los plazos y condiciones que establezca el reglamento. Dichas bases serán aprobadas por la Comisión mediante resolución exenta, la cual deberá ser publicada en el sitio web de la Comisión.



La Comisión establecerá en las bases las condiciones de la licitación, las cuales especificarán, a lo menos, la cantidad de energía a licitar, los bloques de suministro requeridos para tal efecto; el período de suministro que debe cubrir la oferta, el cual no podrá ser superior a veinte años; los puntos del sistema eléctrico en el cual se efectuará el suministro; las condiciones, criterios y metodologías que serán empleados para realizar la evaluación económica de las ofertas, a los efectos de la adjudicación a que se refiere el artículo 134°, y un contrato tipo de suministro de energía para servicio público que regirá las relaciones entre la concesionaria de distribución y la empresa generadora adjudicataria respectiva. 



Las bases de licitación podrán agrupar en un mismo proceso los requerimientos de suministro de distintas concesionarias de distribución.”.



6) Modifícase el artículo 133º, en el siguiente sentido:



a) Reemplázase en el inciso segundo la expresión “además del informe” por la frase “además de los antecedentes que se puedan exigir para acreditar solvencias, tales como un informe”, y suprímese la frase final “, el que no deberá tener una antigüedad superior a 12 meses contados desde la fecha de presentación del mismo en el proceso de licitación”.



b) Reemplázase el inciso tercero por el siguiente:



“Las demás condiciones de las licitaciones serán establecidas en el reglamento.”.



c) Reemplázase el inciso cuarto por el siguiente: 



“El oferente presentará una oferta de suministro señalando el precio de la energía en el punto de oferta que corresponda, de acuerdo a las bases. El reglamento establecerá la forma de determinar el precio en los distintos puntos de compra a partir del precio de energía ofrecido en el punto de oferta.”. 



d) Agréganse en el inciso quinto, a continuación de la frase “decreto de precio de nudo”, las palabras “de corto plazo” y reemplázase la frase final “licitación, dispuesto en el artículo 171º y siguientes” por “facturación que efectúe el suministrador”.



e) Suprímese, en el inciso sexto, la frase “y potencia” y agrégase luego del punto  aparte, que pasa a ser coma, la oración “y deberán expresar la variación de costos de los combustibles y de otros insumos relevantes para la generación eléctrica”.



f) Suprímese el inciso séptimo.



7) Reemplázase el artículo 134º por el siguiente:



“Artículo 134º.- Las empresas concesionarias de distribución deberán adjudicar la licitación a aquellas ofertas más económicas, de acuerdo a las condiciones establecidas en las bases de licitación para su evaluación, debiendo comunicar a la Comisión la evaluación y la adjudicación de las ofertas, para los efectos de su formalización, a través del correspondiente acto administrativo. Los criterios de evaluación económica establecidos en las bases de licitación podrán considerar las fórmulas de indexación de las ofertas a lo largo del período de suministro, así como también criterios que favorezcan la evaluación de aquellas ofertas que aseguren el cumplimiento de los objetivos a que se refiere el artículo 131° bis, tales como respaldo de la oferta en nuevos proyectos de generación, respaldo de la oferta en energía firme disponible para ser contratada, entre otros.



El contrato tipo de suministro incorporado en las bases de licitación, conforme a lo dispuesto en el artículo 132°, deberá ser suscrito por la concesionaria de distribución y su suministrador, por escritura pública, previa aprobación de la Comisión mediante resolución exenta, y una copia autorizada será registrada en la Superintendencia. Asimismo, las modificaciones que se introduzcan en los contratos deberán ser aprobadas por la Comisión.  



Los contratos de suministro podrán contener mecanismos de revisión de precios en casos que, por causas que no hayan podido ser previstas por parte del suministrador al momento de presentar su oferta, los costos de capital o de operación para la ejecución del contrato hayan variado en una magnitud tal que le produzca un excesivo desequilibrio económico, de conformidad al porcentaje o variación mínimo establecido en las bases para dichos efectos. Podrán ser causa de esta revisión, siempre que se cumplan con los requisitos de imprevisibilidad y magnitud de los efectos económicos del contrato, los cambios en la normativa sectorial o tributaria y en general todas las variaciones sustanciales y no transitorias en las condiciones del mercado. Se excluyen expresamente aquellos cambios normativos que sean aplicables con alcance general a todos los sectores de la actividad económica. El mecanismo de revisión de precios se activará a través de una solicitud enviada por el suministrador a la concesionaria de distribución, con copia a la Comisión. Una vez recibida la copia de dicha comunicación, la Comisión citará al suministrador a una audiencia, a la cual podrá también citar a la concesionaria de distribución. En dicha audiencia el suministrador expondrá los fundamentos y antecedentes que justifican su petición. Durante la misma audiencia y hasta quince días después de su realización, la Comisión podrá solicitar al suministrador nuevos antecedentes y,o correcciones a los criterios de modificación de precios y al nuevo precio propuesto. Recibidos los nuevos antecedentes y,o las correcciones solicitadas, la Comisión podrá citar a una nueva audiencia con el fin de acordar las modificaciones. En caso de llegar a acuerdo, la Comisión verificará previamente el cumplimiento de los requisitos señalados en este inciso y autorizará las modificaciones contractuales a que dé lugar este mecanismo.



En caso de desacuerdo entre la Comisión y el suministrador, este último podrá presentar sus discrepancias ante el panel de expertos, dentro del plazo de quince días siguientes a la formalización del desacuerdo ante la Comisión, individualizando detalladamente las materias en que existe desacuerdo. Dichas discrepancias serán resueltas por el panel de expertos conforme al procedimiento establecido en el artículo 211 dentro del plazo de treinta días, contado desde la respectiva presentación.



En todo caso, el total de la energía que deberán facturar el o los suministradores a una distribuidora será igual a la energía efectivamente demandada por ésta en el período de facturación.



El mecanismo de revisión de precios que establece este artículo también podrá ser activado por organizaciones de consumidores.



8) Reemplázase el artículo 135º por el siguiente:



“Artículo 135º.- En cada licitación el valor máximo de las ofertas de energía, para cada bloque de suministro, será fijado por la Comisión, en un acto administrativo separado de carácter reservado, que permanecerá oculto hasta la apertura de las ofertas respectivas, momento en el cual el acto administrativo perderá el carácter de reservado. Con todo, dicho valor máximo deberá ser fundado y definirse en virtud del bloque de suministro de energía licitado, del período de suministro y en consideración a estimaciones de costos eficientes de abastecimiento para cada caso. El reglamento establecerá los procedimientos administrativos que correspondan para asegurar la confidencialidad del valor máximo de las ofertas, en el caso que éste sea fijado mediante un acto administrativo reservado. 



La Comisión podrá licitar nuevamente los suministros declarados total o parcialmente desiertos, y podrá considerar esta situación como uno de los casos justificados a los que se refiere el artículo 135° bis.”.



9) Agrégase, a continuación del artículo 135°, el siguiente artículo 135º bis:



“Artículo 135º bis.- En los casos debidamente justificados en el informe final de la Comisión que da inicio al proceso de licitación, tales como crecimientos no anticipados de demanda, licitaciones declaradas total o parcialmente desiertas, entre otros, se implementarán licitaciones de corto plazo, las que podrán fijar, en las respectivas bases de licitación, condiciones distintas de las establecidas en los artículos 131º y siguientes, tanto para los plazos de la convocatoria a la licitación, como para los plazos de inicio y,o período de suministro de los contratos.”.



10) Agrégase, a continuación del artículo 135° bis, nuevo, el siguiente artículo 135º ter:



“Artículo 135º ter.- Las bases de licitación podrán establecer que los contratos de suministro de los oferentes que se adjudiquen licitaciones con proyectos nuevos de generación, contengan cláusulas que les faculten para solicitar, fundadamente, postergar el plazo de inicio del suministro o poner término anticipado al contrato si, por causas no imputables al adjudicatario, su proyecto de generación se retrasa o si se hace inviable. Estas cláusulas podrán hacerse efectivas, hasta el plazo máximo que en ellas se establezca, el cual no podrá ser superior a tres años desde la suscripción del contrato.



Para estos efectos, las ofertas deberán contemplar expresamente los hitos constructivos con los plazos asociados a los que se deberá comprometer el proyecto respectivo que funda la oferta, tales como la resolución de calificación ambiental, la solicitud y obtención de la respectiva concesión eléctrica, la orden de proceder de equipos mayores, el inicio de la construcción y todo otro elemento que se considere relevante en el proceso constructivo pertinente. Las bases de licitación deberán exigir garantías u otras cauciones que deberá entregar el oferente para garantizar el cumplimiento de sus obligaciones en relación con el desarrollo del proyecto o para caucionar el ejercicio de la facultad. 



Tanto el ejercicio de la facultad de postergar el plazo de inicio de suministro como la de terminar anticipadamente el contrato deberá fundarse en un informe de un consultor independiente, el cual será contratado y financiado por el interesado. La Comisión podrá autorizar o rechazar fundadamente la postergación del inicio de suministro o el término anticipado del contrato, según corresponda.  



El ejercicio de la facultad de postergación o de terminación anticipada del contrato facultará a la empresa concesionaria de distribución para proceder al cobro de las garantías o cauciones en caso que correspondan. Los montos cobrados por este concepto deberán reintegrarse a los clientes sometidos a regulación de precios a través de la fijación de precios a que se refiere el artículo 158°, de acuerdo a las condiciones que establezca el reglamento.



Para efectos de la contratación del consultor independiente, la Comisión creará un registro público de consultores elegibles de reconocido prestigio. El reglamento establecerá las características del registro y los requisitos que deben cumplir los consultores que lo integren. En caso de ejercerse la facultad a que hace referencia este artículo, la Comisión deberá realizar un sorteo público, el que deberá contar con la presencia de el o los interesados, para elegir al consultor independiente que elaborará el informe a partir del registro señalado.”.



11) Agrégase, a continuación del artículo 135° ter, nuevo, el siguiente artículo 135º quáter:



“Artículo 135º quáter.- Las distribuidoras que dispongan excedentes de suministro contratado podrán convenir con otras distribuidoras, que pertenezcan al mismo sistema eléctrico, el traspaso de dichos excedentes. Dichas transferencias deberán mantener las características esenciales del suministro contratado originalmente. Estas transferencias de excedentes deberán efectuarse de acuerdo al procedimiento que establezca el reglamento.”.



12) Agrégase, a continuación del artículo 135° quáter, nuevo, el siguiente artículo 135º quinquies:



“Artículo 135º quinquies.- En aquellos casos que la Comisión prevea, para el año siguiente, que el consumo efectivo de energía de una concesionaria de servicio público de distribución, destinado a abastecer a sus clientes sometidos a regulación de precios, resulte superior al suministro contratado de energía disponible para tales efectos, dictará una resolución que instruya la implementación de una licitación de corto plazo, de conformidad con las reglas que se establezcan en el reglamento. En este caso, el valor máximo de las ofertas que fije la Comisión para el referido proceso de licitación no podrá ser inferior al precio medio de mercado, establecido en el informe técnico definitivo del precio de nudo de corto plazo vigente al momento de la convocatoria, incrementado hasta en el 30%. El período de duración del contrato que  se celebre como producto de esta licitación no podrá exceder de un año. 



Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 131º, en caso que para un determinado período de facturación el consumo efectivo de energía de una concesionaria de servicio público de distribución, destinado a abastecer a sus clientes sometidos a regulación de precios, resulte superior al suministro contratado de energía disponible para tales efectos, considerando los traspasos de excedentes a que se refiere el artículo 135° quáter anterior, corresponderá que los retiros que se efectúen para el abastecimiento de dichos consumos que exceden el suministro contratado sean realizados por todas las empresas de generación del respectivo sistema eléctrico, en función de las inyecciones físicas horarias de energía.



Los referidos consumos que exceden el suministro contratado serán pagados por la concesionaria de distribución a las empresas generadoras que correspondan, según lo indicado en el inciso anterior, a un precio equivalente al máximo valor entre el precio de nudo de corto plazo vigente en la subestación más cercana a la barra de inyección de cada central de generación y el costo variable de operación de dicha central utilizado por el CDEC en la determinación de la operación real del sistema, al que se le aplicará el factor de expansión de pérdidas medias de energía del sistema. Al valor anterior se adicionará la diferencia entre el costo marginal en la barra de retiro y el costo marginal en la barra de inyección en el período horario correspondiente, a este último término se le aplicará el factor de expansión de pérdidas medias de energía del sistema.



La Comisión deberá implementar las licitaciones que sean necesarias, de acuerdo a lo establecido en el inciso primero del artículo 135° bis, para restablecer el respectivo régimen de contratos y procurar que la situación de consumos que exceden el suministro contratado dure el menor tiempo posible.



Para efectos de la determinación del precio a traspasar al cliente regulado, las valorizaciones de los consumos que exceden el suministro contratado de acuerdo al presente artículo serán considerados como si fueran contratos de las empresas distribuidoras excedidas en consumos.”.



13) Modifícase el artículo 147º en el siguiente sentido:



a) Sustitúyese, en el número 1 del inciso primero, el guarismo “2.000” por “10.000”. 



b) Sustitúyese, en el número 2 del inciso primero, el guarismo “2.000” por “10.000”.



c) Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero y el inciso tercero a ser cuarto:



“Para efectos de aplicar el límite señalado en los números 1 y 2, no podrá existir más de un empalme asociado a un suministro de un usuario final cuando sus instalaciones interiores se encuentren eléctricamente interconectadas.”.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS



Artículo primero.- Las disposiciones introducidas por esta ley entrarán en vigencia a contar de su publicación en el Diario Oficial. No obstante, los usuarios no sometidos a fijación de precios sólo podrán optar por traspasarse a régimen de tarifa regulada en virtud de lo dispuesto en la modificación introducida en los números 1 y 2 del artículo 147º, una vez que se produzca el término de los contratos de compraventa de energía suscritos con sus suministradores y sólo por las causales de mutuo acuerdo entre las partes o expiración del plazo pactado en el mismo. Con todo, tratándose de los usuarios no sometidos a fijación de precios cuya potencia conectada sea superior a 5.000 e inferior a 10.000 kilowatts, sólo podrán optar por el traspaso a un régimen de tarifa regulada a partir del cuarto año contado desde la publicación en el Diario Oficial de esta ley y siempre que se haya producido el término de los contratos de suministro de energía de conformidad a las causales señaladas en este artículo.



Artículo segundo.- Dentro del plazo de noventa días, contado desde la publicación de esta ley en el Diario Oficial, se deberá dictar un reglamento que establezca las disposiciones necesarias para su ejecución. No obstante, las licitaciones que se efectúen con anterioridad a la vigencia del referido reglamento se sujetarán en cuanto a los plazos, requisitos y condiciones, a las disposiciones de esta ley y a las que se establezcan por resolución exenta de la Comisión Nacional de Energía.



Artículo tercero.- Facúltase al Ministro de Energía para que, mediante decreto supremo expedido “por orden del Presidente de la República”, extienda por única vez, hasta el 31 de diciembre de 2015, el plazo de vigencia del decreto supremo N°14, de 2012, del Ministerio de Energía, que Fija Tarifas de Sistemas de Subtransmisión y de Transmisión Adicional y sus Fórmulas de Indexación, y del decreto supremo N°61, de 2011, del Ministerio de Energía, que Fija Instalaciones del Sistema de Transmisión Troncal, el Área de Influencia Común, el Valor Anual de Transmisión por Tramo y sus Componentes con sus Fórmulas de Indexación para el cuadrienio 2011-2014.



Dicha prórroga comprenderá la extensión de las disposiciones que regulan todos los pagos, peajes, sus fórmulas de indexación, valores, montos y niveles, las calificaciones de las instalaciones y sus condiciones de aplicación, contemplados en los señalados decretos para el año 2014, con el fin de ser aplicados durante el año 2015. Se exceptúan de la prórroga señalada los valores establecidos en la “Tabla N°5: A.V.I. Labores de Ampliación” del numeral 2.2., del artículo primero del mencionado decreto supremo N° 61. 



Para la adecuada implementación de los procesos de fijación de tarifas de subtransmisión y de valorización del sistema de transmisión troncal en curso, el cuadrienio asociado a dichos procesos se iniciará el 1 de enero de 2016.



Para efectos de la aplicación de la prórroga señalada en el inciso primero, se considerarán cumplidos los plazos, etapas y actuaciones, ya efectuados en el momento de la publicación de la presente ley, relativos a los procesos cuadrienales en curso de determinación del valor anual de los sistemas de subtransmisión y de valorización del sistema de transmisión troncal.”.
- - -





Acordado en sesiones celebradas los días 5, 10 y 12 de noviembre de 2014, con asistencia de los Honorables Senadores señor Alejandro Guillier Álvarez (Presidente), señora Isabel Allende Bussi y señores Manuel José Ossandón Irarrázabal (Baldo Prokurica Prokurica), Jaime Orpis Bouchon, Jorge Pizarro Soto y Baldo Prokurica Prokurica.





Sala de la Comisión, a 17 de noviembre de 2014.
(Fdo.): Ignacio Vásquez Caces, Secretario.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA EL CÓDIGO DEL TRABAJO EN LO RELATIVO A LA PARTICIPACIÓN DE LOS MENORES EN ESPECTÁCULOS PÚBLICOS

(5.117-13)

HONORABLE SENADO:

La Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene el honor de informar respecto del proyecto de ley aludido, iniciado el año 2007 en Moción de las ex Diputadas y actuales Senadoras señoras Carolina Goic Boroevic y Adriana Muñoz D´Albora y del ex Diputado y actual Senador señor Patricio Walker Prieto; de la Diputada señora Alejandra Sepúlveda Orbenes y de los Diputados señores Sergio Aguiló Melo y Mario Venegas Cárdenas, y de los ex Diputados señores Gabriel Ascencio Mansilla, Eduardo Saffirio Suárez, Jaime Mulet Martínez y Carlos Olivares Zepeda.

Se hace presente que, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, la Comisión discutió en general y en particular esta iniciativa de ley, por tratarse de un proyecto de artículo único y, acordó, unánimemente, proponer a la Excelentísima señora Presidenta que en la Sala sea considerado del mismo modo.

A la sesión en que se analizó esta iniciativa legal asistieron, además de los miembros de la Comisión, la Ministra del Trabajo y Previsión Social señora Javiera Blanco Suárez, el Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Díaz Verdugo, la asesora del Subsecretario señora Romina Pizzoleo y el coordinador legislativo de dicho Ministerio, señor Francisco del Río Correa; la asesora económica y la abogada de la Biblioteca del Congreso Nacional, señoras Irina Aguayo y Paola Álvarez, respectivamente; la asesora legislativa del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Vanesa Salgado; el abogado del Instituto Libertad y Desarrollo, señor Sergio Morales; los siguientes asesores parlamentarios: de la Senadora Goic el señor Gerardo Bascuñán y del Senador Letelier el señor José Fuentes. También concurrió el periodista del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Rodolfo Carrasco.

OBJETIVO DEL PROYECTO

Especificar el régimen de protección del trabajo de los menores de edad en actividades artísticas, prohibiendo –sin excepciones- que se desarrolle en recintos o lugares donde se realicen o exhiban espectáculos de significación sexual, en cabarets y similares o en aquellos en que se expendan y consuman bebidas alcohólicas, exigiendo para aquellos casos permitidos la autorización del representante legal y del respectivo tribunal de familia.

-------


Cabe dejar constancia que la Sala del Senado envió un oficio a la Corte Suprema con el objeto de recabar su parecer respecto del proyecto de ley en informe, el que fue respondido mediante oficio N°145-2011, de fecha 28 de septiembre de 2011, cuyo contenido es favorable a la iniciativa legal en examen, no obstante indicar que no altera la organización y atribuciones de los tribunales de justicia.

Con todo, la Corte Suprema efectuó una observación a propósito de la modificación propuesta al artículo 16 del Código del Trabajo, que reemplaza la frase “que celebren contratos de trabajo con personas o entidades dedicadas al teatro, cine, radio, televisión u otras actividades” por “que participen en espectáculos de teatro, cine, radio, televisión u otras actividades", en cuanto a que no menciona la clase de vínculo que los unirá. Ello, aun cuando en la exposición de motivos del proyecto, se señala que el citado artículo 16 regula el trabajo de menores de edad inferior a los 15 años, con personas o entidades dedicadas al teatro, cine, radio, televisión, circo u otras actividades similares, indicando que tal disposición permite la contratación de los menores con la autorización de su representante legal o del respectivo Tribunal de Familia.
-------

ANTECEDENTES

Para el debido estudio de este proyecto de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I. ANTECEDENTES JURÍDICOS

1.- El Código del Trabajo.

2.- El decreto supremo N° 50, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, de 2007, que aprueba el Reglamento para la aplicación del artículo 13 del Código del Trabajo.

3.- El Convenio N° 138, sobre la edad mínima de admisión al empleo, adoptado por la Conferencia General de la Organización Internacional del Trabajo, con fecha 26 de junio de 1973 y ratificado por Chile el 1 de febrero de 1999.

4.- El Convenio N° 182, sobre las peores formas de trabajo infantil, adoptado por la Conferencia General de la Organización Internacional del Trabajo, con fecha 17 de junio de 1999 y ratificado por Chile el 17 de julio de 2000.
II. ANTECEDENTES DE HECHO
La Moción que inicia el presente proyecto de ley expone como sus fundamentos los siguientes:
En primer lugar, señala que la Convención de las Naciones Unidas sobre los Derechos del Niño reconoce el derecho del niño a estar protegido contra la explotación económica y contra el desempeño de cualquier trabajo que pueda ser peligroso o entorpecer su educación, o que sea nocivo para su salud o para su desarrollo físico, mental, espiritual, moral o social.

Asimismo, indica que, de acuerdo al Informe Global, del año 2002, de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), titulado “Un futuro sin trabajo infantil”, un trabajo infantil peligroso es aquel que “ponga en peligro el bienestar físico, mental o moral del niño, ya sea por su propia naturaleza o por las condiciones en que se realiza.” Además, al tenor del Informe Global, del año 2006, de la misma OIT, denominado “La eliminación del trabajo infantil: un objetivo a nuestro alcance”, se entiende por trabajo peligroso realizado por niños “cualquier actividad u ocupación que, por su naturaleza o características, tiene, o puede producir, efectos perjudiciales en la seguridad, la salud (física o mental) y el desarrollo moral de los niños. El carácter peligroso también puede deberse a una carga de trabajo excesiva, a las condiciones físicas del trabajo, y/o a la intensidad del trabajo por su duración o por el número de horas de trabajo, incluso cuando se sabe que la actividad u ocupación de que se trata no es peligrosa o es “segura”.”.
Agrega la Moción que nuestro Código del Trabajo establece una serie de limitaciones y prohibiciones en relación con la actividad laboral de los menores, precisamente para protegerlos de actividades que pudieran resultarles peligrosas. Enfatiza que estas normas protectoras de los menores han sido objeto de importantes modificaciones en los últimos años, cuyo sentido ha sido adecuar la legislación al progreso del país, garantizando de mejor manera los derechos de los niños en el ámbito laboral.
En ese contexto, añade, la presente iniciativa busca perfeccionar las disposiciones del Código del Trabajo, particularmente en lo relativo a la participación de los menores en espectáculos.
A continuación, la Moción describe las modificaciones propuestas para los señalados efectos, las que recaen en los artículos 15 y 16 del Código del Trabajo.

Respecto al artículo 15, expresa que dicha norma prohíbe el trabajo de los menores de dieciocho años de edad en cabarets y otros establecimientos análogos que presenten espectáculos vivos, como también en los que se expendan bebidas alcohólicas que deban consumirse en el mismo establecimiento.

Sin embargo, advierte, el inciso segundo del mismo artículo posibilita la actuación de los menores en dichos espectáculos, condicionando esa participación a la autorización de los representantes legales del menor y del respectivo Tribunal de Familia.

Según los autores de la iniciativa, parece razonable que los menores artistas puedan ser autorizados para actuar en espectáculos vivos, sin embargo, no parece garantizarse los derechos del niño cuando dicha autorización es respecto de su actuación en cabarets u otros establecimientos análogos. Explican que, según la Real Academia Española, el término cabaré se refiere al “lugar de esparcimiento donde se bebe y se baila y en el que se ofrecen espectáculos de variedades, habitualmente de noche.”. 
En este orden, por tanto, las modificaciones propuestas persiguen:

a) Posibilitar la participación de menores en espectáculos vivos, sin referencia a aquéllos que se mencionan en el inciso primero del artículo 15;

b) Exigir que la autorización judicial en estos casos sea otorgada previa verificación del cumplimiento de los requisitos establecidos para el trabajo de los menores y de las condiciones en que éstos se efectuarán, de modo que no revistan peligro para los menores, y

c) Prohibir explícitamente la intervención de menores en espectáculos que consideren su participación en actos de significación sexual.
Luego, respecto del artículo 16, la Moción destaca que regula el trabajo de los menores de edad inferior a los 15 años con personas o entidades dedicadas al teatro, cine, radio, televisión, circo u otras actividades similares. En esta disposición, añade, se permite la contratación de los menores con la autorización de su representante legal o del respectivo Tribunal de Familia.

Sobre el particular, indica que parece razonable una exigencia a lo menos equivalente a la que se pide respecto de los menores de 18 y mayores de 15 años para participar en espectáculos vivos, es decir, que las autorizaciones del represente legal y del Tribunal de Familia no sean alternativas, sino copulativas.

-------

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR

El texto del proyecto de ley en informe despachado por la Cámara de Diputados propone las siguientes enmiendas al Código del Trabajo:

a) Derogar el inciso tercero del artículo 13, que actualmente hace aplicable los requisitos establecidos en el inciso segundo para la contratación de menores de 15 años, materia que sólo se regularía en el artículo 16, de conformidad con lo acordado por la Cámara de Diputados.

b) Sustituir el inciso segundo del artículo 15, que actualmente posibilita la actuación de menores de 18 años en cabarets y establecimientos similares por un texto que prohíbe, sin excepción alguna, el trabajo de menores en recintos o lugares donde se realicen o exhiban espectáculos de significación sexual.

c) Agregar un artículo 15 bis, nuevo, que establece los requisitos para que los menores de 18 años y mayores de 15 puedan actuar en espectáculos vivos.

d) Reemplazar en el artículo 16 la frase que permite a los menores de 15 años celebrar contratos de trabajo por otra que les permite participar en espectáculos de teatro, cine, radio, televisión, circo u otras actividades similares, cumpliendo determinados requisitos.
-------


La Senadora señora Goic destacó que la Convención de las Naciones Unidas sobre los Derechos del Niño reconoce el derecho del niño y de la niña a estar protegidos contra la explotación económica y contra el desempeño de cualquier trabajo que pueda ser peligroso o entorpecer su educación, o que sea nocivo para su salud o para su desarrollo físico, mental, espiritual, moral o social.


Añadió que la iniciativa en análisis tiene por finalidad perfeccionar dicha protección, que está contemplada en nuestra legislación laboral, cuyo texto –despachado por la Cámara de Diputados- regula con mayor precisión las situaciones en que se prohíbe absolutamente el desarrollo de actividades artísticas de los menores.


Sin embargo, en lo que atañe a la autorización del trabajo de menores de quince años en espectáculos teatrales, de cine, radio, televisión, circo y otras actividades similares, establecida en el artículo 16 del Código del Trabajo, sugirió que dicha autorización involucrara tanto al representante legal como al tribunal de familia, idea original contenida en la Moción que presentara el año 2007 y que, por lo demás, se encuentra reconocida para los mayores de 15 y menores de 18 años.


Asimismo, propuso que la frase aprobada por la Cámara de Diputados para el artículo 16 fuera sustituida con el propósito de clarificar el vínculo que permitirá a los menores de quince años participar en las actividades allí mencionadas.


El coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco Del Río, adicionó a la sugerencia de la Senadora señora Goic respecto del artículo 16 del Código del Trabajo, en cuanto que el vínculo de los menores de quince años para desarrollar las actividades de teatro, cine, radio, televisión y otras sea –contando con las autorizaciones pertinentes- por medio de un contrato distinto al de trabajo.





La Senadora señora Muñoz manifestó su concordancia con las enmiendas que se proponen introducir al Código del Trabajo en relación al trabajo de menores de edad en espectáculos artísticos y, atendida la sugerencia de la Senadora señora Goic, recordó que en la tramitación de la ley N° 20.189 que modificó –entre otras normas- el artículo 16 del Código del Trabajo, dejó constancia en el informe de la Comisión Mixta “que la autorización para que los menores de quince años puedan trabajar en el teatro, cine, radio, televisión, circo u otras actividades similares, debería ser otorgada tanto por el representante legal del menor como por el tribunal de familia correspondiente”, opinión que fundamentó señalando “que era partidaria de una norma más restrictiva a fin de evitar que se repitieran situaciones como las que ya se habían verificado en nuestro país, de niños que habían terminado enfermos porque sus representantes legales los habían obligado a trabajar, más allá de sus capacidades.”.


Finalmente, el Senador señor Larraín concordó con las expresiones manifestadas por las Senadoras señoras Goic y Muñoz, dado que el objetivo de las modificaciones que se introducen al Código del Trabajo es proteger en términos más adecuados a los menores de edad que desarrollan trabajos artísticos. 
- Puesto en votación en general y en particular el proyecto de ley, fue aprobado por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senador señor Larraín, con las enmiendas mencionadas precedentemente.

-------
 
Se deja constancia que la Comisión autorizó a la Secretaría para realizar enmiendas de carácter formal, cuya mención en tal carácter se registra en el capítulo de modificaciones.
-------
MODIFICACIONES

En conformidad a los acuerdos adoptados, la Comisión de Trabajo y Previsión Social propone a la Sala la aprobación del proyecto de ley despachado por la Cámara de Diputados, con las siguientes modificaciones:
Artículo único

Número 1


Sustituir la palabra “Derógase” por “Suprímese”
(Adecuación formal)
Número 2


Reemplazarlo por el siguiente:


“2.- Sustitúyese el inciso segundo del artículo 15 por el siguiente:


“En ningún caso se podrá autorizar a menores de edad para trabajar en recintos o lugares donde se realicen o exhiban espectáculos de significación sexual.”.”.

(Adecuación formal)

Número 3

Eliminarlo

(Adecuación formal)
Número 4

Pasa a ser número 3, reemplazando en el encabezamiento la palabra “Introdúcese” por “Agrégase”.

(Adecuación formal)

Número 5


Pasa a ser número 4, sustituido por el siguiente:


“4.- Reemplázanse en el artículo 16 la conjunción “o”, la primera vez que aparece, por la conjunción “y”, y la frase “contrato de trabajo con personas o entidades dedicadas al” por la locución “contratos para participar en espectáculos de”.”.

(Unanimidad 3X0. Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senador señor Larraín).

TEXTO DEL PROYECTO
En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY
“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código del Trabajo:

1.- Suprímese el inciso tercero del artículo 13.

2.- Sustitúyese el inciso segundo del artículo 15 por el siguiente:

 “En ningún caso se podrá autorizar a menores de edad para trabajar en recintos o lugares donde se realicen o exhiban espectáculos de significación sexual.”.

3.- Agrégase el siguiente artículo 15 bis:

“Artículo 15 bis.- Los menores de 18 años y mayores de 15 podrán actuar en espectáculos vivos que no se desarrollen en cabarets u otros establecimientos similares o en aquellos en que se expendan bebidas alcohólicas que deban ser consumidas en el mismo establecimiento, siempre que cuenten con autorización de su representante legal y del respectivo Tribunal de Familia. Esta última autorización se otorgará previa verificación del cumplimiento de los requisitos previstos en el inciso segundo del artículo 13 y cuando dicha actuación no sea peligrosa para la salud, seguridad o moralidad del menor.”.

 
4.- Reemplázanse en el artículo 16 la conjunción “o”, la primera vez que aparece, por la conjunción “y”, y la frase “contrato de trabajo con personas o entidades dedicadas al” por la locución “contratos para participar en espectáculos de”.”.

-------

Acordado en sesión celebrada el día 12 de noviembre de 2014, con asistencia de la Senadora señora Adriana Muñoz D’Albora (Presidenta), de la Senadora señora Carolina Goic Boroevic y de los Senadores señores Hernán Larraín Fernández y Juan Pablo Letelier Morel.
Sala de la Comisión, a 12 de noviembre de 2014.

(Fdo.): Pilar Silva García de Cortázar, Secretaria de la Comisión.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES HARBOE, PIZARRO Y TUMA, CON LA QUE SE DA INICIO A UN PROYECTO DE LEY QUE AMPLÍA EN LA LEY QUE ESTABLECE NORMAS SOBRE PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS DE LOS CONSUMIDORES EL CATÁLOGO DE CLÁUSULAS ABUSIVAS DE USO FRECUENTE EN LOS CONTRATOS DE ADHESIÓN

(9.728-03)
FUNDAMENTOS.

 En materia civil, los contratos requieren para su celebración de la concurrencia de la voluntad de ambas partes de manera libre y espontánea tal y como lo prescribe el artículo 1445 del Código Civil en su numeral 2.  En efecto,  el contrato como instrumento jurídico, ha sido concebido bajo  la perspectiva de la libre discusión en lo tocante a las prestaciones que primero se proyectan y luego se convienen. Por consiguiente, el contrato debe ser el resultado de la convergencia de voluntades, siendo éste, una vez perfeccionado, intangible, es decir inmodificable unilateralmente, ya que es ley para las partes. Estamos en presencia ante la vieja locución latina pacta sunt servanda.

Con todo, con el advenimiento de los contratos masivos, la formación del consentimiento ha ido modificándose hacia  una forma más limitada de formación del mismo, en especial para aquella parte que  están en una condición más débil desde el punto de vista del poder de negociación. La parte menos fuerte, ya no podrá expresar su voluntad con amplia libertad a la hora de celebrar un contrato, sino que deberá limitarla a aceptar o rechazar las condiciones propuestas por aquella con mayor poder de negociación que ha fijado las cláusulas a su arbitrio. Entonces, lo que ocurre con los contratos de adhesión es que el consentimiento se forma de manera irregular, lo que redunda en perjuicio del consumidor, al imponerse sin contrapeso, la voluntad del proveedor y la imposibilidad de encontrar otro instrumento contractual para hacer operante el mercado masificado.

Así es como han surgido los contratos de adhesión, un instrumento que ha resultado útil para hacer operativo el mercado y lograr la celebración de millones de contratos de artículos, productos y servicios de venta masiva. Sin embargo, hemos asistido en el último tiempo diversas situaciones que han demostrado que este instrumento ha entrado en crisis, no por su utilidad, sino por el actuar de los agentes del mercado, que han encontrado el escenario propicio para poder imponer cláusulas que escapan de toda lógica y justicia. Es por ello que la ley, ha tenido que salir en ayuda de la parte más débil con la finalidad de equilibrar las condiciones de cada contratante. Este debe ser el objetivo de toda norma del consumidor, tal y como se ha ido desarrollando el derecho laboral.

De este modo, es necesario aclarar que el instrumento del contrato de adhesión no es pernicioso en sí, sino que todo lo contrario, por tanto, lo que debe proscribirse son las cláusulas abusivas que han sido definidas por la Corte de Apelaciones  de Valparaíso al señalar que, “la cláusula abusiva, en doctrina es aquélla que confiere derechos exorbitantes en favor del proponente del contrato de adhesión, le atribuyen la facultad de fijar o modificar sus elementos, su régimen jurídico, como cambiar el tipo de producto o servicio, modificar los precios, ceder el contrato sin el consentimiento del adherente, la atribución de la facultad exclusiva de interpretación del contenido contractual, la sumisión de la ejecución de las prestaciones a condiciones de carácter potestativo, cuya realización dependa únicamente de la voluntad del proponente, la atribución del derecho de libre rescisión del contrato al mismo proponente y, en general, cualquier reforma al contenido del contrato” (Corte de Apelaciones de Valparaíso, 04/10/2007, 874-2007).  Lo anterior es clave, porque el consentimiento, ya limitado, debe recaer sobre las cláusulas justas, no respecto de aquellas que son abusivas, es decir, sobre estas últimas, no se formó nunca el consentimiento, por consiguiente esas cláusulas no forman parte del contrato válidamente celebrado. En efecto,  de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 1545 del Código Civil,   todo contrato legalmente celebrado es una ley para los contratantes. Sin embargo, aquella cláusula que es abusiva escapa del concepto de un contrato legalmente celebrado, y no tiene fuerza obligatoria, en efecto, así lo dispone el artículo 16, al prescribir que no  producirán efecto alguno en los contratos de adhesión  las cláusulas o estipulaciones  que a) otorguen a una de las partes  la facultad de dejar sin efecto  o modificar  a su solo arbitrio  el contrato. 
En doctrina, se han forjado diversos caminos para poder salvar este estado de crisis del contrato de adhesión, por una parte, algunas legislaciones como Brasil o Estados Unidos, se han inclinado por el dirigismo contractual, esto es imponer derechamente cláusulas al contrato de adhesión, que no pueden ser soslayadas por las partes. Otro mecanismo de solución, ha sido la negociación de un contrato tipo entre agrupaciones de proveedores y consumidores, siendo una corte arbitral la que soluciones las controversias, hasta dar forma a un contrato definitivo con cláusulas equidistantes. Una tercera opción ha sido la de incrementar y estimular la competencia de los mercados, para que por esta vía se pueda, por efecto de mayores actores compitiendo, ir flexibilizando las cláusulas. Finalmente, el camino más adecuado, ha sido la intervención del contrato de adhesión, propendiendo a  la estandarización de los mismos, mejorando la trasparencia y la información disponible para los consumidores, y así mismo, proscribiendo y sancionando ciertas cláusulas que sean injustas o abusivas.

La SBIF, ya en su resolución de fecha 22  de Septiembre, de 2010, Circular n° 3.505 haciendo un diagnóstico del sistema financiero Bancario,  señaló que: No es aceptable que el Banco se declare exento de toda responsabilidad por errores o fallas de sus procesos o sistemas – salvo fuerza mayor- en el procesamiento y operaciones que se realicen en las cuentas corrientes, tarjetas de crédito y otras en que claramente pueden deberse  a causas que le son imputables.
Tampoco es razonable que en los mandatos conferidos por sus clientes para contratar o renovar las pólizas de seguros que el banco ofrece o exige, se exima de toda responsabilidad por el incumplimiento del encargo.
También se ha observado la inclusión de cláusulas que eximen al banco mandatario de la obligación de rendir cuentas, siendo lo razonable que a lo menos se convenga que será suficiente rendición, la entrega de comprobantes o documentos generados en la respectiva operación.
Por otra parte y como es de su conocimiento, la regla general de derecho común en cuanto al grado de responsabilidad o diligencia en el cumplimiento del encargo que recae sobre el mandatario es la culpa leve. Sólo parece aceptable la responsabilidad por culpa grave en aquellas gestiones que interesan solamente al mandante y sin remuneración para el banco.

En este contexto, el actual artículo 16 de la ley 19.496 merece algunas perfecciones, tal y como señala en sus fundamentos el proyecto de ley Boletín 9146-03, que especifica cláusulas abusivas más recurrentes en los contratos de adhesión, de los Ex Diputados (as) y actuales Senadores (as) Carolina Goic y Felipe Harboe, y el actual Diputado Carlos Abel Jarpa,  al indicar que  el actual artículo 16 de la Ley 19.496 sobre protección a los consumidores constituyó una gran avance en materia de protección del consumidor, sin embargo el desarrollo contractual, la complejidad  y versatilidad de los contratos hace que esta norma muchas veces sea insuficiente para dar una adecuada protección a los consumidores frente a cláusulas abusivas. En efecto, en el estudio efectuado Carlos Pizarro Wilson, “Cláusulas Abusivas una crítica al control represivo” hace hincapié en este punto al señalar que: Así, entonces, la legislación chilena sin haber recurrido al derecho común de los contratos, salvo a nivel doctrinal, para excluir las cláusulas abusivas, en primera instancia se introdujo en la Ley de protección al consumidor en el año 1997 un listado de cláusulas estimadas abusivas, las cuales debían tenerse por no escritas en conformidad al citado artículo 16. Se trataba de una lista negra y cerrada, cuya sanción consistía en la nulidad de la cláusula en cuestión. Este modelo había sido criticado por su rigidez. Ya en su origen, el listado de cláusulas abusivas era demasiado restrictivo, lo cual no podía remediarse por la ausencia de una cláusula general de buena fe que permitiera alcanzar otras cláusulas diversas.

Esta situación restrictiva del artículo 16 de la ley del Consumidor, se quiso remediar con la incorporación del concepto de buena fe. En efecto, el mencionado artículo señala que: Artículo 16.- No producirán efecto alguno en los contratos de adhesión las cláusulas o estipulaciones que: “g) En contra de las exigencias de la buena fe, atendiendo para estos efectos a parámetros objetivos, causen en perjuicio del consumidor, un desequilibrio importante en los derechos y obligaciones que para las partes se deriven del contrato. Para ello se atenderá a la finalidad del contrato y a las disposiciones especiales o generales que lo rigen. Se presumirá que dichas cláusulas se encuentran ajustadas a exigencias de la buena fe, si los contratos a que pertenecen han sido revisados y autorizados por un órgano administrativo en ejecución de sus facultades legales. Con esta norma se pensó que podría abrir una puerta más amplia para la exclusión de nuevas formas de cláusulas abusivas que pudieran presentarse, sin embargo, dicho efecto no ha tenido lugar, pues tal y como señala el profesor Pizarro Wilson, la norma no ha tenido los efectos jurisprudenciales esperados: “La jurisprudencia pudo, como lo hizo la alemana, recurrir a la buena fe prevista en el Código. Pero no ocurrió. En realidad el control de las cláusulas abusivas ha estado ausente en la práctica judicial. Los jueces de jurisdicción común no se han pronunciado sobre este problema. Las Revistas de jurisprudencia y las bases de datos disponibles (LexisNexis, Microjuris) no recogen problemas de control contractual a través de la buena fe. En la jurisdicción municipal, órgano principal en el control de cláusulas abusivas ocurre lo mismo. De esta manera la falta de una cláusula general en la ley especial no debiera explicar, al menos en forma absoluta, la ineficacia del sistema.”

La idea matriz de este proyecto es establecer en un nuevo inciso segundo, un catálogo numerus apertus de cláusulas que tienen  lugar comúnmente en las operaciones económicas masivas, que den herramientas al juez para que pueda declararse nulas  absolutamente, sin perjuicio de las  situaciones señaladas en el inciso primero del artículo 16 de la ley 19.946 que se trata situaciones más generales y de aplicación estricta. De esta manera el proyecto propuesto viene a enriquecer el artículo 16 de la ley en comento, y permite especificar, sin pretensiones de taxatividad, cláusulas abusivas de ordinaria ocurrencia en contratos de adhesión del sector financiero y retail principalmente, sin exclusión de otras situaciones posibles en otros sectores. Se trata de situaciones que han sido detectadas por el SERNAC y por organismo privados, que han permitido determinar, con un sentido de realidad, las principales cláusulas abusivas.
Por consiguiente, el presente proyecto de ley se hace cargo de un cuestionamiento permanente al que ha estado expuesto el contrato de adhesión,  por ello se incorporan nuevas cláusulas  en aras de lograr un equilibrio contractual que no se alcanza naturalmente con los contratos de adhesión. Es por ello que interviene la ley, para lograr la recomposición de la igualdad de las partes, evitando que el consentimiento obligue a la parte más débil a cláusulas, que, o bien son imposibles de cumplir, o  revisten de una injusticia y desequilibrio manifiesto. 

Las cláusulas mencionadas en el articulado del proyecto de ley responden a una realidad descrita en diversos estudios, como por ejemplo, los realizados por la Fundación Fernando Fueyo de la Universidad Diego Portales, plasmadas en los  trabajos denominados Análisis y detección de cláusulas abusivas en los contratos de cuenta corriente bancaria de la profesora Josefa Achurra, Contratos de adhesión Tarjeta de Crédito Bancarias, del profesor José Tomás Sweet, y Análisis del contrato de mutuo hipotecario a la luz de la ley Nº 19.496 sobre la protección de los derechos de los consumidores, de Profesora  Renta Di Constanzo,  todos trabajos del año 2012.   

Las cláusulas enumeradas por el presente proyecto de ley dicen relación con situaciones de común ocurrencia en el mercado de productos y servicios financieros, como son efectivamente las que establecen facultades para el contratante más fuerte de prorrogar plazos automáticamente  de contratos sujetos a plazos determinados, o de conceder mandatos irrevocables. En efecto, las normas del artículo 16 de la ley sobre protección de los derechos de los consumidores, no sólo están referidas al sector financiero, por ende pueden aplicarse cuando exista una relación contractual que esté en el ámbito de aplicación del art. 2 de la ley 19.496.  Casos como el de SERNAC/CENCOSUD, o de SERNAC/ BBVA, entre otros, han llevado a la necesidad de reforzar el catálogo de cláusulas indeseadas, sancionándolas con la sanción civil más potente del ordenamiento jurídico, cual es la nulidad. Sin duda, la inexplicable dicotomía competencial existente en la ley del consumidor, en que unas acciones son conocidas en sede civil mientras otras, por los Juzgados de Policía Local, torna aún más necesaria, la especificación de las normas, esto, ante la imposibilidad de crear una Jurisprudencia en sede de Policía Local lo suficientemente robusta.

En el derecho comparado legislaciones como las de Argentina, y España, han establecido catálogos de cláusulas que no pueden formar parte de los contratos de adhesión sancionándolas con nulidad. La legislación Argentina en su artículo  37 de la ley 24.240, señala que: Sin perjuicio de la validez del contrato, se tendrán por no convenidas:
a) Las cláusulas que desnaturalicen las obligaciones o limiten la responsabilidad por daños;
b) Las cláusulas que importen renuncia o restricción de los derechos del consumidor o amplíen los derechos de la otra parte;

c) Las cláusulas que contengan cualquier precepto que imponga la inversión de la carga de la prueba en perjuicio del consumidor.
La interpretación del contrato se hará en el sentido más favorable para el consumidor. Cuando existan dudas sobre los alcances de su obligación, se estará a la que sea menos gravosa.
Más aún, el referido artículo señala que en caso en que el oferente viole el deber de buena fe en la etapa previa a la conclusión del contrato o en su celebración o transgreda el deber de información o la legislación de defensa de la competencia o de lealtad comercial, el consumidor tendrá derecho a demandar la nulidad del contrato o la de una o más cláusulas. Cuando el juez declare la nulidad parcial, simultáneamente integrará el contrato, si ello fuera necesario. Es decir, la norma va más allá de la nulidad, otorgándole facultades al Juez para acomodar el contrato a las nuevas circunstancias.

A su turno, la legislación española, se rige por la el apartado 1 del art. 3 de la Directiva Europea 93/13/CEE, de 5 de abril, sobre cláusulas abusivas en los contratos celebrados con consumidores 13 (en adelante, Directiva 93/13/CEE) que  entiende que las cláusulas abusivas son aquellas no negociadas individualmente que, “pese a las exigencias de la buena fe, causan en detrimento del consumidor un desequilibrio importante entre los derechos y obligaciones de las partes que se derivan del contrato”. Asimismo, el artículo 83, modificado por Ley 3/2014, de 27 de marzo, que se modifica el texto refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, señala que las cláusulas abusivas serán nulas de pleno derecho y se tendrán por no puestas. A estos efectos, el Juez, previa audiencia de las partes, declarará la nulidad de las cláusulas abusivas incluidas en el contrato, el cual, no obstante, seguirá siendo obligatorio para las partes en los mismos términos, siempre que pueda subsistir sin dichas cláusulas.» A su turno, el propio artículo 89 del mismo cuerpo legal contempla un extenso catálogo de cláusulas consideradas abusivas, tales como  aquellas que afectan al perfeccionamiento y ejecución del contrato, las declaraciones de recepción o conformidad sobre hechos ficticios, y las declaraciones de adhesión del consumidor y usuario a cláusulas de las cuales no ha tenido la oportunidad de tomar conocimiento real antes de la celebración del contrato, la transmisión al consumidor y usuario de las consecuencias económicas de errores administrativos o de gestión que no le sean imputables, la imposición al consumidor de los gastos de documentación y tramitación que por ley corresponda al empresario, entre otras.
Como se ha expresado, existen diversas experiencias a nivel comparado que dan cuenta de un política de intervención  legal en los contratos de adhesión, tendientes a proscribir ciertas cláusulas, que por su contenido, son consideradas abusivas,  aparejándoles, acaso la máxima sanción existente en materia civil como es la nulidad. Es por lo anterior que se debe avanzar en esta materia,  robustecer el catálogo de cláusulas injustas en nuestro ordenamiento, principalmente aquellas detectadas comúnmente en las operaciones sobre bienes y servicios necesarios para el normal desarrollo de la vida colectiva.

PROYECTO DE LEY.

Artículo único: Agrégase en al artículo 16 de la ley 19.496, que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores, el siguiente inciso segundo nuevo, pasando el segundo a ser tercero y así sucesivamente: 

En especial, son nulas absolutamente en los contratos de adhesión las siguientes cláusulas:

1. Aquellas que faculten al proveedor a rescindir, modificar o alterar unilateralmente las condiciones o cláusulas del contrato.

2. Aquellas que faculten al proveedor dejar sin efecto una transacción celebrada  con el consumidor y/o anular la venta cuando el precio ha sido fijado erróneamente por la misma.

3. Aquellas que faculten al proveedor a reservarse el derecho de rescindir o restringir el uso que haga del servicio, sin aviso, con o sin causa. 
4. Aquellas que obliguen al consumidor la suscripción de un pagaré o letra de cambio en blanco y/o al otorgamiento de un mandato en favor del proveedor facultándolo, para que, antes del cobro del documento, pueda incorporar las menciones exigidas por la ley para la validez del pagaré o letra de cambio.

5. Aquellas que impongan el descuento por planilla de créditos sociales  otorgados a personas pensionadas o jubiladas.

6. Aquellas que importen cobros por concepto de reprogramar una  deuda  o cuando se solicita una evaluación comercial para conceder o no un crédito de consumo
7. Aquellas que importen dobles cobros de comisiones de administración de la tarjeta de crédito.

8. Aquellas que impongan la obligación de otorgar mandatos irrevocables.

9. Aquellas que afecten el principio de finalidad en el tratamiento de datos  personales de carácter económico, financiero, bancario o comercial establecido en el art. 1 de la ley 20.575.

10. Aquellas que consideren al silencio del consumidor como acepta​ción.

11. Aquellas que hagan constar de forma indubitada la adhesión del consumidor a cláu​sulas respecto de las cuales no ha tenido la oportunidad de tomar conocimiento real antes de la celebración del contrato.

12. Aquellas que prorrogan automáticamente un contrato de duración determinada.

13. Aquellas que impliquen que toda aceptación de oferta y por ende la formación del consentimiento,  quedará sujeta a la condición suspensiva de que la empresa oferente valide la transacción. 

14. Y en general, todas aquellas cláusulas que sean notablemente injustas o abusivas para los consumidores.
(Fdo.): Felipe Harboe Bascuñán, Senador.- Jorge Pizarro Soto, Senador.- Eugenio Tuma Zedan, Senador.
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